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��LOS ARRESTOS DE FIN DE SEMANA: SU DESARROLLO EN ANDALUCÍA

Presentación:

La atención hacia los problemas que afectan a las personas privadas de libertad, es una preocupación constante del Defensor del Pueblo Andaluz a lo largo de su existencia. En realidad, desde que se implantase en nuestra Comunidad Autónoma esta Institución, hace ya quince años, aquellos problemas han tenido presencia en la misma a través de las numerosas quejas que le iban siendo remitidas por parte de personas presas.

Sin embargo, es en los últimos años cuando dicha atención se acentúa y, de manera singular, se exterioriza a través de la publicación en el Boletín Oficial del Parlamento de Andalucía de una serie de Informes Especiales que abordan, desde distintos ángulos, la diversa problemática que concierne a las personas que padecen privación de libertad, ya sea en calidad de detenidos, ya se encuentren en esa situación como presos preventivos o condenados.

En la ya extensa serie de informes monográficos aparecidos, habría que comenzar citando el estudio sobre la situación material y de gestión, de las dependencias municipales de detención, al que se dedica nuestro Informe, de 1996, “Los Depósitos Municipales de Detenidos en Andalucía”.

Poco tiempo después -se publica en el Boletín del Parlamento en 1997-, damos a conocer un nuevo tipo de Informe singular, caracterizado, en este caso, por las notas de sumariedad y urgencia, motivado por la llegada masiva de quejas, muchas procedentes del extranjero, reclamando el acercamiento de los afectados, presos todos ellos, a sus lugares de residencia familiar, buscando con ello el fortalecimiento de los vínculos familiares y sociales, traumáticamente rotos por la prisión.

A dicho asunto, dedica sus páginas el Informe “La situación de los presos andaluces que cumplen condenas en Centros Penitenciarios fuera de Andalucía”, en el que destacan, por su novedad, los datos sobre andaluces presos en el extranjero.

Sucesivamente, fueron publicándose otros informes que desde diversos prismas analizan la realidad penitenciaria andaluza, bien con carácter singular, como el referido a “Enfermos mentales internados en Centros Penitenciarios”, bien con pretensiones más generalistas, de mayor amplitud y diversidad por los temas que aborda, como el referido al “Convenio de Colaboración entre la Junta de Andalucía y la Administración Central en materia penitenciaria”, que desarrolla temas tan diversos como la práctica deportiva en los Centros o la escasa formación profesional que en ellos se imparte.

Con la publicación del Informe sobre “La situación de los drogodependientes en las cárceles andaluzas” parecería que volvemos a cuestiones más específicas, pero la presencia de toxicómanos en los establecimientos penitenciarios es tan masiva que bien pudiera considerarse este último como el Informe que aborda -como decíamos en su presentación- “la gran cuestión penitenciaria”, motivo por el cual seguiremos incidiendo de manera constante sobre las conclusiones y sugerencias que contiene.

Cuestión común a todos ellos es la siguiente: enfatizan la afectación de los derechos constitucionales en presencia y las posibilidades de intervención de la Administración Autonómica en la mejora de la calidad de vida de las personas privadas de libertad.

Ambos puntos de vista constituyen, en realidad, la esencia de los objetivos de esta Institución que, en definitiva, no puede pretender sino la defensa de los derechos constitucionales de los andaluces, y de cuantos en Andalucía habiten, y la potenciación de las políticas activas que, con dicha finalidad, se proyecten en nuestra Comunidad Autónoma, especialmente en aquellos ámbitos en los que se manifieste una mayor debilidad en el ejercicio de tales derechos, como ocurre en el entorno penitenciario en el que la ejecución de las penas de prisión, como algunos expertos penitenciarios han explicado, tiende a expandir sus efectos represores sobre otros derechos personales de los internos que de ningún modo deberían verse afectados por la pena, puesto que ésta, la privativa de libertad, no puede coartarlos aunque a veces, de modo inevitable, sí los module en su ejercicio.

Precisamente por esa realidad, el Defensor del Pueblo Andaluz, no puede permanecer pasivo ante las quejas que recibe procedentes del ámbito que nos ocupa, que, oportuno es recordarlo, siguen siendo muchas.

De aquí que una nueva entrega sea necesaria en la serie de Informes que acabamos de comentar.

Éste de ahora, pretende hacer balance -no conocemos ningún otro- de los primeros años de vigencia en Andalucía de dos penas novedosas en nuestro ordenamiento jurídico, aportadas por el nuevo Código Penal promulgado en 1995: Arrestos de Fin de Semana y Trabajos en Beneficio de la Comunidad. Ambas modalidades punitivas, constituyen dos líneas progresivas de desarrollo de nuestro sistema penal que justifican la profundización en ellas a través de las páginas de este nuevo Informe especial, que esperamos contribuya no sólo a un mejor conocimiento de nuestra realidad penitenciaria, sino, también, a la mejor defensa del conjunto de derechos de los que las personas condenadas siguen siendo titulares.







Andalucía, Noviembre de 1999

José Chamizo de la Rubia

DEFENSOR DEL PUEBLO ANDALUZ

�1. Introducción.

Dado el contenido de este Informe, no resultó cómodo elegir un título adecuado para el mismo, que expresase la naturaleza del estudio en que consiste, y que tuviese, al mismo tiempo, atractivo suficiente como para servir con utilidad los fines publicistas que todo titular conlleva.

Evidentemente, un título que contuviese, al mismo tiempo, los tres objetos esenciales de este informe, era bien difícil: aquí tratamos, de una parte, sobre la red andaluza de Depósitos Municipales de Detenidos, de su evolución en los últimos cinco años y sus posibles mejoras tras nuestra investigación de 1995; también nos ocupamos, por otra parte, de las previsiones legales sobre la novedosa pena de los Arrestos de Fin de Semana y su proyección práctica en Andalucía, aunque en un marco temporal muy concreto -los años 1997 y 1998- y, finalmente, abordamos el estudio de la, también novedosísima, pena sustitutiva de aquélla -de los Arrestos de Fin de Semana- consistente en la imposición de Trabajos en Beneficio de la Comunidad.

Pero también aquí se habla de cárceles andaluzas; de Centros Penitenciarios, ya familiares para esta Institución, incluyendo en ellos los nuevos establecimientos penitenciarios, todavía en reciente proyecto, denominados Centros de Inserción Social, otra de las novedades del panorama penitenciario español.

Convendrá nuestro lector en que son muchos temas de primer orden los que requerirían algún protagonismo en el título que encabezase este informe, pero de seguir ese camino nos saldría uno de aquellos larguísimos titulares de los escolásticos, filósofos y ensayistas medievales, tan descriptivos por ello, pero tan anacrónicos hoy.

Sirvan, por tanto, estas líneas primeras como disculpa ante un título tan reducionista: los Arrestos de Fin de Semana: su desarrollo en Andalucía.

Desde luego, aquí nos ocupamos básicamente de una cuestión: durante los primeros meses de vigencia del nuevo Código Penal -aproximadamente segundo semestre de mil novecientos noventa y seis, puesto que entró en vigor a los seis meses de su publicación completa en el Boletín Oficial del Estado, concretamente el 25 de Mayo de 1996- la novedosa pena privativa de libertad, los Arrestos de Fin de Semana, apenas tiene desarrollo, puesto que en sus inicios aún no se dan los presupuestos temporales para su imposición y luego, cuando ya se van conociendo las primeras sentencias que la contemplan, porque existe un gran desconcierto sobre gran parte de sus circunstancias de ejecución.

Como muestra de esa desorientación inicial, valga el siguiente ejemplo, extraído de la Memoria de la Fiscalía General del Estado: un Juzgado de Instrucción, al ejecutar una sentencia de juicio de faltas, comprueba que el condenado está en ese momento cumpliendo con sus obligaciones militares en el correspondiente acuartelamiento; con olvido de los más elementales principios legales sobre lugares de cumplimiento y demás circunstancias de ejecución de estas penas, el Juez ordena, sin más trámites, a la Autoridad militar, que los arrestos de fin de semana a que fue condenado el soldado en cuestión, los cumpliese en el propio cuartel.

No será sino hasta 1997, cuando la nueva pena se vaya abriendo trabajosamente camino a partir de las decisiones judiciales -no sólo sentencias, también autos judiciales de aplicación- que van acumulándose en ejecutorias, cuyos mandamientos judiciales de ejecución van llegando a los Centros Penitenciarios y demás lugares de cumplimiento a los que luego nos referiremos. Es en 1998, cuando la nueva pena conoce un nivel de implantación suficiente como para ser considerada a efectos de estudios específicos y parámetros estadísticos.

Por ello, este estudio abarca el periodo de tiempo apuntado; dos años completos de vigencia, 1997 y 1998. En el siguiente año, 1999, en el que aparecerá nuestro trabajo, se recaban de las diversas administraciones los datos pertinentes y se confecciona y redacta el presente estudio, motivo por el cual queda excluido de nuestro análisis.

Estudiar el desarrollo e implantación de los Arrestos de Fin de Semana en Andalucía, durante los años 1997 y 1998, nos lleva inevitablemente a extender nuestro análisis a una pena, también novedosa, aunque no prevista para su imposición directa ante hechos delictivos o faltas concretas, sino que se dispone, casi exclusivamente, como pena sustitutiva de aquéllos: nos estamos refiriendo a los Trabajos en Beneficio de la Comunidad, pena privativa de derechos, que no de la libertad, que puede ser utilizada por los Jueces y Tribunales para sustituir, con determinados requisitos y condiciones, a los Arrestos de Fin de Semana y, también, como Responsabilidad Subsidiaria en supuestos de impago de multas.

A dicha pena dedicaremos, también, un posterior capítulo.

¿Y por qué nuestro interés por estas novedades del Código Penal de la Democracia y no por otras?

Casi dos décadas de gestación para la reforma del Código Penal hicieron levantar múltiples expectativas sobre algunas de sus previsiones. Entre ellas las alternativas posibles a las penas cortas de prisión y a la prisión misma. A medida que fueron concretándose sucesivos proyectos se fue abriendo camino la desaparición de las penas cortas de prisión, que en nuestro ordenamiento penal venían representadas por los arrestos mayores y menores, muy desprestigiadas por su escasa eficacia, especialmente en el campo de la resocialización del delincuente menor, quien, a pesar de la escasa gravedad de su delito, se veía obligado a entrar en contacto con el ambiente carcelario, unido ello, con frecuencia, la ruptura con su entorno familiar y social y, lo que aún podía ser peor, con su medio de vida laboral.

Frente a esas penas, el nuevo Código previó éstas otras -Arrestos de Fin de Semana- junto a una serie de alternativas a la prisión (días-multa; suspensiones, más amplias, de penas de prisión; Trabajos en Beneficio de la Comunidad y otras) que despertaron muchas expectativas favorables, pero, también, frecuentes críticas doctrinales y desde diversos ámbitos judiciales y profesionales, que combatieron especialmente la insuficiente regulación legal y la grave imprevisión en todo lo concerniente a sus circunstancias de ejecución, especialmente en lo que afectaba a sus lugares de cumplimiento.

Por nuestra parte, desde 1994 veníamos ocupándonos del lamentable abandono en que se encontraban -y aún hoy se encuentran, como tendremos ocasión de comprobar a través de estas páginas- las instalaciones de detención dispuestas en los Ayuntamientos que son capitales de partido judicial. Esos Municipios en los que se encuentran los Juzgados correspondientes a las respectivas demarcaciones judiciales, cuentan, con las excepciones que analizaremos, con Depósitos Municipales de Detenidos, cuya crítica situación y abandono presupuestario fue puesto de manifiesto en nuestro Informe Especial al Parlamento Andaluz “Los Depósitos Municipales de Detenidos en Andalucía” al que luego haremos referencia más extensa en su capítulo correspondiente.

Los numerosos detenidos que pasaban por esas dependencias -algunos de los cuales, y sus familiares, se nos dirigieron en queja protestando por su falta de higiene y elementales condiciones que respetasen su dignidad y derechos fundamentales- hicieron que nos preocupásemos por ellos y, aún más, ante la inminente publicación del nuevo Código Penal, entre cuyas previsiones figuraban que las nuevas penas de que nos ocupamos pudieran cumplirse, también, en los Depósitos Municipales de Detenidos.

Por todo ello, nos ha parecido necesario llevar a cabo este estudio que no sólo analizase la aplicación práctica de estas dos nuevas penas, sino, también, la evolución seguida en la que denominamos en su día Red Andaluza de Depósitos Municipales de Detenidos, no sólo como lugares de cumplimiento de arrestos de fin de semana, sino, también, como lugar de paso de personas detenidas a disposición judicial, o pendientes de su ingreso en los Centros Penitenciarios.

En el próximo capítulo, abordaremos la exposición sistemática de las previsiones legales sobre los Arrestos de Fin de Semana, y en los siguientes, desarrollaremos el objeto esencial de nuestro análisis, la ejecución de dichas penas, para terminar con un capítulo final sobre la pena de Trabajo en Beneficio de la Comunidad.

2. Configuración Legal de la Pena de Arresto de Fin de Semana.

2.1. Notas más características conforme a su regulación en el Código Penal.

La pena que nos ocupa, se inspira en algunos modelos de derecho comparado europeo, aunque en nuestro ordenamiento es desconocida como tal, si bien cuenta con algunos antecedentes como medida de seguridad que podían adoptar los ya desaparecidos jueces de peligrosidad social conforme a su Ley reguladora de 1970.

Más recientemente, la Ley Orgánica 4/1992, de 5 de Junio, reguladora de las competencias y el procedimiento de los Juzgados de Menores, otorga a éstos, entre las medidas que pueden acordar respecto de los mismos, la del “internamiento por tiempo de uno a tres fines de semana”. Así se recoge en el artículo 17.1 de dicha Ley.

Sin embargo, no es sino hasta la promulgación del nuevo Código Penal cuando los Arrestos de Fines de Semana adquieren carta de naturaleza como pena en sentido estricto. Por consiguiente, veamos, muy someramente, las previsiones allí contenidas.

El Arresto de Fin de Semana se configura en el Código Penal como una pena privativa de libertad (artículo 35) junto con la pena de prisión y la responsabilidad personal subsidiaria por impago de multa.

Según la extensión con que se imponga -el artículo 37 tan sólo autoriza a imponer, como máximo, veinticuatro fines de semana- la considera el Código Penal como pena leve -artículo 33.4 d)- si va de uno a seis fines de semana, o como pena menos grave cuando se impongan de siete a veinticuatro fines de semana (artículo 33.3 i)). 

Otras consideraciones sobre la pena las recoge el Código en su artículo 37, concretamente la duración del arresto en cada fin de semana, treinta y seis horas; su equivalencia, a los efectos oportunos, a dos días de privación de libertad y otras previsiones sobre lugares de cumplimiento y demás circunstancias de ejecución, de las que nos ocuparemos más adelante. Conviene, sin embargo, señalar que el precepto que comentamos remite a una posterior regulación reglamentaria de las demás circunstancias de ejecución no contempladas en el Código y la declaración de supletoriedad, para lo no previsto, de la Ley penitenciaria.

Se podría definir, pues, la de Arresto de Fin de Semana como una pena privativa de libertad; de naturaleza penitenciaria; de carácter leve o menos grave, según los casos; consistiendo en la privación de libertad ambulatoria durante treinta y seis horas, que habrán de estar comprendidas en los viernes, sábados o domingos de cada semana.

Ésa es la definición que, a nuestro entender, recoge descriptivamente los aspectos esenciales de la regulación legal de la pena que, como tendremos ocasión de comentar, están sometidos a una serie de excepciones y variantes de múltiple origen, algunas de las cuales abordaremos más adelante.

Antes, sin embargo, es necesario examinar los tipos delictivos y faltas a que corresponde esta pena, a lo largo del articulado del Código, y debemos hacerlo con algún detenimiento, puesto que nos servirá ello para comprender mejor la naturaleza de la pena, la mayor o menor gravedad de los supuestos de hecho a que se reserva y nos acercará, asimismo, al perfil personal de los arrestados que tanta trascendencia está teniendo en la experiencia diaria en torno a las ejecuciones de estas penas.

2.2. Tipos delictivos y Faltas a los que se aplica.

Antes de iniciar la relación de tipos penales en los que se prescribe, conviene señalar que, al igual que otras penas, ésta puede presentarse en alternativa con otras (generalmente, con la de multa, es decir, se puede imponer una u otra); acumulada a otra u otras (como ocurre en las lesiones por imprudencia grave utilizando vehículo de motor, en cuyo caso se impondrá, además del arresto cuando éste corresponda, la pena de privación del derecho a conducir los vehículos en cuestión) o puede aparecer como pena única. Las iremos señalando en cada caso.

El primer artículo del Libro II, “Delitos y sus penas”, que se refiere a ella es el 146: «el que por imprudencia grave ocasionase un aborto será castigado con pena de arresto de doce a veinticuatro fines de semana».

Estamos en presencia de uno de los delitos más graves para los que se reserva. Si la imprudencia fuese de carácter profesional se le acumulará, además, la inhabilitación especial. Es un supuesto poco frecuente.

En el artículo siguiente, 147.2, ya en el Título de “Lesiones”, la encontramos como pena única en los supuestos de lesiones menos graves, atendiendo al medio empleado o al resultado producido.

Se refiere, el precepto, a lesiones que hayan requerido asistencia facultativa y tratamiento médico o quirúrgico. La extensión de la pena es muy amplia, de siete a veinticuatro fines de semana. Como tendremos ocasión de comprobar, es uno de los tipos más frecuentes en los que se impone el arresto.

A continuación, la encontramos en el artículo 152.1 y 2, al que antes aludíamos, referida, también, a lesiones, pero en este caso causadas por imprudencia grave, a diferencia de los otros tipos anteriores de lesiones por conductas dolosas. También aquí, la extensión es amplia -de siete a veinticuatro fines de semana- y el tipo muy frecuente, asimismo, cuando se comete utilizando vehículo de motor.

Con la misma extensión del anterior, prescribe la pena el artículo 158, que se remite al 157, para la descripción del tipo: lesiones graves al feto, sólo que se reserva para los casos de imprudencia grave. Obviamente, es un supuesto poco frecuente.

Dentro de los Delitos contra la libertad sexual, existe el de “acoso sexual” para el que se reserva, como pena alternativa con la de multa, la de doce a veinticuatro fines de semana. Es un tipo, todavía, poco frecuente por su escaso reflejo en las sentencias de que nos hemos ocupado. En el Código anterior, este delito se ponía sólo en relación con conductas de funcionarios públicos.

Actualmente, artículo 184, se describe el tipo del siguiente modo, que parece interesante recoger aquí: «El que solicitase favores de naturaleza sexual, para sí o para un tercero, prevaliéndose de una situación de superioridad laboral, docente o análoga, con el anuncio expreso o tácito de causar a la víctima un mal relacionado con las legítimas expectativas que pueda tener en el ámbito de dicha relación».

Pasamos ahora a los delitos contra las relaciones familiares y nos detenemos en dos supuestos delictivos de abandono de familia. El primero de ellos, recogido en el artículo 226, viene referido a dejar de cumplir los deberes legales de asistencia, inherentes a la patria potestad, tutela, guarda o acogimiento familiar o de prestar la asistencia necesaria legalmente establecida para el sustento de descendientes, ascendientes o cónyuge que se hallaren necesitados. Como pena única, la de ocho a veinte arrestos. El otro supuesto de abandono de familia se refiere al impago de pensiones alimenticias, artículo 227. También aquí, pena única y de igual extensión a la anterior. Ambos tipos son, todavía, poco frecuentes, sobre todo el primero, en cuanto a su reflejo en sentencias condenatorias.

De los Delitos contra el patrimonio y el orden socioeconómico, sólo dos artículos recogen penas de arresto. Uno, un tipo raro, artículo 289, se refiere a la sustracción de cosas propias de utilidad social o cultural, y otro, por el contrario, es de lo más frecuente, y se refiere -artículo 244- al robo y hurto de uso de vehículos de motor, es decir, robo o hurto sin ánimo de apropiación, aunque usándolo efectiva o potencialmente, siempre que se restituya antes de las cuarenta y ocho horas.

Dentro de los delitos tributarios, el artículo 310, se centra en algunos incumplimientos contables o en la llevanza de libros o registros fiscales. Para estas conductas prescribe el Código penas de arresto acumulativas con multa. Hasta donde hemos podido comprobar, ha tenido escaso protagonismo.

En nuestro recorrido por el articulado del Código, nos encontramos ahora con un delito moderno, sin correspondencia en anteriores Leyes penales. Nos referimos a las conductas relacionadas en el artículo 328, que castiga con penas de multa y arresto -de dieciocho a veinticuatro- a quienes «establecieren depósitos o vertederos de desechos o residuos sólidos o líquidos que sean tóxicos o peligrosos y puedan perjudicar gravemente el equilibrio de los sistemas naturales o la salud de las personas». Se trata de uno de los delitos ecológicos o de protección penal del medio ambiente recién incorporado al Código, en desarrollo del artículo 45.3 de la Constitución que, expresamente, prevé sanciones penales para quienes violen las previsiones constitucionales sobre protección de un medio ambiente adecuado y la utilización racional de los recursos naturales. Se trata, asimismo, de un tipo delictivo todavía poco frecuente a efectos estadísticos.

Dentro de la rúbrica “De los Delitos contra la Seguridad Colectiva”, los artículos 379 y siguientes, se refieren a delitos contra la seguridad del tráfico, generalmente referidos a conducciones ilegales.

Es, precisamente, el primero de ellos el que dispone penas de arresto, alternativas con multa y acumulativas con privación de carnet de conducir -privación del derecho a conducir en la terminología del Código- para los que conduzcan bajo la influencia de drogas tóxicas, estupefacientes, sustancias sicotrópicas o bebidas alcohólicas. En las relaciones que nos han enviado los Centros Penitenciarios y Ayuntamientos consultados -luego explicaremos las mismas- aparece con frecuencia este delito aparejado con arrestos ejecutados o en ejecución.

Otro tipo raro, sobre todo en cuanto a su infrecuencia, es el que se recoge en el artículo 389, sobre falsificación de sellos de Correos y efectos timbrados.

Nada de raro tiene, aunque sí infrecuente en la práctica, el recogido, los recogidos, mejor, en el artículo 463, que se refiere a diversos supuestos de incomparecencia en un proceso penal «con reo en prisión provisional» -«causa con preso» en la vieja terminología judicial-, que provoque la suspensión del juicio oral. Se disponen diversas penas de arresto y multa, y a veces inhabilitación, según quiénes sean los sujetos intervinientes en el proceso los que dejan de comparecer (testigos, partes personadas, abogados, procuradores, fiscales o los propios jueces).

Más que raras, escatológicas, las conductas descritas en el artículo 526, todas ellas tributarias de arrestos y multas cuantiosas; véanse: «faltar al respeto debido a la memoria de los muertos, violar sepulcros o sepulturas, profanar un cadáver o sus cenizas...», mejor no seguir, pues ya se comprenden.

Finalmente, entre los delitos, se prevén penas de arresto de fin de semana o multas -artículo 558- para diversas conductas de desorden público o contra el orden público, bien sean ante Tribunales, en actos públicos, en colegios electorales, oficinas públicas, centros docentes y espectáculos deportivos y culturales. A pesar de la amplitud del tipo general, al tratarse en todos los casos de desórdenes graves, no aparece con frecuencia en las relaciones que se nos han enviado, a las que antes aludíamos, aunque sí a veces. Son más frecuentes las faltas contra el orden público por desórdenes leves.

Como puede observarse, una no muy extensa -se nos puede haber olvidado alguno- lista de delitos de los que los más frecuentes, a tenor de nuestras investigaciones, son los de los artículos 147.2; 152.1; 244 y 379, lesiones, robos y hurtos de vehículos y conducciones peligrosas, aunque sobre este extremo volveremos en capítulo posterior.

En cuanto a las faltas que llevan aparejadas pena de arresto, generalmente prevista como alternativa con la de multa, suelen representar conductas leves similares a las graves y contempladas como delitos. Así, por ejemplo, encontramos las faltas de lesiones del artículo 617 que constituyen de los motivos más frecuentes de imposición de arrestos; las faltas de hurto del 623, frecuentísimas, asimismo; los daños que se recogen en el 625, con tipo agravado si se trata de daños en bienes de valor histórico, artístico o cultural, o los desórdenes públicos leves a los que se refiere el artículo 633.

Junto a ellas, otras faltas aparecen con menor frecuencia, como la del artículo 618, que afecta a la seguridad de menores e incapaces; las afectantes al patrimonio descritas en el artículo 626, sobre deslucimiento de inmuebles, para las que se reserva el arresto como pena única; las del 629, sobre venta de moneda o efectos timbrados falsos o algunas de menor frecuencia, que afectan al orden público, como las recogidas en los artículos 635 y 637.

Una falta que no se destaca en las informaciones recibidas de los lugares de cumplimiento de los arrestos, pero que, sin embargo, puede aún ser frecuente en la práctica, es la que se cita en el artículo 630, referente al abandono de jeringuillas u otros instrumentos peligrosos que puedan causar daño o contagiar enfermedades, o en lugares frecuentados por menores.

En definitiva, junto a los delitos comentados más arriba, éstas son las faltas para las que se prevén los arrestos de fin de semana, siendo las que mayor número de arrestados provocan las referentes a lesiones, hurtos, daños y desórdenes públicos.

2.3. Otras vías de imposición de la pena de Arresto de Fin de Semana.

Hasta ahora, hemos considerado la imposición de la pena que nos ocupa como principal y autónoma para determinados delitos y faltas. Sin embargo, el artículo 88.1 del Código Penal le concede mucho más realce como sustitutiva de penas de prisión que no excedan de un año o, excepcionalmente, de dos años, siempre que no se trate de reos habituales.

Decimos que le concede mucho más realce -al tiempo que origina alguno de los supuestos más conflictivos de estas penas por lo que se dirá- puesto que, por esta vía, se amplía extraordinariamente el catálogo de delitos a los que, por vía indirecta, puede ser aplicable. En realidad, como pena sustitutiva deja de ser una pena leve, para convertirse siempre en pena menos grave lo que, sin duda, es uno de los elementos del realce a que aludimos.

Por otra parte, el precepto que comentamos ahora -artículo 88.1- permite que el número de fines de semana impuestos, pueda llegar a la cifra de ¡208 fines de semana!. Si a algún lector le resulta increíble la cifra, puede dedicar algunos minutos a hacer las cuentas utilizando como punto de partida la equivalencia, en estos casos de sustitución, de cada semana de prisión por dos arrestos de fin de semana. Hállense las semanas de prisión de dos años de condena y multiplíquense por dos. O sea, que un condenado a dos años de prisión que tenga la “suerte” de ver sustituida su pena por la de arresto de fin de semana, estará pendiente de extinguir su responsabilidad penal durante cuatro años. Por si no hubiésemos sabido explicar bien lo dicho, la siguiente cita, extraída de la Memoria de la Fiscalía General del Estado correspondiente al año 1997, página 560, resulta ilustrativa:

“Si se impone pena de dos años de prisión, sin concurrir habitualidad (véase art. 94 C.P.), la sustitución determinaría una pena de 208 arrestos. Es el momento de recordar lo más arriba expuesto acerca del fundamento de esta pena, careciendo de lógica esta casi eterna excursión penitenciaria con el inevitable contacto carcelario, durante cuatro años, resultado de cumplir pena cada uno de los 52 fines de semana que tiene un año. Cualquier referencia entonces no sólo al tratamiento, sino a la resocialización, es indefendible.

La situación, si se quiere menos virulenta pero igualmente rechazable, puede darse en sustituciones de pena de prisión inferiores: un año, seis meses. Correspondientes respectivamente a 104 ó 52 fines de semana”.

Como puede imaginarse, la llegada de uno de esos arrestados -eternos excursionistas carcelarios, en la afortunada expresión del Ministerio Fiscal- a una prisión o, aún más, a un depósito municipal de detenidos, no dejará de plantear serios problemas.

Otra posibilidad de conversión en arrestos de fin de semana, nos la ofrece el artículo 53 del Código Penal como responsabilidad personal subsidiaria en caso de impago de multas. Es cierto que también puede acordarse que la responsabilidad personal subsidiaria por impago se cumpla mediante Trabajos en Beneficio de la Comunidad -posibilidad de la que volveremos a hablar en otro capítulo- pero nuestra investigación ha descubierto muchos supuestos de arrestos por impago de multas y muy pocos casos de trabajo en beneficio de la comunidad por el mismo motivo.

2.4. La sustitución de la pena de Arresto de Fin de Semana por multa o Trabajos en Beneficio de la Comunidad.

Ésta es una vía de disminución del número de arrestados, puesto que, una vez impuesta la pena de arresto de fin de semana, puede ser sustituida, artículo 88.2 del Código Penal, previa conformidad del condenado, por multa o trabajos en beneficio de la comunidad. El citado precepto establece la equivalencia oportuna: cada arresto equivale a cuatro cuotas de multa o dos jornadas de trabajo.

Obsérvese el amplio poder discrecional que a los jueces se les otorga en el manejo de esta pena -una de las características más relevantes del nuevo Código- junto a la facultad de disposición que, en ciertos casos, se otorga al condenado, quien deberá ser oído en éste y en otros supuestos de que nos ocuparemos.

Hemos comprobado que muchos arrestos impuestos no se ejecutan como tales por haber operado la sustitución a que acabamos de aludir aunque, hay que volverlo a destacar ahora, son pocos, todavía, los casos de aplicación de trabajos en beneficio de la comunidad, y muchas más las sustituciones de arrestos por multas.

2.5. La suspensión de la Pena de Arresto de Fin de Semana.

Llegamos, con este breve epígrafe, al final de nuestro estudio sobre la configuración legal de la pena objeto de análisis. También aquí, encontramos otra vía de disminución del número de arrestados, si bien tenemos que adelantar que no disponemos de datos definitivos sobre el número de estas suspensiones, acordadas por los órganos sentenciadores.

Nos referimos al supuesto general de posibilidad de suspensión condicional de la pena (condena condicional) privativa de libertad inferior a dos años en presencia de determinados requisitos y sujeta a determinadas condiciones. Dado que el arresto de fin de semana es una pena privativa de libertad, en cualquier caso inferior a dos años, esta posibilidad existe si bien otro de los requisitos exigidos para la libertad condicional, que el condenado haya delinquido por primera vez, no suele darse, motivo por el cual no es frecuente su aplicación, puesto que la gran mayoría de las condenas de arresto que se vienen imponiendo recaen, como veremos, sobre delincuentes no primarios.

Una vez comentados los perfiles más característicos de la nueva pena, a tenor de su regulación en el Código Penal, pasemos ahora a desarrollar los aspectos de mayor interés que se prevén para su ejecución, deteniéndonos en aquellos que mayor incidencias están teniendo en la práctica diaria, según hemos podido conocer en nuestras investigaciones.

3. La ejecución de las Penas de Arresto de Fin de Semana.

Las previsiones del Código sobre la ejecución de estas penas son muy sucintas, remitiéndose, en lo demás, al desarrollo reglamentario correspondiente, al que dedicaremos este capítulo; antes, sin embargo, recordemos cuáles son dichas previsiones.

a) Su cumplimiento, salvo excepciones aconsejadas por las circunstancias, tendrá lugar durante los viernes, sábados o domingos (artículo 37.2 del Código Penal).

b) Tendrá lugar el arresto, con carácter general también, salvo lo que diremos a continuación, «en el establecimiento penitenciario más próximo al domicilio del arrestado» (artículo 37.2, párrafo primero del Código Penal).

c) Previo acuerdo del reo y oído el Ministerio Fiscal, el Juez o Tribunal podrá ordenar se cumpla durante otros días de la semana.

d) Asimismo, previo acuerdo del reo y oído el Ministerio Fiscal, se podrá ordenar el cumplimiento en depósitos municipales, «de no existir centro penitenciario en el partido judicial donde resida el penado» y «siempre que ello fuese posible» (artículo 37.2, párrafo segundo del Código Penal).

e) Finalmente, otra disposición legal sobre la ejecución alude al quebrantamiento de condena si el arrestado incurre en dos ausencias no justificadas. En este supuesto -como veremos, muy frecuente- el Juez podrá acordar que el arresto se ejecute ininterrumpidamente, es decir, que si se han impuesto siete arrestos, por ejemplo, el Juez puede, en castigo por el quebrantamiento, ordenar que los siete se acumulen para su cumplimiento de manera continuada en cualesquiera días de la semana o semanas.

Como puede observarse, previsiones legales mínimas para tan novedosa pena, cuyas demás circunstancias de ejecución debemos analizar acudiendo, para ello, a normas de rango reglamentario.

3.1. Desarrollo Reglamentario.

No debemos olvidar que nuestro estudio tiene como objetivo examinar la incidencia práctica que en los años 1997 y 1998, han tenido en Andalucía las dos penas que nos ocupan.

Por consiguiente, conforme a ese objetivo, nos detendremos únicamente en aquellos aspectos normativos que mayor incidencia están teniendo conforme a la información recibida.

Son tres los instrumentos normativos a considerar.

En primer lugar, el Real Decreto 690/1996, de 26 de Abril, por el que se establecen las circunstancias de ejecución de las penas de trabajo en beneficio de la comunidad y arresto de fin de semana. Dicho Real Decreto, entró en vigor el mismo día que el Código Penal, el 25 de Mayo de 1996.

También, de carácter reglamentario, aunque de inferior rango normativo, es la Circular 8/1996, de 12 de Junio, de la Dirección General de Instituciones Penitenciarias, exclusivamente centrada en los arrestos de fin de semana.

Finalmente, un tercer instrumento, éste de carácter interpretativo, llamará nuestra atención en este capítulo: se trata de la Consulta 1/1998, de 31 de Marzo, de la Fiscalía General del Estado, centrada sobre la ejecución continua del arresto del fin de semana.

Del Real Decreto citado, destacaremos su artículo 12, sobre determinación del lugar de cumplimiento, al que dedicaremos un apartado exclusivo a continuación, puesto que ha constituido uno de los núcleos de nuestro trabajo.

Común a todas las ejecuciones de arrestos, es el envío a los lugares de cumplimiento, por parte de los Juzgados o Tribunales Sentenciadores de los mandamientos de ejecución o cumplimiento. Es decir, el Juez que condenó, ordena el inicio de la ejecución a través de dicho mandamiento.

Luego, sigue determinando el Real Decreto, se elaborará el Plan de Ejecución, por parte del Director del Centro Penitenciario o encargado del Depósito Municipal. Una vez elaborado, se traslada al Juez de Vigilancia para su aprobación. Veremos luego las enormes dificultades con que pueden encontrarse los encargados de la ejecución a la hora de elaborar ese plan y los remedios prácticos a que se acude para salir del paso.

La siguiente previsión que nos interesa destacar es el Régimen concreto de cumplimiento, una vez superados los escollos burocráticos y la elaboración del Plan: el penado deberá estar recluido en celda individual y en régimen de aislamiento, es decir, con absoluta separación del resto de los detenidos, presos o penados que puedan hallarse en el mismo centro o depósito municipal y sin abandonar la celda, salvo para el periodo de paseo, a no ser que la sentencia le hubiese impuesto la participación en algún programa formativo, cultural, de educación sexual u otros, infrecuentes en la práctica.

También constituye una manifestación del aislamiento que se pretende, la prohibición de visitas, comunicación o paquetes, con carácter general.

En todo lo no regulado, señala el Real Decreto como supletoria la Ley Orgánica General Penitenciaria y su Reglamento, previsión ya establecida en el Código Penal.

Esos son los aspectos que nos parecen de mayor interés destacar, de la norma citada, a los efectos de este Informe; veamos ahora lo que añade o matiza la Circular 8/1996, sobre los mismos extremos.

Como antes indicamos, en un apartado posterior estudiaremos con mayor detenimiento la regulación sobre los lugares de cumplimiento. Sobre esta cuestión, la Circular que nos ocupa, ofrece un Anexo con la oferta de plazas para cumplimiento existente en ese momento -Junio de 1996- en los Centros Penitenciarios andaluces. Dejemos señalado aquí su número: un total de 140 plazas, la gran mayoría para hombres.

En lo que atañe a la preparación de la ejecución en sentido estricto, la Circular establece un procedimiento detallado de elaboración del Plan de Ejecución, del que destacaríamos la entrevista con los arrestados, a desarrollar por los servicios sociales penitenciarios, con objeto de indagar las obligaciones laborales, formativas o familiares del condenado, que servirán de pauta para modular adecuadamente el programa o plan de ejecución.

También se ocupa, la Circular, de extender el procedimiento que establece a los arrestos que deban cumplirse en dependencias municipales, al menos, en cuanto a servir de pauta de asesoramiento para los encargados de los depósitos.

Respecto del régimen de cumplimiento, la Circular adopta un criterio de dudoso respeto a la jerarquía normativa en cuanto al uso individual de la celda, puesto que, si bien declara que el arrestado será destinado a una celda individual (principio absoluto que sienta el Real Decreto antes citado), señala a continuación excepciones a dicho principio, acogiéndose al artículo 13.1 del Reglamento Penitenciario, que permite uso compartido, a petición del interno, cuando las dimensiones y condiciones de la celda lo permitan, preservando la intimidad. Como veremos, amparándose en este apartado de la Circular, algunos Centros, con pocas e inadecuadas plazas, favorecen el uso compartido de celdas.

En cuanto al periodo de paseo, lo establece la Circular en un mínimo de dos horas, saliendo al paso, a continuación, de la penuria de medios existente, al afirmar que, si no dispone de patio el Departamento, el paseo «se realizará en las salas de estar u otras dependencias habilitadas al efecto», sin que podamos comprender bien cómo puede pasearse por una sala de estar, o cuales sean esas otras dependencias de esparcimiento a que alude la norma.

Finalmente, cabe citar en este apartado el importante documento interpretativo en que consiste la Consulta 1/1998, de 31 de Marzo, de la Fiscalía General del Estado, cuya naturaleza no pasa de ser la de meras orientaciones prácticas para los fiscales. Recordemos que la Consulta se centra, casi exclusivamente, en los supuestos de ejecución continua de los arrestos; sin embargo, ello no le impide abordar otras cuestiones con matizada sutileza, en gran parte favorecida por los casi dos años de experiencia en esta materia al tiempo de su elaboración, al contrario de lo ocurrido con el Real Decreto y la Circular comentadas, cuyos muchos vacíos e imprecisiones obedecen, sin duda, a la necesidad de dictar unas primeras normas que permitiesen iniciar el proceso de ejecución de los arrestos.

Como nuestro estudio, volvemos a insistir, no es un trabajo teórico sobre la pena de arresto, no vamos a profundizar en los contenidos interpretativos de la Consulta. Sin embargo, como certero diagnóstico de lo que hasta ahora ha dado de sí el proceso de ejecución que nos ocupa, de sus múltiples problemas y de la sorprendente casuística que ha surgido en torno al mismo, nos parece conveniente recoger los siguientes párrafos de la misma, antes de proseguir analizando la específica cuestión de los lugares de cumplimiento.

«La pena de arresto de fines de semana, por su propia novedad, genera en su aplicación numerosas dudas, cuando no perplejidades, dada la multiplicidad de situaciones que la vida real proporciona y que, en principio, no aparecen previstas ni resueltas en la norma.

Particularmente perturbadora es la situación del reo con apretado historial delictivo para el que la pena o penas de arresto de fines de semana no son sino un añadido que se suma en su expediente penitenciario a otras múltiples condenas a pena de prisión o a arrestos sustitutorios por impago de multa de ejecución continua, pues la obligada concurrencia de todas ellas hace necesario plantear sus recíprocas relaciones y la misma razón de ser de la pena que nos ocupa.

Se añade a ello el dato de que con relativa frecuencia se producen resoluciones judiciales dispares que invocan indiscriminadamente criterios de conveniencia o utilidad de dudoso encuadre en el sistema normativo. Y que la carencia de infraestructura material para ejecutar los arrestos de un modo ajustados a su regulación añade a los problemas metodológicos de interpretación de la norma, los no menos acuciantes de la imposibilidad material de su cumplimiento».

Aquí ya aparece un buen reflejo de la realidad experimentada y comentarios a la presencia perturbadora de abundantes arrestados que son delincuentes habituales, junto a la constatación de una inadecuada infraestructura material que permita la ejecución de la pena sin menoscabo de la dignidad de los arrestados o de las mismas previsiones normativas. 

3.2. Los lugares de cumplimiento.

No se trata, por ahora, de examinar las condiciones concretas y los requisitos que deben reunir los locales destinados a la ejecución de los arrestos. Esto es algo que haremos en los dos capítulos siguientes con motivo de analizar las respuestas recibidas de los Centros Penitenciarios andaluces y de los Municipios obligados a prestar el servicio de depósito de detenidos.

Ahora, solamente vamos a recordar las previsiones que el ordenamiento jurídico dispone al efecto que, en definitiva, definen tres posibilidades distintas en cuanto a posibles lugares de cumplimiento.

La lectura conjunta de los artículos 37.2 del Código Penal y 12.1 del Real Decreto regulador no permite obtener conclusiones tajantes sobre las preferencias del legislador en cuanto a centros de cumplimiento. Mientras que el Código parece sentar las bases del cumplimiento en establecimientos penitenciarios, siempre que esté próximo al domicilio del arrestado, dejando el cumplimiento en depósito como opción secundaria y excepcional, el Real Decreto, regulador de las circunstancias de ejecución, parece equiparar ambas posibilidades al determinar que «la pena de arresto de fin de semana se cumplirá en el centro penitenciario más próximo al domicilio del arrestado o en el depósito municipal de detenidos en caso de que no exista centro penitenciario en el partido judicial donde resida el penado y el Juez o Tribunal así lo acordara en aplicación de los dispuesto en el artículo 37.2 del Código Penal.»

En cualquier caso, el criterio de la proximidad al domicilio del arrestado parece determinante para que el Juez o Tribunal decida el lugar de cumplimiento. Junto a la proximidad, otra referencia para la toma de decisión será la posibilidad real de cumplimiento, puesto que si no existe depósito municipal o éste no reuniese las condiciones adecuadas, no será posible la ejecución en ellos. Desde luego, si fuese posible el cumplimiento en Depósito será necesario el previo acuerdo del condenado y la audiencia del Ministerio Fiscal, condiciones ambas que no son necesarias para el cumplimiento en centros penitenciarios.

En el plano teórico, la cuestión se complica con la referencia que el artículo 163 del Reglamento Penitenciario hace de los Centros de Inserción Social como lugares de cumplimiento de pena de arresto de fin de semana. Decimos en el plano teórico porque en la práctica, de dichos centros no existe ninguno, todavía, en Andalucía, como veremos en su momento.

Los Centros de Inserción Social son establecimientos penitenciarios de régimen abierto, es decir, para cumplimiento de penas privativas de libertad de presos en tercer grado. Tienen, también, otras funciones, como la ya citada que ahora nos ocupa y, por ello, tras la aparición de este modelo de centro penitenciario en el nuevo Reglamento -el artículo 163-, el Real Decreto regulador de la ejecución de los arrestos en su artículo 12.1, señala que «en caso de existir varios centros penitenciarios será preferente el cumplimiento en el Centro de Inserción Social más próximo a su domicilio».

Resumiendo, en teoría la pena que nos ocupa puede cumplirse, según circunstancias, posibilidades, opinión del condenado y potestad judicial, bien en Centros Penitenciarios, bien en Depósitos Municipales. Una vez existan en Andalucía Centros de Inserción Social (hablaremos de ellos más extensamente en otro lugar de este Informe) también será posible cumplir en ellos esta pena.

Más que seguir profundizando en esta cuestión, acerca de las prioridades u orden de prelación que el legislador quiso establecer sobre lugares de cumplimiento -y que tan mal expresó en textos confusos-, mejor será iniciar nuestro acercamiento a la realidad andaluza, comenzando por explicar cuáles fueron nuestras fuentes de información y los métodos utilizados para obtener las mismas.

3.3. Acercamiento a la realidad: fuentes de información y metodología utilizada.

Con objeto de conocer la experiencia habida en Andalucía, en los dos años a que se contrae nuestro Informe, acerca de las ejecuciones de sentencias con penas de Arrestos de Fin se Semana y, al mismo tiempo, la actual situación de los Depósitos Municipales de Detenidos, a los cuatro años de realizado nuestro informe especial sobre los mismos, iniciamos investigaciones ante diversos organismos e Instituciones, promoviendo al efecto la queja de oficio 98/3720, el 5 de Noviembre de dicho año.

Por su íntima conexión con ambos objetivos, especialmente con el primero de ellos, nuestro trabajo debía extenderse a la investigación y exposición del nivel de implantación y desarrollo que haya tenido, también en los últimos dos años, la nueva pena sustitutiva creada por el vigente Código Penal: los Trabajos en Beneficio de la Comunidad; pena en cuyo desarrollo juegan un papel esencial los Municipios, especialmente aquellos que sean cabecera de partido judicial.

Se trataba, por consiguiente, de centrar nuestras actuaciones principalmente ante dos tipos de administraciones: la Administración Local, representada aquí por el conjunto de Ayuntamientos sobre los que pesa la obligación de gestionar los Depósitos, y la Administración Central, Ministerio del Interior, que gestiona la materia penitenciaria. También fue necesario, como veremos, actuar ante la Administración Autonómica y otras instancias, pero en ambos casos, con menor intensidad.

Con esos objetivos iniciamos contactos con los Directores de los Centros Penitenciarios andaluces, en los que se cumplen arrestos, no en todos, con los que concretamos entrevistas para, en el curso de las mismas, conocer directamente los módulos e instalaciones utilizadas al efecto. Concretamente llevamos a cabo visitas a los centros de Huelva, Sevilla, Puerto II, Jerez de la Frontera, Córdoba, Málaga -antigua cárcel provincial-, Alhaurín de la Torre, Granada, Almería y Jaén.

También hemos sostenido diversos contactos con la Dirección General de Instituciones Penitenciarias sobre el desarrollo de la Instrucción 11/96, dictada el 25 de Junio de 1996, para aclarar diversos aspectos de los Trabajos en Beneficio de la Comunidad, tratando de establecer unas normas provisionales al respecto hasta tanto se adopte una ordenación completa de la aplicación de esta pena, y sobre el desarrollo que haya tenido hasta ahora el Programa de Construcción de los Centros de Inserción Social, en los que, como hemos indicado, también se cumplirán los Arrestos de Fin de Semana.

A los Centros Penitenciarios afectados, les remitimos en su día un cuestionario con tres bloques temáticos diferenciados, cuyo texto fue el siguiente:

“CUESTIONARIO A CUMPLIMENTAR POR LOS CENTROS PENITENCIARIOS ANDALUCES SOBRE EJECUCIÓN DE PENAS DE ARRESTO DE FIN DE SEMANA Y TRABAJOS EN BENEFICIO DE LA COMUNIDAD

1.- Datos sobre cumplimiento de Arrestos de Fin de Semana en los años 1997 y 1998.

A) Número total de arrestados en cada año, distinguiendo entre hombres y mujeres.

B) Número de fines de semana cumplidos por cada uno.

C) Mandamientos judiciales de ejecución recibidos: deben indicar su número en cada año, poniendo de manifiesto los delitos o faltas por los que fueron condenados, así como la pena impuesta (número de arrestos).

D) Señalar cuántos planes de ejecución han sido aprobados por el Juez de Vigilancia Penitenciaria a propuesta de ese Centro.

E) Principales vicisitudes e incidencias ocurridas en estos dos años en cuanto a la ejecución de estas penas.

2.- Datos sobre los espacios dedicados a cumplimiento de arrestos de fin de semana.

A) Ubicación dentro del Centro Penitenciario: señalar si se trata de la Sección Abierta; de un módulo específico; de cualquier otro espacio habilitado; etc. Descripción general de la zona.

B) Descripción de las celdas y número de ellas.

C) Adecuación de las celdas y demás espacios a las prescripciones del R.D. 690/1996, de 26 de Abril, sobre circunstancias de ejecución de estas penas. Especialmente:

C.1) Posibilidad de cumplimiento en celdas de riguroso uso exclusivo por un solo interno.

C.2) En régimen de aislamiento y absoluta separación de los demás presos o penados.

C.3) Existencia de patio para períodos de paseo.

C.4) Posibilidad de disponer de radio o TV.

C.5) Posibilidad de acceso a Economato, Cafetería y Biblioteca.

3.- Datos sobre intervenciones del centro en cumplimientos de penas de trabajo en beneficio de la comunidad, durante 1997 y 1998.

A) Resoluciones judiciales recibidas sobre aplicación de estas penas a casos concretos: nos sería de gran utilidad nos proporcionasen alguna de ellas.

B) Intervenciones habidas, en estos dos años, por parte de los Servicios Sociales Penitenciarios conforme al R.D. 690/1996, de 26 de Abril y la Instrucción 11/96 TP, de 17 de Junio, sobre este tipo de penas.

C) Informes finales de liquidación de condenas emitidos por ese Centro, conforme a la normativa antes reseñada. Del mayor interés para este estudio es el conocimiento de las principales incidencias que se hayan podido producir”.

En definitiva, no sólo debíamos conocer cuántas penas de arrestos se están cumpliendo -o se hayan cumplido en el periodo de tiempo que consideramos- en el conjunto de los establecimientos penitenciarios andaluces y en cada uno de ellos, sino cómo se están cumpliendo, es decir, en qué condiciones y circunstancias se encuentran los presos sometidos a dicha pena; cómo se les trata; si disponen o no de los servicios esenciales que configuran un trato digno; si se les respeta el aislamiento previsto en la norma y qué tipo de problemas están planteándose en diversas direcciones.

En cuanto a los Ayuntamientos afectados -capitales de partido judicial en los que no existan Centros Penitenciarios, conforme a la Disposición Adicional Quinta de la Ley de Bases de Régimen Local, Ley 7/1985, de 2 de Abril-, y con independencia de realizar, también, algunas visitas para conocer las instalaciones de los nuevos Depósitos y de los que fueron objeto de obras que afectasen de forma sustancial a su infraestructura, les enviamos, también, un cuestionario con ocho bloques temáticos dedicados tanto a la función ordinaria de los Depósitos, como a la relativa a los Arrestos de Fin de Semana y un último bloque sobre Trabajos en Beneficio de la Comunidad. Su contenido completo fue el siguiente:

“CUESTIONARIO A CUMPLIMENTAR POR LOS AYUNTAMIENTOS QUE SEAN CAPITALES DE PARTIDO JUDICIAL, SOBRE DEPÓSITOS MUNICIPALES DE DETENIDOS, EJECUCIÓN DE PENAS DE ARRESTO DE FIN DE SEMANA Y TRABAJOS EN BENEFICIO DE LA COMUNIDAD

1.- Datos sobre detenidos 1997 y 1998.

Deberá contener:

A) Detenidos en cada mes.

B) Distinguir entre hombres y mujeres.

C) Señalar cuántos de ellos son extranjeros, en cada año.

D) Tiempo medio de estancia (para nuestro cómputo la primera noche de pernocta equivale a dos estancias).

E) Estancias más prolongadas: exponer los motivos.

2.- Situación Jurídica de los ingresados, distinguiendo cuántos han habido de los siguientes tipos:

A) Detenidos que ingresan a disposición judicial (detenidos policiales y requisitoriados).

B) Detenidos que ingresan tras pasar por el Juzgado y pendientes de su ingreso en prisión o de la realización de alguna diligencia judicial.

C) Arrestados de fin de semana.

3.- Datos concretos sobre los arrestados de fin de semana. Años 1997 y 1998:

A) Cuántos Mandamientos Judiciales de Ejecución han recibido. Deben indicarnos los delitos o faltas por los que fueron condenados: pueden enviarnos copia de los mismos.

B) Cuántos Planes de Ejecución han sido aprobados por el Juez de Vigilancia, a propuesta de ese Ayuntamiento.

C) Cuántos arrestados han cumplido pena y por cuántos fines de semana.

D) Principales vicisitudes e incidencias ocurridas en estos dos años en cuanto a la ejecución de esta pena: envíennos copia de los informes que las recojan.

4.- Subvenciones recibidas del Ministerio del Interior en los años 1997 y 1998 en concepto de liquidación de estancias. Expresar el número de estancias y cuantías totales:

A) Ya percibidas.

B) Pendientes de percibir.

5.- Subvenciones recibidas de la Junta de Andalucía en los años 1995 a 1998, ambos inclusive, para mejoras en las instalaciones del Depósito de Detenidos:

A) Ya percibidas.

B) Pendientes de percibir.

6.- Mejoras efectuadas en el Depósito en los años 1996, 1997 y 1998, que afecten a la estructura del mismo, es decir, que no consistan en inversiones de mera conservación:

A) Nuevo Depósito: incluir plano descriptivo del mismo y Memoria.

B) Otras mejoras sustanciales: describir las obras efectuadas distinguiendo las que afectan a estructura de las celdas, ampliación de su número, patio, locutorio, otras dependencias, instalaciones de seguridad, vigilancia, elementos contra incendios, y otras.

C) Cuantificación de la inversión efectuada y procedencia de los fondos.

D) Mejoras que se prevean realizar en 1999.

7.- Adecuación del Depósito al R.D. 690/1996, de 26 de Abril, que establece las circunstancias de ejecución de las penas de arresto de fin de semana. Especialmente:

A) Posibilidad de cumplimiento en celdas de riguroso uso exclusivo por un solo interno.

B) En régimen de aislamiento y absoluta separación del resto de los detenidos, presos o penados que puedan hallarse en el mismo Depósito.

C) Existencia de patio para períodos de paseo.

D) Posibilidad de disponer de radio o TV.

E) Existencia o posibilidad de existencia de alguna habitación que sirva de locutorio o sala de visitas.

8.- Incidencias ocurridas en los años 1996, 1997 y 1998.

A) Suicidios o tentativas.

B) Incendios producidos.

C) Autolesiones. Descripción.

D) Fugas y agresiones a vigilantes.

9.- Datos sobre aplicación en el Municipio de la pena de trabajos en beneficio de la comunidad, en los años 1997 y 1998.

A) Debe indicarnos si ese Ayuntamiento se ha adherido al Convenio firmado en su día por el Ministerio del Interior y la Federación Española de Municipios y Provincias (FEMP) para la aplicación de esta pena. En caso afirmativo, deben informarnos sobre las plazas de trabajo afectadas.

B) En caso afirmativo, indíquenos si ya se ha aplicado en el Municipio e incidencias producidas”.

Con aquellos Municipios que, siendo cabecera de partido judicial, cuentan con algún Centro Penitenciario en su demarcación -capitales de provincia más los de Algeciras, Jerez de la Frontera y Torremolinos (en su demarcación judicial se ubica el Centro Penitenciario de Alhaurín de la Torre)- nos pusimos, también, en contacto para solicitar, en su caso, información sobre la aplicación en sus respectivos Municipios de la pena de Trabajo en Beneficio de la Comunidad, requiriendo su respuesta a las dos cuestiones incluidas en el bloque 9 antes reseñado, referentes al Convenio de Colaboración y a su posible aplicación e incidencias en sus respectivos Municipios.

Como apuntábamos antes, también hemos contactado para la realización de nuestro estudio con otros organismos e Instituciones, pudiendo citar entre los más importantes los Jueces de Vigilancia Penitenciaria andaluces, con quienes nos hemos entrevistado para conocer de primera mano las principales incidencias que se presentan en la ejecución de los arrestos y las soluciones que se van imponiendo en cada caso. Dichas entrevistas han servido, además, para intercambiar experiencias e impresiones sobre los Centros Penitenciarios andaluces que, como es sabido, constituyen el núcleo de actuación de estos jueces.

También hemos llevado a cabo contactos con las Federaciones Española y Andaluza, de Municipios y Provincias para conocer sus puntos de vista sobre la participación de las entidades locales en estas tareas penitenciarias.

Finalmente, hemos contado con la colaboración de la Consejería de Gobernación y Justicia, que nos ha proporcionado información sobre las subvenciones concedidas a algunos Ayuntamientos para mejoras o nuevas instalaciones en sus depósitos. Más adelante, comentaremos éste y otros aspectos de los contactos mantenidos.

Una vez sentadas las bases de la regulación existente sobre los Arrestos de Fin de Semana y las previsiones de mayor interés acerca de su ejecución, veamos, en los dos capítulos siguientes, cómo se ha desarrollado ésta, en primer lugar, en los Centros Penitenciarios andaluces -donde se han cumplido hasta ahora la mayoría de los arrestos- y, en segundo lugar, en algunos de los Depósitos Municipales existentes.

4. Cumplimiento de Arrestos de Fin de Semana en los Centros Penitenciarios Andaluces.

La estructura penitenciaria andaluza fue objeto de estudio por nuestra parte con motivo del Informe Especial al Parlamento de Andalucía, titulado “Colaboración entre la Junta de Andalucía y la Administración Central en Materia Penitenciaria”, elaborado y publicado en 1998. En su capítulo tercero, estudiábamos la configuración de los establecimientos penitenciarios conforme a su normativa reguladora y publicábamos varios cuadros sinópticos que �recogían numerosos datos sobre ubicación, características particulares de cada centro, fecha de entrada en funcionamiento, datos de población penitenciaria, dotaciones de personal especializado, actividades diversas y otros datos de interés.

De entre esos cuadros hay tres que conviene reproducir aquí con ligeras variaciones sobre aquéllos, al tiempo que comentaremos algunos aspectos actualizados.

4.1. Datos Generales sobre los Centros Penitenciarios Andaluces.

ESTABLECIMIENTOS PENITENCIARIOS ANDALUCES: LOCALIZACIÓN

CUADRO Nº � SEC CUADRO_Nº \* ARÁBIGO �1�

PROVINCIA�DENOMINACIÓN�TÉRMINO MUNICIPAL�UBICACIÓN��ALMERÍA�C.P. DE ALMERÍA�ALMERÍA�RURAL���C.P. DE ALGECIRAS�ALGECIRAS�URBANA��CÁDIZ�C.P. DE JEREZ DE LA FRONTERA�JEREZ DE LA FRONTERA�URBANA���C.P. PUERTO I�EL PUERTO DE SANTA MARÍA�RURAL���C.P. PUERTO II�EL PUERTO DE SANTA MARÍA�RURAL��CÓRDOBA�C.P. DE CÓRDOBA�CÓRDOBA�URBANA��GRANADA�C.P. DE GRANADA�ALBOLOTE�RURAL��HUELVA�C.P. DE HUELVA�SAN JUAN DEL PUERTO�RURAL��JAÉN�C.P. DE JAÉN�JAÉN�RURAL��MÁLAGA�C.P. DE MÁLAGA�ALHAURÍN DE LA TORRE�RURAL���C.P. DE MUJERES ALCALÁ DE GUADAIRA�ALCALÁ DE GUADAIRA�RURAL��SEVILLA�HOSPITAL PSIQUIÁTRICO PENITENCIARIO�SEVILLA�RURAL���C.P. DE SEVILLA�SEVILLA�RURAL��Además de los 13 Centros indicados existe, todavía, alguna actividad en algunas antiguas cárceles provinciales hasta tanto se produzca su definitiva clausura. Entre ellas destacaríamos la cárcel vieja de Málaga donde sigue muy activa la Sección Abierta y donde, como veremos, funciona el viejo celular como lugar de cumplimiento de arrestos.

Obsérvese cómo todos los centros tienen ya ubicación rural, más o menos alejados de los núcleos de población, salvo tres de ellos, Algeciras, Jerez de la Frontera y Córdoba, que pronto serán sustituidos por dos nuevos Centros prototipo similares a los que ya funcionan en Huelva y Granada. Algeciras y Jerez serán amortizados y su población penitenciaria reubicada en el nuevo centro de Algeciras, mientras que la vieja cárcel de Córdoba se cerrará una vez funcione el nuevo centro en esa capital.

En ambos casos la previsión de entrada en funcionamiento se sitúa hacia Mayo-Junio del año dos mil, una vez acabadas las obras (muy avanzadas al redactar este Informe), dotadas de mobiliario y enseres de todo tipo las nuevas instalaciones y cubiertas las nuevas plantillas de personal, más amplias, lógicamente, que las de los viejos Centros que vienen a sustituir.

ESTABLECIMIENTOS PENITENCIARIOS ANDALUCES: CLASES Y ENTRADA EN FUNCIONAMIENTO

CUADRO Nº � SEC CUADRO_Nº \* ARÁBIGO �2�

CENTRO�CLASE�OTRAS CARACTERÍSTICAS�ENTRADA EN FUNCIONAMIENTO��C.P. DE ALMERÍA�Cumplimiento�Numerosos extranjeros�1986��C.P. DE ALGECIRAS�Preventivos�Futuro traslado a Centro-Prototipo�1958��C.P. DE JEREZ DE LA FRONTERA�Cumplimiento�Sólo hombres, mayores de 25 años.

A extinguir�1960��C.P. PUERTO I�Cumplimiento�Régimen cerrado: hombres�1981��C.P. PUERTO II�Preventivos�Numerosos extranjeros�1984��C.P. DE CÓRDOBA�Cumplimiento�Futuro traslado a Centro-Prototipo�1940��C.P. DE GRANADA�Cumplimiento�Centro-Prototipo�1997��C.P. DE HUELVA�Cumplimiento�Centro-Prototipo�1996��C.P. DE JAÉN�Cumplimiento�Pocos preventivos�1991��C.P. DE MÁLAGA�Cumplimiento�Numerosos preventivos.

Muchos extranjeros�1992��C.P. DE MUJERES 

ALCALÁ DE GUADAIRA�Cumplimiento�Sólo mujeres:

Unidad de madres�1992��HOSPITAL PSIQUIÁTRICO PENITENCIARIO�Especial�Psiquiátrico: hombres�1990��C.P. DE SEVILLA�Cumplimiento�Muchas mujeres.�1989��Sobre este cuadro precedente destacaríamos el siguiente hecho: la mayoría responde en la actualidad al concepto de Establecimiento Polivalente, según se define en el Reglamento Penitenciario, puesto que atienden diversos y complejos fines, tales como acoger preventivos y penados; mujeres y hombres en módulos separados; jóvenes y adultos y regímenes ordinario, abierto o cerrado. No obstante, algunos de ellos responden a tipos y características muy definidas.

Así, por ejemplo, el Psiquiátrico Penitenciario es un centro Especial de tipo hospitalario en el que prevalece lo asistencial sobre lo penitenciario.

El Centro de Alcalá de Guadaira (Sevilla) acoge sólo mujeres, a pesar de lo cual no es el establecimiento con más mujeres internas, puesto que este lugar lo ocupa el de Sevilla, cuyo módulo de mujeres es el de mayor ocupación de toda Andalucía. En sentido contrario, sólo hay hombres en Jerez de la Frontera y Puerto I.

Los centros de Algeciras y Puerto II, están conceptuados como de preventivos, lo que no quiere decir que no acojan penados o que en los demás no existan, también, preventivos. Como veremos, éstos son muy numerosos en el de Málaga.

Destacaríamos, también, la numerosa presencia de extranjeros presos en los de Almería (con prevalencia de magrebíes); Puerto II (también muchos africanos) y Málaga (en el que se encuentran muchos europeos, comunitarios o no).

Hay que señalar, también, que el Centro conocido como Puerto I es un Centro de cumplimiento, pero de régimen cerrado, único de los existentes en España que, por consiguiente, acoge internos de las más diversas procedencias y en el que, por su especial configuración, no se cumplen arrestos de fin de semana.

Finalmente, insistir en la característica de centro prototipo que pronto tendrán -o ya tienen- cuatro de ellos, de los cuales dos están en avanzado estado constructivo, como antes hemos comentado.

En definitiva, de los trece centros existentes, sólo en diez de ellos se cumplen arrestos, pues al ya citado de Puerto I hay que unir el de Algeciras y el Hospital Psiquiátrico.

Estas notas generales sobre la estructura penitenciaria andaluza quedarían muy incompletas sin hacer mención el aspecto de mayor trascendencia: la población penitenciaria. Sobre ella hay que comentar, entre otros aspectos, que no deja de aumentar, pudiéndose situar, como cifra aproximada, en los diez mil internos al finalizar 1999. Los datos que se recogen en el siguiente cuadro, corresponden a los meses de enero y febrero de 1998, en que se recogió la muestra.

Las variaciones más significativas hay que situarlas, en la actualidad, en el número de internos que cada Centro acoge, produciéndose alzas casi generalizadas, si bien las más acentuadas se aprecian en Huelva, en torno a los mil quinientos internos, y Granada que se aproxima a esa cifra.

En cuanto a la cifra de internos que se ofrece en el cuadro que sigue -9.155-, la Revista de Documentación del Ministerio del Interior, en su número 20, correspondiente a Febrero de 1999, la sitúa, para toda Andalucía, a finales de 1998, en 9.745 internos. En el cuadro que ofrece dicha publicación desglosado por Centros, aparece también un significativo aumento porcentual en el Centro de Régimen Cerrado de Puerto I, que albergaba ya a 257 internos.

�ESTABLECIMIENTOS PENITENCIARIOS ANDALUCES: POBLACIÓN PENITENCIARIA

CUADRO Nº � SEC CUADRO_Nº \* ARÁBIGO �3�

CENTRO�TOTAL INTERNOS�HOMBRES�MUJERES�JÓVENES�EXTRANJ.�PREVNT.�PENADOS �1º�2º�3º�SC(1)��C.P. DE ALMERÍA�965�916�49�39�212�339�626�55�444�23�58��C.P. DE ALGECIRAS�245�217�28�0�52�150�95�1�34�34�26��C.P. DE JEREZ DE LA FRONTERA�275�275�0�5�6�56�219�1�138�51�10��C.P. PUERTO I�204�204�0�3�31�14�190�190�0�0�0��C.P. PUERTO II�884�740�44�88�194�492�392�17�237�63�75��C.P. DE CÓRDOBA�512�490�22�3�8�80�432�5�292�55�35��C.P. DE GRANADA�933�870�63�36�65�403�530�4�358�37�131��C.P. DE HUELVA�1244�1128�116�21�47�174�1069�8�950�61�50��C.P. DE JAÉN�642�592�50�12�38�105�537�12�400�52�60��C.P. DE MÁLAGA�1510�1412�98�40�310�689�821�11�429�129�252��C.P. DE MUJERES ALCALÁ DE GUADAIRA�184�0�184�2�7�10�174�0�142�19�13��HOSPITAL PSIQUIÁTRICO PENITENCIARIO�121�121�0�2�3�10�3������C.P. DE SEVILLA�1436�1222�214�76�79�577�859�8�631�162�35��TOTALES�9155�8187�868�327�1052�3099�5947�312�4055�686�745��(1) SC: Sin clasificar.�Las ligeras diferencias que se aprecian entre el número de penados y los grupos de clasificación, obedecen a la existencia de penados que son, al mismo tiempo, preventivos y, también, a la presencia de algunos arrestados de fin de semana.

La importante cifra de jóvenes que aparece en Puerto II se explica porque dicho centro incluye en ese apartado tanto a menores de veintiún años como a menores de veintitrés años, lo que hace aumentar la cifra.

Señalar también, la inexistencia de grupos de clasificación en el Hospital Psiquiátrico Penitenciario, puesto que los internos allí acogidos pertenecen a la mayoritaria categoría de eximidos de pena -o sea, no penados- dada su situación de enfermos mentales.

Como hemos comentado, y se indica en el propio cuadro, los datos no están actualizados, pero son muy significativos, todavía hoy, sobre la distribución y clasificación de la población penitenciaria andaluza. Cuando los nuevos centros sean una realidad, será momento de reelaborarlos, una vez la población penitenciaria andaluza se encuentre mejor redistribuida.

4.2. Otros Establecimientos y Unidades que completan la red penitenciaria: Unidades de Custodia Hospitalaria y Centros de Inserción Social.

Aunque los trece establecimientos comentados constituyen la parte fundamental de la estructura penitenciaria andaluza, no está de más referirnos brevemente a otros dos tipos de Centros que guardan íntima conexión con la misma. Uno de ellos, aun no siendo un establecimiento penitenciario en sentido estricto, sino una Unidad Hospitalaria para atención sanitaria de los presos que requieran hospitalización.

En Andalucía, la cuestión de las zonas hospitalarias reservadas a los presos, no ha sido un tema pacífico, pues, durante años, Junta de Andalucía y Ministerio no se han puesto de acuerdo, al menos en la práctica, sobre cuál debería ser el modelo adecuado, si la existencia efectiva de estas zonas de reserva en determinados hospitales del Servicio Andaluz de Salud o, por el contrario, debería primar la atención sanitaria de los presos en plantas y habitaciones ordinarias, cuando aquéllos necesitasen hospitalización.

Hace poco tiempo, diversos acuerdos obtenidos en negociaciones de ambas partes, cristalizaron en la aprobación de un Programa de creación de Unidades de Acceso Restringido en hospitales públicos -Consejo de Ministros, de 30 de Abril de 1998- que, para Andalucía, previó la construcción de unidades de este tipo en todas las capitales andaluzas, con diferente capacidad en función de la demanda de cada centro penitenciario. Concretamente, la capacidad prevista para cada una de las Unidades de Custodia, es la siguiente: Huelva, Sevilla, Córdoba y Málaga, 14 plazas cada una; Granada, Almería y Jaén, 10 plazas cada una; y Cádiz, en Puerto Real, 24 plazas. Para cuando se publique este Informe, la mayoría de las Unidades previstas ya estarán en funcionamiento -hacia finalizar el año mil novecientos noventa y nueve- con la excepción de una segunda en la provincia de Cádiz, que deberá estar ubicada en Algeciras, dada la próxima apertura, allí, del nuevo Centro ya comentado.

En el caso de los arrestados de fin de semana que necesitasen asistencia sanitaria hospitalaria, el uso de estas Unidades es, cuando menos, dudoso, puesto que el aislamiento de éstos en relación con los demás internos hospitalizados, debe mantenerse conforme a la normativa reguladora de esta pena.

Respecto de los Centros de Inserción Social (CIS), ya hemos aludido a ellos al ocuparnos de la triple posibilidad de lugares de cumplimiento de los arrestos de fin de semana. Recordemos que esta clase de establecimiento penitenciario se contempla, por primera vez, en el Reglamento Penitenciario de 1995, artículo 80.1, que los conceptúa como establecimientos para internos clasificados en tercer grado, equiparados a los Centros Abiertos. Es decir, son establecimientos de régimen abierto.

Sin embargo, los artículos 163 y 164 del propio Reglamento, les atribuyen, además, otras funciones, como la de constituir Centros de Cumplimiento de los Arrestos de Fin de Semana, «así como el seguimiento de cuantas penas no privativas de libertad se establezcan en la legislación penal y cuya ejecución se atribuya a los servicios correspondientes del Ministerio del Interior u órgano autonómico competente. También se dedicarán al seguimiento de los liberados condicionales que tengan adscritos» (artículo 163.1 RP)

Como fácilmente puede deducirse de la multiplicidad de funciones que se les asigna, los CIS serán establecimientos penitenciarios llamados a desempeñar un importantísimo protagonismo en un futuro próximo por la creciente importancia que deben tener, conforme a los principios inspiradores del nuevo Código Penal, las penas de arresto, los regímenes abiertos, las penas no privativas de libertad y las tareas rehabilitadoras y de inserción social propios de los internos afectados por las mismas y en proceso de libertad condicional.

Por ello, y porque el funcionamiento de estos centros se basa en el principio de confianza en el interno y en la aceptación voluntaria por éste de los programas específicos de tratamiento que en ellos se sigan, hacen que para los CIS se disponga (artículo 164.4 RP) de un funcionamiento específico dentro del sistema penitenciario, que requerirá, también, normativa específica que, todavía, no ha visto la luz.

Pues bien, a pesar de esa importancia conceptual y funcional, todavía no funciona más que un Centro de este tipo en toda España, el “Victoria Kent” de Madrid, a pesar de que en el ya citado Consejo de Ministros, de 30 de Abril de 1998, se aprobó la construcción de 24 de ellos.

Para Andalucía, las previsiones pasan por la construcción y funcionamiento de 7 CIS, situados en las provincias de Cádiz (uno en Cádiz y el otro en Jerez de la Frontera), Córdoba, Granada, Huelva, Málaga y Sevilla. No está prevista la construcción de ninguno, por ahora, en las provincias de Almería y Jaén.

En cuanto a las plazas de que cada uno dispondrá, serán las siguientes:

Málaga	100 plazas

Sevilla	75   "

Granada	50   "

Córdoba	50   "

Cádiz	50   "

Jerez de la Frontera	30   "

Huelva	30   "

Total de Plazas	385

Todavía, se encuentran todos en fase de redacción de proyecto arquitectónico y localización de posibles emplazamientos y adquisición de terrenos idóneos, si bien se maneja en la Dirección General de Instituciones Penitenciarias la hipótesis de posible funcionamiento de la mayoría a lo largo del año 2002.

Como veremos en sucesivos epígrafes, la continuidad de los CIS en el terreno de la programación no efectiva, sume a la ejecución de las Penas de Arresto de Fin de Semana en una gran confusión por la, a todas luces, inadecuada infraestructura actual para dicho fin, ya nos refiramos a las cárceles andaluzas, ya pensemos en los Depósitos Municipales de Detenidos.

4.3. Módulos Penitenciarios de Cumplimiento de los Arrestos de Fin de Semana.

La Dirección General de Instituciones Penitenciarias, poco después de la publicación del Real Decreto regulador de estas penas, elaboró la Circular 8/1996, de 12 de Junio, impartiendo instrucciones a todos los Centros Penitenciarios sobre los Planes de Ejecución y Régimen de Cumplimiento en los centros de ella dependientes. Ya hemos comentado algunos aspectos de esta Circular.

Interesa, ahora, fijar nuestra atención en la oferta de plazas que realiza en aquellos centros que, en la fecha indicada, reunían, según dicha Dirección General, los requisitos mínimos imprescindibles exigidos por el Real Decreto aludido. Obsérvese en la relación que sigue cómo no se incluye el Centro de Huelva que en esos momentos estaba en el trance de clausura del viejo y apertura del nuevo y, al contrario, aparece el de Sevilla I en el que, entonces, se empezaron a cumplir los arrestos, hoy todos destinados al Centro Penitenciario Sevilla II.

PLAZAS PARA ARRESTADOS DE FIN DE SEMANA. CIRCULAR 8/1996 DE LA DIRECCIÓN GENERAL DE INSTITUCIONES PENITENCIARIAS
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CENTRO�CAPACIDAD���HOMBRES�MUJERES��ALCALÁ DE GUADAIRA�-�10��ALMERÍA�9�2��CÓRDOBA�5�4��GRANADA�10�-��JAÉN�16�2��JEREZ�10�-��MÁLAGA�25�5��PUERTO II�8�4��SEVILLA I�10�-��SEVILLA II�15�5��TOTAL�108�32��Por consiguiente, se reservan ciento cuarenta plazas (140) en toda la Comunidad Autónoma, dispuestas para la ejecución de arrestos, sin contar las que pudieran utilizarse en los diversos depósitos municipales, extremo éste en que la Dirección General no puede intervenir, como veremos en el siguiente capítulo.

4.3.1. Situación y capacidad de los Módulos.

Como indicábamos al comienzo de este Informe, los primeros meses de vigencia del Código -segundo semestre de 1996-, apenas tuvo relevancia la aplicación de la pena, motivo por el que nuestra recopilación de datos a este respecto, se extiende a los dos años tantas veces comentados. Vamos a desarrollar en este capítulo cómo se ha manifestado la ejecución de los arrestos en los centros penitenciarios andaluces tanto en sus aspectos numéricos como en relación a la adecuación de los lugares habilitados para ello, y otras incidencias de interés.

Veamos, en primer lugar, las principales características de los lugares preparados a este fin.

MÓDULOS PENITENCIARIOS DONDE SE CUMPLEN ARRESTOS DE FIN DE SEMANA
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CENTRO �

UBICACIÓN�

Nº DE CELDAS (1)�ADECUACIÓN GENERAL DE LAS CELDAS Y ESPACIOS AL REAL DECRETO�

OBSERVACIONES��HUELVA�Dpto. de Ingresos.�24 (0)�Sí�Patio pequeño. Dos plantas. Aislamiento no completo.��JAÉN�Dpto. de Ingresos y Módulo de Mujeres.�16 y 1 (18)�Sí�Aislamiento inadecuado con resto del Dpto.��sevilla�Sección Abierta (fuera del recinto de Seguridad).�25 (30)�Sí�Capacidad y Aislamiento suficientes. Buenas dotaciones.��puerto ii�Dpto. de Ingresos.�4 (12)�Poco adecuado, Celdas anticuadas.�Insuficiente Aislamiento. Listas de espera.��almería�Sección Abierta. Dpto. de Ingresos. Dpto. de Mujeres.�5,4 y 2 en total 11 (11)�Celdas anticuadas.

Inadecuadas las de mujeres.�Comparten patio con otros internos del Módulo.��granada�Dpto. de Ingresos, 2ª planta y Módulo de Mujeres.�30 (10)�Sí�Capacidad y dotaciones suficientes.

Celdas “Nominadas”.��málaga�En la Cárcel Vieja de Málaga (con carácter general). Excepcionalmente en la Enfermería de Alhaurín.�34 (30)�No adecuadas, ni el espacio para hombres (el viejo celular) ni las celdas de mujeres, por lóbregas y obsoletas.�Aunque la capacidad es suficiente, el Aislamiento Penitenciario no es posible, pues allí está la Sección Abierta��córdoba�En la Sección Abierta, fuera del recinto carcelario ordinario, aunque inmediato.�12 (9)�5 de las celdas estaban muy destrozadas, las demás en mejores condiciones pero viejas e inadecuadas.�Obtienen, lo que pueden, de la vieja Sección Abierta de la Prisión.��jerez de la frontera�En el Módulo de Régimen Abierto restringido.�5 (10)�Sí�Dentro de pocos meses el Centro dejará de funcionar como hasta ahora.��alcalá de guadaira�Módulo específico cercano a la Sección Abierta pero independiente. Exterior al Centro, con zona verde.�10 (10)�Sí�A pesar de su adecuación apenas se ha utilizado.��En los Establecimientos Penitenciarios de Puerto I, Algeciras y Hospital Psiquiátrico Penitenciario, no se cumplen Arrestos.

(2) Entre paréntesis, (), se indica la capacidad prevista en la Circular 8/96.

Este cuadro está realizado sobre la base de los informes recibidos de los diversos centros y con la percepción directa obtenida en las visitas realizadas a los mismos. Como puede verse, son diez los centros en que se cumplen arrestos, mientras que la exclusión de otros tres obedece a las peculiaridades que presentan. El de Puerto I es un centro de régimen cerrado, mientras que el Psiquiátrico Penitenciario es un establecimiento especial en el que prima lo asistencial y hospitalario. En el caso de Algeciras el motivo es la imposibilidad física de aquellas dependencias, absolutamente atestadas, a la espera de la finalización de obras e inauguración del nuevo centro para aquella zona.

En cuanto a la ubicación concreta de las celdas para arrestados se sitúan, en general, en los Departamentos de Ingresos o en las Secciones Abiertas. Los Departamentos de Ingresos son módulos ocupados por internos que acaban de llegar, sea cual fuere su procedencia y situación procesal, para un primer momento de observación. Son, por consiguiente, módulos con mucho trasiego de gente, poco adecuados para la ejecución de una pena que, aunque privativa de libertad, se pretende tenga las menores connotaciones carcelarias posibles.

Las Secciones Abiertas, son, por el contrario, departamentos de “puertas abiertas”, donde se alojan internos que se encuentran en el último periodo de su condena, una vez clasificados en tercer grado. Son internos que entran y salen, pero para atender sus obligaciones laborales, dentro o fuera del centro. En cierto modo son lugares más aptos para la finalidad que nos ocupa, aunque el “contacto criminógeno” -del que luego hablaremos- de los arrestados con los otros condenados sea, igualmente, inevitable.

En la prisión de Jerez se utilizan algunas celdas del módulo destinado a internos que, estando ya en régimen abierto, no tienen, sin embargo, salidas al exterior, o las tienen muy restringidas, por lo que se le conoce como módulo de régimen abierto restringido.

Tan sólo se dispone de un pequeño módulo específico para arrestos de fin de semana en Alcalá de Guadaira (Sevilla), si bien apenas se ha utilizado hasta ahora. En el resto de prisiones las mujeres arrestadas suelen cumplir en algún lugar del módulo de mujeres, salvo en Málaga, donde cumplen en la vieja cárcel habilitada como Sección Abierta.

El número de celdas disponibles es de 172 frente a las 140 previstas inicialmente, todas, por disposición reglamentaria, para uso individual, aunque, como ya hemos comentado, con excepciones autorizadas en la Circular de la Dirección General con dudoso respeto al principio de jerarquía normativa.

Respecto de la adecuación de las celdas a las previsiones reglamentarias específicas, nos hemos fijado en cinco parámetros concretos: posibilidad de uso individual; respeto al principio de aislamiento entendido como absoluta separación del resto de presos o penados que allí mismo puedan encontrarse; posibilidad de uso de un patio para paseo y esparcimiento; posibilidad de disponer de radio o televisión y, finalmente, acceso a economato, cafetería y biblioteca, tal y como exige el Real Decreto regulador.

Con independencia de que nos parezcan, en general, inadecuadas las prisiones para el cumplimiento de unas penas cargadas de connotaciones alternativas, aunque sobre este punto habría mucho que discutir, puede afirmarse que en seis de los centros visitados, los arrestos se cumplen en lugares -celdas y espacios generales- adecuados; es el caso de los centros de Huelva, Jaén, Granada, Jerez de la Frontera, Alcalá de Guadaira y Sevilla.

En los otros cuatro -Puerto II, Almería, Málaga y Córdoba- las celdas y demás espacios son muy inadecuados, bien por su ubicación, bien por lo anticuado de su construcción o por la obsolescencia de sus instalaciones.

Ello no implica que en aquellos centros cuyas instalaciones calificamos como adecuadas no existan aspectos mejorables (véase al respecto algunas de las observaciones que incluimos) pero conforme a los parámetros indicados sí pueden considerarse idóneas o reglamentariamente aceptables.

Entremos, ahora, en el capítulo de las cifras, el número de condenas impuestas y los arrestos ejecutados, que parecería un tema fácil de delimitar, pero que no lo ha resultado tanto, como veremos.

4.3.2. Arrestos cumplidos en Centros Penitenciarios: cifras más significativas.

La primera parte de nuestra encuesta a las prisiones andaluzas, estaba dedicada a conocer los datos esenciales sobre cumplimiento de arrestos en los años 1997 y 1998.

Como el primer contacto de los centros con las condenas impuestas se produce a partir de la llegada de los correspondientes mandamientos judiciales de ejecución, comenzábamos preguntando por el número de éstos recibidos.

Bien entendido que una condena de arresto de fin de semana puede estar recogida en un fallo condenatorio junto con otras penas, generalmente penas de prisión. Queremos decir que en un mismo fallo puede condenarse a un mismo reo a una pena de prisión por tal o cual delito y a una o más penas de arresto por tal otro delito o falta. Las hemos llamado, en estos supuestos, condenas mixtas, frente a la condena pura de arresto correspondiente a aquellos fallos que sólo contienen pena de arresto de fin de semana. Han sido estas últimas las que nos han interesado.

Por otra parte, hemos preguntado por el número de planes de ejecución elaborados por los respectivos Centros y aprobados por los Jueces de Vigilancia. Como ya hemos explicado, no puede existir ejecución de la pena de arresto sin previa aprobación de un Plan de Ejecución que contenga, al menos, los datos de identidad, domicilio, trabajo u ocupación habitual del arrestado, el delito o delitos por los que haya sido condenado, el número de fines de semana impuestos y los días y horario concretos de cumplimiento.

Éste de los planes de ejecución es un dato trascendental para conocer los cumplimientos concretos producidos, puesto que dichos planes se vinculan directamente con una ejecución que se va a llevar a cabo de inmediato.

Sin embargo, hemos pedido, también, que se nos proporcione el número concreto de arrestados que vieron cumplida su pena, bien en cuanto tal arresto de fin de semana, esto es, de modo discontinuo y sólo durante esos días de la semana, bien acudiendo al procedimiento excepcional de cumplimiento continuado al que ya hemos aludido.

Un último dato del que nos parecía necesario disponer, alude al número de fines de semana cumplidos por cada arrestado que, conforme al Código Penal, puede ser condenado a un número de fines de semana variable, en función de la gravedad y tipo de delito cometido, número de fines de semana que puede ser mucho más elevado si se impone la pena como sustitutiva de alguna de prisión, tal y como explicábamos en capítulo anterior.

Pues bien, con la aclaración de conceptos precedentes, veamos el siguiente cuadro.

�ARRESTOS DE FIN DE SEMANA EN CENTROS PENITENCIARIOS ANDALUCES
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CENTRO PENITENCIARIO�MANDAMIENTOS DE EJECUCIÓN AFS (1)�PLANES DE EJECUCIÓN APROBADOS AFS�Nº TOTAL ARRESTADOS AFS�Nº DE FINES DE SEMANA CUMPLIDOS���97�98�97�98�97�98�97�98�������H�M�H�M����ALMERÍA�52�101�5�9�18�1�22�3�96�214��JEREZ DE LA FRONTERA�91�40�79�14�62�-�8�-�382�29��PUERTO II (CÁDIZ)�110�202�24�43�10�2�18�3�-�-��CÓRDOBA�124�250��133���78�8��423��GRANADA�220�410�165�247�23�5�42�8�1287�3446��HUELVA�40�101�10�57�36�1�89�7�90�199��JAÉN�85�172�36�89�23�0�65�1�88�105��MÁLAGA�395�380�115�169�77�11�152�20�401�1343��ALCALÁ DE GUADAIRA�-�2�-�1�-�-�-�1�-�1��SEVILLA II�121�370�106�223�107�4�275�29�300�460��������������SUBTOTAL�1238�2028�540�985�356�24�749�80�2644�6220�������380�829

����TOTALES (97+98)�3266�1525�1209�8864��(1)  A.F.S.: Arrestos de Fin de Semana.�Destacan, en primer lugar, de los datos precedentes, algunos espacios en blanco. Corresponden al Centro Penitenciario de Alcalá de Guadaira, sólo para mujeres, en el que apenas se han cumplido arrestos, y al Centro Penitenciario de Córdoba, en el que no disponían de datos fiables correspondientes a 1997.

En segundo lugar, resalta la progresión descendente de las cifras totales entre mandamientos judiciales de ejecución -3.266- Planes de Ejecución Aprobados -1.525- y número total de arrestados -1.209-.

Dicha progresión es lógica e indica que han sido más del doble los mandamientos enviados por los Jueces a las prisiones respecto del número de planes de ejecución aprobados, porque corresponden a arrestados que, o bien se encuentran ya en prisión cumpliendo otras penas (en cuyo caso el arresto se pospone) o no han podido ser localizados para iniciar la elaboración del plan, o bien, iniciado éste posteriormente el arrestado deja de comparecer.

Del mismo modo, ocurre que el número de los planes de ejecución superan -aunque ya no en tan gran número- a los de arrestados. Ello obedece, igualmente, a la incomparecencia de los arrestados en momento posterior a la aprobación del Plan.

Sea como fuere, es lo cierto que, en los años aludidos, tan sólo se han ejecutado, en los términos reglamentariamente dispuestos, un tercio del total de las condenas de arresto impuestas, cifra más que elocuente para expresar el relativo fracaso y desbarajuste de esta novedosa modalidad punitiva, en su fase de ejecución, porque en cuanto a haber sentencias de arresto las hay, y muy abundantes, más de lo que muchos esperaban. Lo que ocurre, como veremos con mayor amplitud en capítulo posterior, es que la pena está imponiéndose, en gran medida, a delincuentes habituales cuyos peculiares modos de vida alteran profundamente las previsiones existentes para la ejecución de esta pena. Trataremos con el siguiente epígrafe de profundizar más en el perfil del arrestado.

4.3.3. Tipos delictivos y faltas a los que se impone con mayor frecuencia.

No nos referimos ahora a las previsiones del Código Penal sobre imposición de la pena -aspecto ya abordado al comienzo de este Informe-, sino a la tipología penal más frecuente en la práctica, conforme a la información proporcionada por los diferentes Centros Penitenciarios. Hay que indicar a este respecto, que los datos suministrados no han sido, salvo excepciones, demasiado precisos, habiendo sido necesaria una labor de interpretación y depuración por nuestra parte. Generalmente, no se distinguen condenas por delitos y por faltas debidamente diferenciadas, otras veces se mezclan, sin demasiado rigor, terminologías del viejo y del nuevo Código y, finalmente, algunos delitos que aparecen citados no se corresponden con las penas previstas, motivo por el cual sólo se explican si se hubiese impuesto la pena de arresto por sustitución. Nos referimos, por ejemplo, a los “robos” a los que no se impone la pena salvo que se trate de robos de uso de vehículos de motor.

Con las dudas expuestas, los datos más relevantes ofrecidos por las prisiones andaluzas son los siguientes.

�ARRESTOS DE FIN DE SEMANA: TIPOLOGÍA DELICTIVA DE MAYOR FRECUENCIA
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CENTRO PENITENCIARIO�DELITOS�FALTAS�OBSERVACIONES��ALMERÍA�Hurto*/ Lesiones/ Robo de UIVM�Contra el Patrimonio (hurtos)/ Daños���JEREZ DE LA FRONTERA (Cádiz)���No disponen de estos datos��PUERTO II (Cádiz)�UIVM*/ Malos tratos/ C.S.T./ Otros�Hurtos (219 casos)/ Lesiones (43 casos)/ Daños/ Otros ���CÓRDOBA�Hurtos*/ Robos y Hurtos de uso*/ Lesiones�No disponen de datos totales o porcentuales��GRANADA�Hurtos: 249/ Hurtos de uso: 87/ Lesiones: 63/ Daños: 47/ Robo: 43/ Estafa: 41/ C.S.T.: 38/ Otros�No se distingue entre Delitos y Faltas��HUELVA�Robos y Hurtos de uso/ Lesiones�Hurto**/ Hurto de uso/ Desobediencia/ Lesiones/ Daños/ Otros���JAÉN�Hurtos: 71/ Lesiones: 54/ Robos: 33/ Daños: 27/: UIVM: 20/ O.P.: 18/ Desobediencia: 11/ Otros�No se distingue entre Delitos y Faltas��MÁLAGA�Hurtos (faltas)*/ Faltas contra O.P./ Robo uso/ Desobediencia/ Lesiones/ Abandono familia�No se distingue entre Delitos y Faltas��ALCALÁ DE GUADAIRA (SEVILLA)�Hurtos de uso de V.M.��Sólo 2 ejecuciones��SEVILLA II�Hurtos: 38%/ Lesiones: 24%/ UIVM: 10%/ Daños: 6%/ Abandonos de Familia: 8%�Respons.Subsidiaria: 8%/ Contra el Patrimonio: 6%���SIGLAS: C.S.T.: Delitos contra la Seguridad del Tráfico; O.P.: Desórdenes Públicos; U.I.V.M.: Uso indebido de Vehículos de Motor.

*: Delito o falta señalado como más frecuente.

�Entre las siglas utilizadas por los Centros destacan las siguientes: C.S.T., se refiere a Delitos Contra la Seguridad del Tráfico, del artículo 379 del Código Penal, por conducir un vehículos de motor o ciclomotor bajo la influencia de drogas tóxicas, estupefacientes, sustancias sicotrópicas o de bebidas alcohólicas. Los viejos Delitos y Faltas de O.P. (Orden Público) vienen ahora referidos como delitos graves y faltas leves de desórdenes públicos, aludidos en los artículos 558 y 633, respectivamente.

Las siglas U.I.V.M. corresponden a robos y hurtos de uso (indebido) de vehículo de Motor que debe ser identificado con los delitos del artículo 244 y con las faltas del 623.3 para vehículos de motor y ciclomotores cuyo valor no exceda de cincuenta mil pesetas.

Hecha la anterior aclaración, podemos concluir que, entre los delitos, los que con mayor frecuencia se han enjuiciado y condenado con arrestos han sido:

1º. Los robos y hurtos de uso de vehículo de motor, del artículo 244 C.P.

2º. Las conducciones bajo influencia de sustancias tóxicas, estupefacientes, sicotrópicas o alcohólicas, del artículo 379 C.P.

3º. Las lesiones de menor gravedad del artículo 147.2 C.P.

Sin embargo, son las faltas las que con mayor frecuencia han sido objeto de condenas de arresto de fin de semana, como se desprende de la información suministrada por aquellos Centros que han acogido un mayor número de arrestados y que han podido determinar el dato, bien porcentualmente, bien numéricamente.

Y dentro de las faltas, la de mayor frecuencia es la de Hurtos leves del artículo 623.1 «(...) los que cometan hurto, si el valor de lo hurtado no excediera de cincuenta mil pesetas»: véanse los datos de Puerto II; Granada; Jaén y Sevilla.

También aparecen citados con frecuencia las lesiones leves del artículo 617.1 y los malos tratos del artículo 617.2.

En definitiva, pequeños hurtos; robos y hurtos de vehículo de motor; lesiones leves y menos graves por agresión o peleas y delitos contra la seguridad del tráfico, configuran el panorama habitual de los arrestos de fin de semana que se corresponde con el perfil de un delincuente habitual, contra la propiedad, no excesivamente peligroso, y afectado por algún tipo de toxicomanía; pequeña delincuencia, en suma, para la que el viejo Código disponía penas cortas de prisión y para la que el nuevo impone arrestos de fin se semana y multas, que si resultan impagadas devienen en aquéllos.

4.3.4. Incidencias más destacadas en la ejecución penitenciaria y problemas planteados.

Indudablemente, entre los principales problemas detectados en estos primeros años de implantación de la pena, se encuentran los derivados de la inadecuación de los lugares de cumplimiento, tanto en sus dotaciones materiales como en lo que respecta a la indebida localización geográfica -debido a los escasos centros- y la insuficiencia de plazas, ya comentada, de algunas de las cárceles andaluzas. Cuando en capítulo posterior nos ocupemos de los Depósitos Municipales, volveremos a esta cuestión de la infraestructura material de los centros.

Las incidencias de las que vamos a ocuparnos ahora, son de otro origen y para una mejor comprensión de las mismas -sobre todo de su carácter generalizado- nos ha parecido conveniente recogerlas en un cuadro aunque, en esta ocasión, los conceptos sean más difusos.

La cuestión más reiterada en los informes recibidos hace alusión a la condición de delincuente no primario, es decir, de delincuente habitual de la gran mayoría de las personas condenadas. Algo ya hemos comentado al respecto. En la práctica, ello se traduce en que son mayoría los testimonios de condena de arrestos que recaen sobre personas que ya se encuentran en prisión cumpliendo otras penas privativas de libertad -de prisión, concretamente- o que tienen la condición de preventivos -al encontrarse en prisión preventiva- o ambas condiciones, penado y preventivo, a la vez.

Si el ahora arrestado se encuentra preso exclusivamente como preventivo, lo normal es que la pena de arresto se posponga hasta que alcance la libertad, si bien, en algunas de las visitas efectuadas a los Jueces de Vigilancia Penitenciaria, hemos sido informados sobre abono de días de prisión preventiva para que sirvan de cumplimiento de arrestos, lo que no deja de ser anormal, aunque haya servido para eliminar algunas engorrosas ejecutorias.

El caso más frecuente -véase el cuadro que sigue- es el que produce lo que en técnica procesal-penitenciaria se conoce como refundición de condenas o acumulación aritmética de varias condenas privativas de libertad que, en consecuencia, no pueden ejecutarse simultáneamente, sino de modo sucesivo.

Ello da origen a un expediente de acumulación de las penas impuestas en los diversos procesos que termina mediante un auto que corresponde dictar al Juez o Tribunal que dictó la última sentencia, todo ello conforme a las previsiones del artículo 988 de la Ley de Enjuiciamiento Criminal. Dicho auto, en definitiva, lo que hace es relacionar todas las penas impuestas y determinar el máximo de cumplimiento de las mismas, conforme a las reglas contenidas en los artículos 73 y siguientes del Código Penal. Obviamente, en esa relación de penas y en la condena “refundida” que resulte, se habrán de incluir la condena o condenas de arresto de fin de semana.

Pues bien, en esos casos -la mayoría, insistimos- de concurrencias de penas de arresto con otras de prisión, se prevé el cumplimiento de aquéllas de modo unificado con éstas, dando lugar a una modalidad de cumplimiento continuado de los arrestos alejada de la modalidad de cumplimiento en sentido estricto, es decir, durante los fines de semana y en los lugares específicamente habilitados. En definitiva, en los casos a que venimos refiriéndonos, el arresto de fin de semana se cumple en la propia cárcel, en el mismo módulo en que ya viniese cumpliendo el condenado y sin solución de continuidad. 

A pesar de las críticas doctrinales a esta solución, la Consulta 1/98, de 31 de Marzo, de la Fiscalía General del Estado, razona la cuestión del siguiente modo: 

«El entronque que existe entre la pena de prisión y la pena de arresto de fines de semana obliga a que la concurrencia en un mismo reo de penas de ambos tipos se resuelva mediante la aplicación del principio de unidad de ejecución penitenciaria, cuya materialización más explícita se halla en el artículo 193.2 del Reglamento Penitenciario, aprobado por RD 190/96, de 9 de Febrero, precepto que pese a su naturaleza reglamentaria, constituye el presupuesto ineludible para que el sistema de individualización científica de ejecución de penas, separado en grados, que postula el artículo 71 de la LOGP, pueda ser aplicado en caso de concurrencia de una pluralidad de penas.

Ejecutar discontinuamente el arresto de fines de semana tiene sentido para la persona que se halla libre, cuyos vínculos con su original entorno familiar, social y laboral están vigentes y pueden ser todavía preservados. Esta situación presupone la no concurrencia de otras penas privativas de libertad de ejecución continuada.

Una vez que el condenado ingresa en una Institución Penitenciaria para cumplir una o varias penas de prisión el proceso se invierte: de lo que se trata ahora es de restablecer esa vinculación social rota mediante la adecuada aplicación del tratamiento penitenciario, pues resultaría paradójico que una pena como la de arresto de fines de semana, creada para evitar la resocialización del condenado se acabase convirtiendo en un obstáculo para el logro de los fines de resocialización que tienen asignados por Ley las Instituciones Penitenciarias.

A lo expuesto cabe añadir, a modo de comentario, cómo el Proyecto de Ley Orgánica reguladora del Procedimiento ante los Juzgados de Vigilancia Penitenciaria aprobado por el Consejo de Ministros en su reunión del día 4 de Abril de 1997 y publicado en el Boletín Oficial de las Cortes, el día 29 de Abril de 1997 se plantea el problema de la concurrencia de penas de prisión y penas de arresto de fines de semana en su artículo 61.4.a y procura su eventual solución a través de la conversión de éstas en arresto continuado para su ulterior refundición.»

Como puede observarse, la Fiscalía General se inclina claramente por el modelo de ejecución continuada, aunque desnaturalice la vigente normativa reguladora; voces muy autorizadas, como veremos, se inclinan por su reforma para adecuarla a la realidad expuesta.

A la comentada problemática corresponde la columna “Refundición de Condenas” del siguiente cuadro:

�ARRESTOS DE FIN DE SEMANA: PRINCIPALES INCIDENCIAS OCURRIDAS EN LOS AÑOS 1997 Y 1998 EN LOS CENTROS PENITENCIARIOS ANDALUCES
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Centro�

REFUNDICIONES DE CONDENA�

INCIDENTES�

OBSERVACIONES��ALCALÁ DE GUADAIRA�Numerosas Refundiciones con Penas de Prisión�-�No hubo cumplimientos en 1997. En 1998, sólo un caso.��almería�Refundiciones generalizadas, casi todos los arrestados son reincidentes�-�Pocos arrestados, teniendo en cuenta que van todos los de la provincia.��córdoba�Numerosas Refundiciones�Destrozos en celdas y una fuga�Uso compartido de celdas a petición propia.��granada�- Numerosas Refundiciones.

- Aveces la Audiencia se opone a las mismas�Casos de embriaguez y toxicidad�- Incomparecencias.

- Algunas prescripciones.

- Algunas sustituciones por Multas.��huelva�Numerosas Refundiciones�-�Bonobús gratuito para desplazamiento al Centro.��jaén�- Refundiciones generalizadas.

- Casi todos los arrestados son reincidentes�- Casos de embriaguez y toxicidad.

- Incomparecencias.

- Incumplimientos del Plan de Ejecución�Se han dado casos de cumplimientos continuados por acumulación de varias penas de AFS.��jerez de la frontera�Numerosas Refundiciones�Incomparecencias de arrestados y retrasos horarios�No cumplen mujeres.��málaga�Numerosas Refundiciones�- Numerosas incomparecencias iniciales y posteriores.

- Mala conducta con daños.

- Desobediencia e insultos a Funcionarios

- Un arrestado falleció�El aspecto totalmente “carcelario” de la vieja prisión afecta muy negativamente a arrestados primarios.

Uso compartido de celdas a petición propia.

��puerto ii�Frecuentes prescripciones. Sólo un 10% del total de arrestados cumplen la pena en sentido estricto�Incomparecencias y órdenes de busca y captura�Lista de espera por insuficiencia de plazas.��sevilla�Numerosas Refundiciones y cumplimientos continuados�- Dos casos de utilización de medios coercitivos.

- Tenencia ilícita de un machete�Numerosos cumplimientos de AFS en sentido estricto, además de las refundiciones.���Como puede observarse, todos los Centros Penitenciarios aluden a la “habitual anomalía” de las refundiciones de condena.

Sin embargo, no sólo se recurre a la acumulación de pena mediante el expediente de refundición de penas de distinto carácter, sino que, también, se acude a la acumulación de una pluralidad de penas de arresto. Así, podemos citar por sus peculiaridades el caso de una penada -arrestada- de la cárcel de Jaén, que llegó a acumular catorce causas en las que el fallo era el cumplimiento de arresto de fin de semana, la mayoría de siete arrestos, por lo que de cumplir en la modalidad original podría haberse llevado años haciéndolo. Ella misma solicitó el cumplimiento continuado pero, al no existir cauce legal para acceder a su solicitud, la arrestada acudió a una práctica que ya le era conocida: no se presentó a cumplir, se produjo esta modalidad de quebrantamiento de condena y el Juez de Vigilancia pudo, entonces, decretar el cumplimiento continuado, con lo cual se acudió a una solución prevista reglamentaria.

En la columna “Incidentes” se recogen algunos muy habituales junto a algunos otros que, afortunadamente, lo son menos. Entre estos últimos, citar el desgraciado hecho de la muerte de un arrestado mientras cumplía uno de sus arrestos, en circunstancias que aún se investigan judicialmente, pero que podemos afirmar se relaciona con la negativa del afectado a su traslado, esposado, para ser asistido en centro hospitalario de una dolencia. Mientras se tomaba una decisión al respecto, le sorprendió la muerte. También se cita el uso, excepcional, de medios coercitivos respecto de dos arrestados que por su mala conducta y estado de excitación hubieron de ser reducidos mediante los mismos.

Asimismo, tienen carácter de incidencias reseñables los numerosos casos de incomparecencias y retrasos en la presentación para ejecución y los incumplimientos de los planes de ejecución previamente aprobados.

Sin embargo, nos parece lo más reseñable, por su anómala reiteración, según las informaciones recibidas, los destrozos y daños causados en las celdas y dotaciones materiales de las mismas; los numerosos casos de embriaguez y estados de excitación producidos por otras toxicomanías; las desobediencias y malos modos respecto de los funcionarios... en definitiva, los muy numerosos casos de malas conductas de los arrestados. Todo ello parece seguir en relación con el más que frecuente perfil de “delincuente habitual toxicómano” ya comentado.

Ante tales situaciones, se improvisan soluciones variopintas. Así, por ejemplo, es práctica habitual en Albolote (Granada) impedir el ingreso al arrestado que acude en estado de embriaguez o toxicidad aguda, a quienes se invita a que vuelvan sobrios el próximo fin de semana, de lo que se da cuenta al Juez de Vigilancia Penitenciaria para que éste acuerde lo procedente. También se producen similares circunstancias en Jaén. A la vista de las mismas, el Juez de Vigilancia Penitenciaria de Granada, se planteó en un Auto de 6 de Abril de 1999, las siguientes consideraciones:

“La pena de arrestos de fin de semana, no obstante reconocerse su especial naturaleza y las dificultades materiales y de orden interior que en la actualidad encierra su ejecución, es una pena privativa de libertad que ha sido introducida en nuestro Derecho tras la entrada en vigor del Nuevo Código Penal aprobado por L.O.10/1995 de 23 de Noviembre.

Establecido lo anterior, ineludiblemente hemos de acudir a tres preceptos que nos indican las pautas a seguir a la hora de afrontar la solución de tan enojoso problema, así el art. 25.2 de la C.E. establece que “las penas privativas de libertad y las medidas de seguridad están orientadas hacia la reeducación y reinserción social y no podrán consistir en trabajos forzados”. Por su parte, el art. 3.2 del Código Penal preceptúa que “tampoco podrán ejecutarse pena ni medida de seguridad en otra forma que la prescrita por la Ley y reglamentos que la desarrollen, ni con otras circunstancias o accidentes que los expresados en su texto”. La ejecución de la pena o de la medida de seguridad se realizará bajo el control de los Jueces y Tribunales competentes. La Ley de Enjuiciamiento Criminal en su art. 990, viene a insistir en el principio de legalidad en la ejecución de las penas.

Con estos obligados antecedentes, mal puede cumplirse una pena privativa de libertad cuando el penado por su situación de embriaguez o encontrarse bajo la influencia de sustancias psicotrópicas o estupefacientes, se encuentra “alejado” (de la situación propicia para) que la pena ejecutoriamente impuesta cumpla las finalidades que marca el texto constitucional; por consiguiente, tan pronto se sospecha que el penado se encuentra en una de esas situaciones a través de los signos externos que el mismo presente será examinado por el facultativo que, caso de constatar psicotrópicas, drogas tóxicas, lo pondrá en inmediato conocimiento del Director del Centro, quien negará el ingreso del penado, aunque esa situación a los efectos consiguientes no pueda equipararse a un quebrantamiento.

Vistos los artículos citados y demás disposiciones de general y pertinente aplicación. DISPONGO:

NO ha lugar recibir en el C.P. de Jaén a los ejecutoriamente condenados a cumplir penas de arresto de fin de semana que se presentan a juicio del facultativo que los examine en estado de embriaguez o con signos externos evidentes de encontrarse bajo la influencia de drogas tóxicas o estupefacientes.

La situación de embriaguez o hallarse bajo los efectos de sustancias tóxicas, drogas o estupefacientes, no se considerará como una ausencia a efectos de quebrantamiento, si bien se advertirá a los internos que la presentación bajo el estado descrito en sucesivas ocasiones sí será considerada como una ausencia, una vez le haya sido hecha tal advertencia.”

Un Juez de Vigilancia Penitenciaria de Madrid, sin embargo, al igual que otros, sí considera la mala conducta habitual sancionable con el cumplimiento ininterrumpido de la pena -art. 37.3 del C.P.- con el cómputo agravado que para tal caso se prevé: 

«(...) se informó por el Centro de la mala conducta -impuntualidad en el ingreso, alteración por consumo de drogas o alcohol en el último fin de semana- observada por el penado en los dos únicos fines de semana que ha cumplido. El oficio de 1 de Julio de 1996, confirma la misma actitud respecto del Tercer Fin de Semana, con el añadido de que ha sido receptor, además, de notas de otros internos, de contenido anti-reglamentario cuando menos.

A tenor del art. 22 del citado Real Decreto el Centro Penitenciario está obligado a poner en conocimiento del Juzgado de Vigilancia Penitenciaria la reiterada mala conducta del interno, a fin de que por dicho órgano judicial se adopten las medidas que correspondan. Es visto, pues, que el penado ha incurrido en aquella circunstancia -reiterada mala conducta- lo que exige la correlativa adopción de medidas que, en el caso, no puede ser otra que el cumplimiento ininterrumpido de la pena. En efecto, que el art. 24 del reiterado Real Decreto señale esta medida -cumplimiento ininterrumpido- para el caso de dos ausencias, no implica que no pueda aplicarse a otros supuestos, señaladamente el retraso injustificado en el ingreso, aunque no se dé el requisito temporal del art. 23.

Por otro lado, el régimen sancionador del Reglamento Penitenciario y especialmente el procedimiento diseñado en el mismo -arts. 240 y siguientes del Reglamento Penitenciario- hace materialmente imposible la aplicación de dicho régimen a los penados a Arresto de Fin de Semana. No cabe pensar que un procedimiento tan prolijo y desmesurado pueda ser aplicado de forma discontinua, es decir, aplicar todos y cada uno de sus múltiples trámites y plazos de fin de semana en fin de semana, porque, y esto es evidente, el penado sólo está obligado a acudir al Centro Penitenciario en sus períodos -Fin de Semana- y no en otros, por más que su presencia fuera requerida para hacerle entrega de documentos relacionados con su expediente disciplinario.

Pero es que, además, y por si ello no fuera suficiente, una vez alcanzado el Acuerdo sancionador -lo que no sería fácil- al penado sólo se le podría imponer, de entre las previstas en el art. 111, del RP de 1981, -vigente por la Disposición Derogatoria P.3 RP 1996- la sanción de Amonestación.»

Soluciones distintas, por consiguiente, para un engorroso problema que se presenta con sorprendente frecuencia.

En cuanto a la columna “Observaciones”, en ella incluimos las que nos han parecido más aclaratorias o relevantes entre las comunicadas. Entre ellas, es necesario señalar los supuestos de uso compartido de celdas a petición propia de los afectados, que se tolera en algunos centros con dudoso amparo en la Circular de la Dirección General de Instituciones Penitenciarias que ya tuvimos ocasión de comentar. Ello contraviene el principio de celda individual específicamente previsto para estas ejecuciones.

También, son numerosos -aunque la mayoría de los centros no lo enfaticen- los casos de prescripción de la pena (al año prescriben las penas leves) dadas las dificultades burocráticas y de todo orden que la nueva pena comporta. Especialmente numerosos fueron los casos de prescripción en el año 1997, por la inexperiencia generalizada sobre todas estas cuestiones.

En fin, resultaría muy prolijo comentar todas y cada una de las incidencias y anomalías presentadas en el primer período de experimentación de la pena. No obstante, volveremos a ocuparnos de ellos en capítulos posteriores, especialmente en el inmediato, en el que ya corresponde que nos ocupemos de las experiencias habidas en los Ayuntamientos a los que ha correspondido ya acoger arrestados en sus depósitos de detenidos, que, como veremos, han sido muy pocos, dada la precariedad en que todavía se encuentra la red andaluza de Depósitos Municipales de Detenidos.

5. Cumplimiento de Arrestos de Fin de Semana en Depósitos Municipales de Detenidos.

Tuvimos ya ocasión de analizar las complicadas y contradictorias alternativas que establece la normativa vigente en lo concerniente a los lugares de cumplimiento de los arrestos de fin de semana. Sectores doctrinales muy amplios han centrado sus críticas más acerbas sobre la nueva pena en esta cuestión, llegando a considerar que las actuales previsiones, al basar la decisión sobre el lugar de cumplimiento en criterios circunstanciales -recordemos lo ya expuesto- incurre en tratamiento desigual para diversos condenados según éstos residan en unos u otros lugares, y según sean las carencias estructurales de los establecimientos penitenciarios.

Sea como fuere, el artículo 37.2 del Código Penal, consagró los depósitos municipales de detenidos como lugares de cumplimiento de la pena, si en el partido judicial en que resida el penado no existiese centro penitenciario alguno y si un conjunto de circunstancias -ya analizadas- lo hicieran posible. En cualquier caso, deberá existir acuerdo del arrestado y ser oído el Ministerio Fiscal. Digamos que, además de concurrir los requisitos expuestos, deberán producirse las siguientes circunstancias: que en ese partido judicial de residencia exista un depósito municipal de detenidos; que éste reúna condiciones adecuadas para ello y que el Juez lo considere conveniente.

Sentadas las anteriores bases, pasemos a analizar qué son los Depósitos Municipales de Detenidos; cuántos existen en Andalucía; dónde están y qué condiciones de habitabilidad presentan, basándonos para todo ello en el Informe Especial que esta Institución elevó al Parlamento Andaluz, en 1995, y en los recientes trabajos de revisión de aquel Informe con motivo de nuestra actual investigación sobre los Arrestos de Fin de Semana.

5.1. El Régimen Jurídico de los Depósitos Municipales de Detenidos.

No se trata ahora, como hacíamos en nuestro aludido Informe de hace años, de examinar exhaustivamente los aspectos constitucionales relativos a la privación de libertad y al trato a los detenidos, ni corresponde, tampoco, llevar a cabo un análisis jurídico en profundidad sobre todas las normas que de algún modo inciden en los depósitos. Sí señalar que fue la Ley reguladora de las Bases de Régimen Local, Ley 7/1985, de 2 de Abril, la que en su Disposición Final Quinta dispuso que «A partir de la entrada en vigor de esta Ley, los Municipios cabeza de partido judicial en que no exista establecimiento penitenciario alguno asumirán, en régimen de competencia delegada, la ejecución del servicio de depósito de detenidos a disposición judicial, correspondiendo la custodia de dichos detenidos a la Policía Municipal en funciones de Policía Judicial.

La Administración competente en materia penitenciaria pondrá a disposición de los Municipios a que se refiere el párrafo anterior los medios económicos suficientes para el mantenimiento del referido servicio en los términos previstos por la legislación sectorial correspondiente».

Asimismo, es necesario reseñar, también, el Real Decreto 2715/1986, de 12 de Diciembre, sobre dotación de medios económicos a los Municipios para mantenimiento de este servicio. Su exposición de motivos describe bastante bien su función:

«Los Municipios españoles cabeza de partido judicial carentes de establecimientos penitenciarios vienen desempeñando una labor de colaboración con la Administración penitenciaria mediante la custodia de detenidos a disposición judicial en los correspondientes depósitos municipales, por la que son económicamente compensados a través de los denominados socorros de estancias.

Salvo lo dispuesto en el artículo 378 del vigente Reglamento Penitenciario, aprobado por Real Decreto 1201/1981, de 8 de Mayo, respecto al sistema de rendición de cuentas por gastos de alimentación originados en los depósitos por detenidos, presos y sentenciados, carece la legislación sectorial correspondiente de una regulación específica sobre dotación de medios económicos a los mismos. A llenar este vacío se dirige la presente norma, con lo que, por otra parte, se da satisfacción a la previsión que al efecto se contiene en la disposición final quinta de la Ley 7/1985, de 2 de Abril, reguladora de las Bases de Régimen Local».

Una Orden Ministerial de 12 de Abril de 1988 estableció en 1.325 pesetas por detenido y día la compensación a recibir por los Ayuntamientos afectados. Dicha suma -que nuestro Informe demostraba ser ridícula- no ha sido objeto de aumento alguno en los últimos once años.

De aparición más reciente, ya hemos comentado el artículo 37.2 del Código Penal y las previsiones reglamentarias de desarrollo que se recogen en el Real Decreto 690/1996, de 26 de Abril, sobre las circunstancias de ejecución de las Penas de Trabajo en Beneficio de la Comunidad y Arrestos de Fin de Semana.

Antes, el Real Decreto 190/1996, de 9 de Febrero, que aprobó el nuevo Reglamento Penitenciario, a través de su disposición adicional primera, sitúa fuera del Reglamento las previsiones de financiación de los depósitos, antes recogidas en el ya citado artículo 378 de aquél.

Esta disposición adicional, hasta ahora última y definitiva norma sobre los depósitos determina que:

«1. La Administración penitenciaria competente entregará a los Ayuntamientos de los Municipios cabeza de partido judicial en que no exista establecimiento penitenciario, para gastos de alimentación y estancia de los detenidos y mantenimiento de las instalaciones, una cantidad por detenido y día, que se determinará por Orden del Ministro de Justicia e Interior o resolución autonómica equivalente.

2. Los Ayuntamientos rendirán cuentas mensualmente, a través de los centros penitenciarios ubicados en la capital de la provincia, al Ministerio de Justicia e Interior o al órgano correspondiente de la Comunidad Autónoma mediante certificación acreditativa del número por día de detenidos y presos a disposición judicial o penados a arresto de fin de semana, con expresión de sus circunstancias personales, expedida por el secretario de la corporación municipal o por el encargado del depósito, con el visto bueno del Alcalde. Con dicha certificación se acompañará necesariamente copia certificada de las órdenes de detención, prisión, traslado o libertad dictadas por las autoridades judiciales.»

Expuesto, así, de un modo sintético, el marco jurídico regulador y las funciones de los Depósitos, sigamos profundizando en su realidad.

5.2. Demarcación Judicial Andaluza: Depósitos existentes e inexistentes.

La circunscripción territorial de los órganos judiciales, el territorio sobre el que extienden su jurisdicción, constituye la demarcación judicial. El Partido Judicial, por su parte, se define en la Ley Orgánica del Poder Judicial como la unidad territorial integrada por uno o varios Municipios limítrofes, dentro de una misma provincia. Es dicha Ley Orgánica -6/1985, de 1 de Julio- la que determina en su artículo 35 el procedimiento de elaboración y revisión quinquenal de la demarcación judicial. El papel de las Comunidades Autónomas se perfila allí desarrollando competencias de colaboración, remitiendo, al efecto, una propuesta de demarcación al Gobierno en la que se fijarán los partidos judiciales. Dicha propuesta es preceptiva -tanto para el primer establecimiento de la demarcación como para su revisión- aunque no vinculante. Corresponde, sin embargo, a las Comunidades Autónomas determinar la capitalidad de los partidos judiciales. Éstas son, a grandes rasgos, las características definitorias de los conceptos demarcación, partido judicial y capitalidad, concepto este último que se ha de identificar con el de "cabecera o cabeza de partido judicial", propio de la terminología anterior a la Ley Orgánica del Poder Judicial antes citada.

Por su parte, la Ley de Demarcación y de Planta Judicial, Ley 38/1988, de 28 de Diciembre, realiza algunas matizaciones tales como que la capitalidad de los partidos judiciales sólo puede corresponder a un municipio; que los partidos judiciales se identifican por el nombre del Municipio al que corresponde su capitalidad y tienen el ámbito territorial del Municipio o Municipios que los integran, todo ello conforme a los contenidos de su artículo 4. En las capitales del partido tienen su sede los Juzgados de Primera Instancia e Instrucción que determinarán, en gran parte, la actividad de los Depósitos Municipales de Detenidos, convirtiéndolos, en expresión del Juez Arozamena Lazo, en "instrumentos materiales de la justicia penal”.

Tras una serie de modificaciones en la Demarcación y una vez determinadas por la Comunidad Autónoma las Capitalidades correspondientes, el actual mapa judicial andaluz es el siguiente:

�MAPA JUDICIAL ANDALUZ
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� INCRUSTAR Word.Picture.6  ����Dado que, conforme a la citada Disposición Final Quinta de la Ley de Bases de Régimen Local, sólo tendrán obligación de gestionar Depósito de Detenidos aquellos Municipios cabeza de partido judicial en que no exista establecimiento penitenciario alguno, el siguiente cuadro, presentado por Audiencias Provinciales, desglosa los 87 partidos judiciales andaluces, incluyéndose Ceuta y Melilla, que, a efectos de demarcación judicial se integran en la circunscripción territorial del Tribunal Superior de Justicia de Andalucía, adscritas, respectivamente a las Audiencias Provinciales de Cádiz y Málaga.

En la columna “Sin DMD por existir Centro Penitenciario”, se indican aquellos Partidos Judiciales en cuyo territorio existe algún centro penitenciario y que, en consecuencia, no tienen obligación legal de disponer de Depósito de Detenidos en su municipio-capital. En la columna “Sin DMD”, se indican aquellos partidos Judiciales que carecen de Depósito contraviniendo la obligación legal que pesa sobre ellos, es decir, son Municipios-cabecera de un partido judicial en el que no existe ningún establecimiento penitenciario y que por consiguiente, deben disponer de DMD, pero que no lo tienen. Finalmente, en la columna “Con DMD”, señalamos aquellos Partidos Judiciales que sí disponen de Depósito Municipal de Detenidos.

DEMARCACIÓN JUDICIAL ANDALUZA Y DEPÓSITOS MUNICIPALES DE DETENIDOS
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AUDIENCIA PROVINCIAL�PARTIDO JUDICIAL�CAPITALIDAD�SIN DMD POR EXISTIR CENTRO PENITENCIARIO�SIN DMD (1)�CON DMD���Nº 1�ALMERÍA�X�����Nº 2�BERJA���X���Nº 3�HUERCAL-OVERA���X��ALMERÍA�Nº 4�VERA���X���Nº 5�ROQUETAS DE MAR���X���Nº 6�VÉLEZ RUBIO���X���Nº 7�EL EJIDO��X����Nº 8�PURCHENA���X���Nº 1�CHICLANA DE LA FR��X����Nº 2�ARCOS DE LA FRA.���X���Nº 3�ALGECIRAS�X�����Nº 4�CÁDIZ�X�����Nº 5�SAN ROQUE��X����Nº 6�SANLÚCAR DE BDA.��X���CÁDIZ�Nº 7�JEREZ DE LA FRA.�X�����Nº 8�LÍNEA DE LA CONCP��X����Nº 9�SAN FERNANDO��X����Nº 10�PTO. DE STA. MARÍA�X�����Nº 11�ROTA��X����Nº 12�CEUTA�X�����Nº 13�PUERTO REAL� �X����Nº 14�BARBATE��X����Nº 15�UBRIQUE���X���Nº 1�MONTORO��X����Nº 2�AGUILAR DE LA FRA���X���Nº 3�POZOBLANCO���X���Nº 4�BAENA���X���Nº 5�POSADAS���X��CÓRDOBA�Nº 6�PYA-PUEBLONUEVO���X���Nº 7�LUCENA���X���Nº 8�CÓRDOBA�X�����Nº 9�PRIEGO DE CÓRDOB���X���Nº 10�CABRA���X���Nº 11�MONTILLA���X���Nº 12�PUENTE GENIL���X���Nº 1�LOJA���X���Nº 2�GUADIX��X����Nº 3�GRANADA�X�����Nº 4�MOTRIL��X���GRANADA�Nº 5�ÓRGIVA���X���Nº 6�BAZA���X���Nº 7�SANTA FE��X����Nº 8�HUÉSCAR���X���Nº 9�ALMUÑÉCAR��X����Nº 1�ARACENA���X���Nº 2�HUELVA�X����HUELVA�Nº 3�P. DEL CONDADO���X���Nº 4�VALVERDE DEL C.���X���Nº 5�AYAMONTE��X����Nº 6�MOGUER���X���Nº 1�JAÉN�X�����Nº 2�ALCALÁ LA REAL���X���Nº 3�LA CAROLINA���X���Nº 4�ANDÚJAR���X��JAÉN�Nº 5�BAEZA���X���Nº 6�LINARES���X���Nº 7�VILLACARRILLO���X���Nº 8�CAZORLA���X���Nº 9�MARTOS���X���Nº 10�ÚBEDA���X���Nº 1�ANTEQUERA���X���Nº 2�VÉLEZ MÁLAGA���X���Nº 3�MÁLAGA�X�����Nº 4�RONDA���X���Nº 5�FUENGIROLA���X��MÁLAGA�Nº 6�MARBELLA���X���Nº 7�ESTEPONA���X���Nº 8�MELILLA�X�����Nº 9�TORROX���X���Nº 10�COÍN���X���Nº 11�ARCHIDONA��X����Nº 12�TORREMOLINOS�X�����Nº 1�OSUNA���X���Nº 2�CAZALLA DE LA S.���X���Nº 3�SANLÚCAR LA M.���X���Nº 4�CARMONA���X���Nº 5�LORA DEL RÍO���X���Nº 6�SEVILLA�X����SEVILLA�Nº 7�MORÓN DE LA FRA.���X���Nº 8�LEBRIJA���X���Nº 9�UTRERA���X���Nº 10�ÉCIJA���X���Nº 11�A. DE GUADAIRA (2)�X��X���Nº 12�DOS HERMANAS���X���Nº 13�MARCHENA���X���Nº 14�CORIA DEL RÍO���X���Nº 15�ESTEPA���X��TOTALES�87��15�16�57��(1) D.M.D.: Depósito Municipal de Detenidos.

(2) Aunque Alcalá de Guadaira dispone, en su demarcación, de un Centro Penitenciario, el de Mujeres, las peculiaridades de éste hace que disponga, también, de Depósito Municipal.

En definitiva, son 87 los partidos judiciales andaluces, de los que 15 no tienen obligación legal de prestar el servicio de Depósito de Detenidos (las 8 capitales provinciales, más Ceuta y Melilla, El Puerto de Santa María, Algeciras, Jerez de la Frontera, Alcalá de Guadaira y Torremolinos).

Existen 57 Depósitos Municipales de Detenidos en Andalucía, en funcionamiento, al redactar este Informe.

Los 16 restantes, que se recogen en el siguiente cuadro, incumplen la obligación legal que pesa sobre ellos. Obsérvese cómo algunos -Chiclana de la Frontera, Barbate, San Fernando y Guadix- han sido clausurados recientemente tras nuestro Informe Especial que los consideraba como Deficientes o Muy Deficientes.

CAPITALES DE PARTIDO JUDICIAL QUE NO CUENTAN ACTUALMENTE CON DEPÓSITOS DE DETENIDOS
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PROVINCIA�

AYUNTAMIENTO�

CALIFICACIÓN ANTERIOR��ALMERÍA�EL EJIDO�INEXISTENTE���CHICLANA DE LA FRONTERA�MUY DEFICIENTE���BARBATE�MUY DEFICIENTE���LA LÍNEA DE LA CONCEPCIÓN�INEXISTENTE��CÁDIZ�PUERTO REAL�INEXISTENTE���ROTA�INEXISTENTE���SAN FERNANDO�DEFICIENTE���SANLUCAR DE BARRAMEDA�INEXISTENTE���SAN ROQUE�INEXISTENTE��CÓRDOBA�MONTORO�INEXISTENTE���ALMUÑÉCAR�INEXISTENTE��GRANADA�GUADIX�MUY DEFICIENTE���MOTRIL�INEXISTENTE���SANTA FE�INEXISTENTE��HUELVA�AYAMONTE�INEXISTENTE��MÁLAGA�ARCHIDONA�INEXISTENTE��

Destaca en el cuadro precedente la masiva ausencia de depósitos en la provincia de Cádiz, no sólo porque en ella existan varios centros penitenciarios, sino porque la mayoritaria posición de sus Municipios-cabeceras de partido judicial es contraria al ejercicio de esta competencia mientras no vaya acompañado de las medidas financieras oportunas para desempeñarla. Volveremos a ocuparnos de esta cuestión más adelante.

5.3. Mejoras experimentadas en la Red Andaluza de Depósitos Municipales de Detenidos.

Una de las conclusiones de nuestro Informe de 1996, era la firme convicción, rayana en la evidencia, de que en tanto en cuanto se mantuviese el actual marco normativo sobre la materia, la situación lamentable de los Depósitos andaluces seguiría perdurando. En realidad no se trata tanto del marco normativo como del incumplimiento por parte de la Administración Central de su obligación de dotar financieramente de un modo adecuado la delegación competencial que efectúa sobre esta cuestión, haciéndola recaer sobre los Municipios que ostentan la capitalidad de las demarcaciones judiciales.

Como decíamos en aquel Informe, “la delegación competencial que está en el origen de la actual concepción de los depósitos se efectuó de manera inadecuada en cuanto que no se ha respetado por parte de la Administración Central las previsiones al respecto contenidas en el artículo 27 de la Ley de Bases de Régimen Local: no se han determinado suficientemente el alcance, el contenido, las condiciones y la duración de la competencia delegada; tampoco se han establecido los controles que se reserva la Administración delegante ni aquélla va acompañada de los medios económicos suficientes para desempeñarla. Como consecuencia de todo ello, un enorme vacío normativo y de directrices técnicas lo envuelve todo, con el resultado final de un Servicio que se gestiona, en la mayoría de las ocasiones, con criterios voluntaristas alejados con demasiada frecuencia de los principios constitucionales.”

La situación, cuatro años después, no ha variado ni en cuanto a las normas reguladoras ni en cuanto a la actitud de abandono de la Administración Central delegante. Solamente, como veremos enseguida, en Cataluña se ha iniciado un giro positivo en la gestión de los depósitos gracias a las cuantiosas inversiones presupuestarias que la Generalitat ha comenzado a destinar recientemente; todo ello es posible porque la catalana es la única Comunidad Autónoma a la que se ha transferido esta materia, dentro de las transferencias penitenciarias de que gozan desde hace años.

Dicho esto, veamos las pequeñas mejoras experimentadas por la Red andaluza de depósitos sobre la base del esfuerzo realizado por los pocos Municipios que han tenido voluntad de acometerlas y, en algunos casos, gracias al apoyo financiero -ciertamente de escasa cuantía en relación con la necesidades- de la Junta de Andalucía.

El siguiente cuadro ayudará a obtener una mejor panorámica del estado de la cuestión.

En el mismo, sólo se incluyen los Municipios que cuentan, efectivamente, con Depósito en funcionamiento, salvo el caso de Montoro, cuyo Depósito nuevo, totalmente terminado, está funcionando desde hace poco tiempo.

En la primera columna se recogen los Nuevos Depósitos. En la segunda, “otras mejoras”, se describen sucintamente las estructurales efectuadas, excluyendo las de mera conservación. Tanto en el supuesto de Depósito nuevo como referida a otras obras de remodelación, la tercera columna expresa la cuantía de la inversión y -cuarta columna- la procedencia de los fondos. Sigue otra columna reservada para expresar las mejoras en proyecto y, finalmente, cierra el cuadro la columna calificación anterior conforme al baremo utilizado en el trabajo de campo efectuado en 1995.

DEPÓSITOS MUNICIPALES DE DETENIDOS. MEJORAS ESTRUCTURALES PRODUCIDAS EN LOS AÑOS 1996, 1997 Y 1998
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AYUNTAMIENTO�

NUEVO DEPÓSITO�

OTRAS MEJORAS�CUANTÍA DE LA INVERSIÓN�PROCEDENCIA DE LOS FONDOS�MEJORAS EN PROYECTO�

CALIFICACIÓN ANTERIOR��PROVINCIA DE ALMERÍA:��������BERJA�-�Ninguna�-�-�Ninguna�DEFICIENTE��HUERCAL-OVERA�-�Ninguna�-�-�Ninguna�DEFICIENTE��PURCHENA�-�Ninguna�-�-�Ninguna�DEFICIENTE��ROQUETAS DE MAR�-�Ninguna�-�-�Ninguna�DEFICIENTE��VÉLEZ RUBIO�-�Ninguna�-�-�Ninguna�DEFICIENTE��VERA�-�-�-�-�-�ACEPTABLE��PROVINCIA DE CÁDIZ:��������ARCOS FRA.�-�Ninguna�-�-�Ninguna�ACEPTABLE��BARBATE�-�Ninguna�-�-�Ninguna�MUY DEFICIENTE��SANLUCAR BDA.������INEXISTENTE��UBRIQUE�Nuevo�-�13.685.000�Junta Andalucía 5.500.000, resto Ayuntamiento�Ninguna�INEXISTENTE��PROVINCIA DE CÓRDOBA:��������AGUILAR FRA.�-�-�-�-�-�DEFICIENTE��BAENA�-�Ninguna�-�-�-�ACEPTABLE��CABRA�-�Ninguna�-�-�Ninguna�DEFICIENTE��LUCENA�-�Ampliación celdas y elementos seguridad�10.679.075�Ayuntamiento y Consejería Gobernación�Ninguna�MUY DEFICIENTE��MONTILLA�-�Ninguna�-�-�Ninguna�ACEPTABLE��MONTORO�Nuevo�-�-�Ayuntamiento J.Andalucía�Ninguna�INEXISTENTE��PEÑARROYA-PUEBLONVO�-�Remodelación patio y celdas�5.000.000�Ayuntamiento�Ninguna�MUY DEFICIENTE��POSADAS�-�Ninguna�-�-�Ninguna�DEFICIENTE��POZOBLANCO�-�Ninguna�-�-�Ninguna�ACEPTABLE��PRIEGO CÓRDOBA�Nuevo�-�-�-�Ninguna�MUY DEFICIENTE��PUENTE GENIL�-�Ninguna�-�-�Ninguna�MUY DEFICIENTE��PROVINCIA DE GRANADA:��������BAZA�-�Ninguna�-�-�Ninguna�DEFICIENTE��HUÉSCAR�-�Ninguna�-�-�Nuevo, con anteproyecto redactado�DEFICIENTE��LOJA�-�Ninguna�-�-�Proyecto de reforma redactado, pendiente de subvención�ACEPTABLE��ÓRGIVA�-�Ninguna�-�-�Proyecto sin presupuesto�MUY DEFICIENTE��PROVINCIA DE HUELVA:��������ARACENA�-�Ninguna�-�-�Remodelación edificio antiguo Ayuntamiento�MUY DEFICIENTE��LA PALMA CONDADO�-�Ninguna�-�-�Ninguna�DEFICIENTE��MOGUER�-�Ninguna�-�-�Ninguna�ACEPTABLE��VALVERDE DEL C.�-�Ninguna�-�-�Ninguna�DEFICIENTE��PROVINCIA DE JAÉN:��������ALCALÁ LA REAL�-�Ninguna�-�-�Ninguna�DEFICIENTE��ANDÚJAR�-�Ninguna�-�-�Palacio Municipal en obras rehabilitación�MUY DEFICIENTE��BAEZA�-�Ninguna�-�-�Pendiente rehabilitación integral de todo el edificio del Ayuntamiento�DEFICIENTE��CAZORLA�-�Ninguna�-�-�Ninguna�DEFICIENTE��LA CAROLINA�-�Ninguna�-�-�Ninguna�DEFICIENTE��LINARES�-�Ninguna�-�-�Ninguna�DEFICIENTE��MARTOS�Nuevo�Ampliación edificio Ayuntam.�35.000.000�Dip.Provincial y Ayuntamiento�Ninguna�DEFICIENTE��ÚBEDA�-�Ninguna�-�-�Ninguna�ACEPTABLE��VILLACARRILLO�-�Ninguna�-�-�Ninguna�DEFICIENTE��PROVINCIA DE MÁLAGA:��������ANTEQUERA�-�Ninguna�-�-�Ninguna�ACEPTABLE��COÍN�-�Ninguna�-�-�Ninguna�DEFICIENTE��ESTEPONA�Nuevo�-�24.544.938�Ayuntamiento�Ninguna�DEFICIENTE��FUENGIROLA�Nuevo�-�-�-�-�MUY DEFICIENTE��MARBELLA�-�Ninguna�-�-�Ninguna�ACEPTABLE��RONDA�-�-�-�-�-�ACEPTABLE��TORROX�-�Ninguna�-�-�Ninguna�DEFICIENTE��VÉLEZ-MÁLAGA�-�-�-�-�-�ACEPTABLE��PROVINCIA DE SEVILLA:��������ALCALÁ DE GUADAIRA�-�Ninguna�-�-�Ninguna�ACEPTABLE��CARMONA�-�Ninguna�-�-�Nuevo DMD según Convenio con la Consjría. Gobernación�MUY DEFICIENTE��CAZALLA SIERRA�-�Medidas seguridad�1.300.000�Delegación Gobernación�Sistema ventilación�DEFICIENTE��CORIA DEL RÍO�-�Ninguna�-�-�Ninguna�DEFICIENTE��DOS HERMANAS�-�Patio,

Sala visitas,

Cristales seguridad y 

Mobiliario�-�-�Ninguna�DEFICIENTE��ÉCIJA�-�Ninguna�-�-�Ninguna�ACEPTABLE��ESTEPA�-�Ninguna�-�-�Remodelación subvención Junta�ACEPTABLE��LEBRIJA�-�Ninguna�-�-�Ninguna�MUY DEFICIENTE��LORA DEL RÍO�Nuevo�Ninguna�94.000.000�Ayuntamiento P.E.R.�Ninguna�ACEPTABLE��MARCHENA�-�Ninguna�-�-�Ninguna�MUY DEFICIENTE��MORÓN FRA.�-�Ninguna�-�-�Ninguna�MUY DEFICIENTE��OSUNA�Nuevo�-�45.000.000

(20.000.000,

 25.000.000)�Ayuntamiento y Junta �Ninguna�MUY DEFICIENTE��SANLÚCAR MAYOR�Nuevo�-�-�Junta y Ayuntamiento�--�MUY DEFICIENTE��UTRERA�-�Ninguna�-�-�Reforma general y climatización�ACEPTABLE��No se incluyen las capitales de Partido Judicial que carecen de DMD.

Como se observa, solamente nueve Municipios han construido Depósitos de nueva planta en los últimos cuatro años, llevando a cabo el mayor y mejor esfuerzo de mejora efectuado, lo que debe conllevar la felicitación de esta Institución, aunque, en algunos casos, las mejoras siguen siendo insuficientes en relación con el servicio que han de prestar.

Otros tres Municipios más han remodelado sustancialmente sus instalaciones, lo que también debe ser motivo de felicitación, pues partían de instalaciones ciertamente lamentables.

La relación completa de unos y otros, doce en total, es la siguiente.

NUEVOS DEPÓSITOS

- OSUNA:	En funcionamiento desde Marzo de 1999.

- PRIEGO DE CÓRDOBA:	En funcionamiento desde Enero’97.

- SANLÚCAR LA MAYOR:	En funcionamiento Diciembre’96.

- FUENGIROLA:	En funcionamiento Noviembre’97.

- UBRIQUE:	En funcionamiento Junio’99.

- MARTOS:	En funcionamiento desde 1997.

- ESTEPONA:	En funcionamiento desde 1998.

- LORA DEL RÍO:	En funcionamiento desde final de 1996.

- MONTORO:	Entrará en funcionamiento a final de 	1999.

REMODELADOS

- PEÑARROYA:	Remodelación en Diciembre’96.

- LUCENA:	Remodelación completa 1998.

- DOS HERMANAS:	Remodelación 1998.

De la relación anterior cabe destacar que Ubrique y Montoro carecían con anterioridad de Depósito, siendo la calificación anterior de los demás “Deficiente” o “Muy Deficiente”, lo que significa una mejora sustancial de los mismos que, con los criterios entonces utilizados, los convierte en “Aceptables” desde el punto de vista de albergar detenidos para cortas estancias. Cuestión distinta será la adecuación o no de los mismos a las exigencias del Real Decreto regulador de los arrestos de fin de semana, aspecto en el que nos detendremos más adelante. A esos doce Depósitos “Aceptables” citados, hay que añadir los otros 16, que en la relación precedente ostentan dicha calificación.

En cuanto a la procedencia de los fondos cuya inversión ha hecho posible las mejoras comentadas, en todos los casos hay que destacar la participación de los Ayuntamientos, bien a partir de sus presupuestos ordinarios, bien a través de presupuestos especiales para inversiones, bien, incluso, de partidas del Plan de Empleo Rural o Planes Provinciales de obras. Sin embargo, como ya indicábamos, la Junta de Andalucía, a través de subvenciones de la Consejería de Gobernación, ha aportado también, en algunos casos, cantidades que oscilan entre el 1.300.000 pesetas concedidas a Cazalla de la Sierra y los 12.000.000 concedidas a Osuna, pasando por las 4.000.000 que recibió Montoro. Lógicamente, la concesión de subvenciones está sujeta a la previa petición de los Ayuntamientos interesados, motivo por el cual las mismas no están generalizadas.

Las últimas subvenciones concedidas no son ajenas a las Recomendaciones formuladas en su día por esta Institución, a la vista del estado deplorable de muchos de los depósitos visitados. Tal es el caso de Osuna, Municipio al que se formularon diversas Recomendaciones, cuyo Ayuntamiento afirmaba en su último informe remitido que “(...) cabe destacar el esfuerzo realizado por la Administración Local y Autonómica, para la culminación de las obras, a la que tampoco es ajena esa Institución, puesto que a raíz de la investigación realizada en 1995, sobre las condiciones en que se hallaban los Depósitos Municipales de Detenidos, y puestas de manifiesto las ostensibles deficiencias que presentaba el de esta Localidad, se impulsaron las obras de nueva planta que se estaban llevando a cabo y que ahora culminan en las actuales dependencias”.

También, el Ayuntamiento de Carmona fue objeto de nuestras Recomendaciones y Sugerencias por el lamentable estado de sus instalaciones, habiendo formalizado ya -el 30 de Octubre de 1998- un Convenio de Colaboración con la Consejería de Gobernación para la construcción de un nuevo Depósito financiado, a medias, por el Ayuntamiento, que aportará casi veintidós millones de pesetas, y la citada Consejería que aportará dieciocho millones, en dos años.

Asimismo, el Ayuntamiento de Ronda ha suscrito un Convenio similar para la construcción de un edificio múltiple que albergará Juzgados, Policía Autonómica, Protección Civil, Policía Local y Depósito de Detenidos, todavía en proyecto y del que no se nos ha facilitado el importe subvencionado.

Sin embargo, en el período 1987-1988 la Consejería de Gobernación llevó a cabo un programa de ayuda para mejoras en los depósitos, cuyos datos principales, puestos en relación con las últimas subvenciones, dan como resultado el siguiente cuadro.

SUBVENCIONES RECIBIDAS DE LA JUNTA DE ANDALUCÍA
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AYUNTAMIENTO�PERÍODO 1987-1988�PERÍODO 1995 A 1998���CUANTÍA TOTAL�CUANTÍA TOTAL ��PROVINCIA DE ALMERÍA:����BERJA�4.000.000�0��HUERCAL-OVERA�3.921.723�0��PURCHENA�500.000�0��ROQUETAS DE MAR�0�0��VÉLEZ RUBIO�0�0��VERA�2.359.718�0��PROVINCIA DE CÁDIZ:����ARCOS DE LA FRA.�0�0��BARBATE�0�0��UBRIQUE�0�5.500.000��PROVINCIA DE CÓRDOBA:����AGUILAR DE LA FRA.�0�-��BAENA�4.230.195�0��CABRA�0�0��LUCENA�4.000.000�0��MONTILLA�636.739�0��MONTORO�0�4.000.000��PEÑARROYA-PUEBLONUEVO�0�0��POSADAS�0�0��POZOBLANCO�1.146.911�0��PRIEGO DE CÓRDOBA�527.616�0��PUENTE GENIL�0�0��PROVINCIA DE GRANADA:����BAZA�4.000.000�0��GUADIX�3.600.000�-��HUÉSCAR�3.228.000�0��LOJA�3.997.483�0��MOTRIL�3.111.070�-��ÓRGIVA�1.800.000�0��PROVINCIA DE HUELVA:����ARACENA�0�0��AYAMONTE�1.076.603�-��LA PALMA DEL CONDADO�2.468.760�0��MOGUER�500.000�0��VALVERDE DEL CAMINO�1.773.037�0��PROVINCIA DE JAÉN:����ALACALÁ LA REAL �1.275.728�0��ANDÚJAR�0�0��BAEZA�5.000.000�0��CAZORLA�3.890.326�0��LA CAROLINA�0�0��LINARES�1.127.418�0��MARTOS�0�0��ÚBEDA�0�0��VILLACARRILLO�227.572�0��PROVINCIA DE MÁLAGA:����ANTEQUERA�4.000.000�0��COÍN�3.450.000�0��ESTEPONA�0�0��FUENGIROLA�4.000.000�0��MARBELLA�4.200.000�-��RONDA�4.000.000�0��TORROX�4.750.000�0��VÉLEZ-MÁLAGA�4.200.000�0��PROVINCIA DE SEVILLA:����ALCALÁ DE GUADAIRA�0�0��CARMONA�0�18.000.000��CAZALLA DE LA SIERRA�4.000.000�1.300.000��CORIA DEL RÍO �1.692.244�0��DOS HERMANAS�1.500.000�0��ÉCIJA�4.200.000�0��ESTEPA �0�440.916��LEBRIJA�0�2.888.957��LORA DEL RÍO�0�0��MARCHENA�0�0��MORÓN DE LA FRONTERA�3.975.000�0��OSUNA�4.000.000�9.000.000

3.000.000 ��SANLÚCAR LA MAYOR�0�-��UTRERA�8.000.000�7.000.000��Ese Programa de Subvenciones alcanzó la cifra de 119 millones de pesetas, suma evidentemente modesta para las necesidades existentes, pero generosa si tenemos en cuenta la falta de competencias directas de la Administración Autonómica en esta materia. Como tuvimos ocasión de comentar, el Programa no resultó del todo satisfactorio, a pesar de la indudable mejora que supuso para los depósitos existentes entonces, muchos de ellos con aspecto de verdaderas mazmorras, casi medievales todavía, indecorosas e impropias para dar albergue a personas.

5.4. Estancias de detenidos en Depósitos Municipales.

Aunque en el presente Informe estamos considerando los Depósitos Municipales de Detenidos como lugares alternativos de cumplimiento de la pena de arresto, no podemos olvidar que estos establecimientos de detención se integran en un servicio municipal de colaboración con la Administración de Justicia a través de las demarcaciones judiciales correspondientes, en cuyas capitales tienen sus sedes los Juzgados de Primera Instancia e Instrucción. En definitiva, los Depósitos, fundamentalmente, se encuentran a disposición de los Jueces del Partido Judicial para que puedan albergar los detenidos durante el tiempo en que estén a su disposición o a la espera de su traslado a los Centros Penitenciarios correspondientes. Por lo tanto, la mayor parte de las entradas y salidas de detenidos en los mismos obedecen a ambos motivos. Es necesario, en consecuencia, conocer los principales datos que a este respecto se nos han proporcionado para calibrar adecuadamente las principales magnitudes del servicio que prestan.

Veremos en un cuadro sinóptico el número de detenidos que cada Depósito ha albergado en los años 1997 y 1998, llevando a cabo una triple distinción entre hombres, mujeres y de entre ambos, cuántos de ellos han sido extranjeros. También, es un dato trascendental la amplitud de la estancia media y las estancias más prolongadas que se han producido en dicho espacio de tiempo. Dentro de las cifras que se indican, se encuentran, también, los arrestados de fin de semana, aunque, como veremos, suponen un número poco significativo.

DEPÓSITOS MUNICIPALES DE DETENIDOS. DATOS SOBRE DETENIDOS DURANTE LOS AÑOS 1997 Y 1998
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AYUNTAMIENTO�



HOMBRES�



MUJERES�



TOTAL�



EXTRANJEROS�

ESTANCIA MEDIA

(días)�

ESTANCIAS

PROLONGADAS

(días)��PROVINCIA DE ALMERÍA��������BERJA�281�10�291�59�3�-��HUERCAL-OVERA�205�12�217�52�2�-��PURCHENA�61�5�66�8�3�4��ROQUETAS DE MAR�574�26�600�234�2�-��VÉLEZ RUBIO�20�2�22�0�3�6-5 

(DJ)��VERA�164�15�179�27�3�-��PROVINCIA DE CÁDIZ��������ARCOS FRA.�391�24�415�22�2.5�4

(DJ Y F)��BARBATE(1)�230�14�244�37�2�4-3 

(DJ)��PROVINCIA DE CÓRDOBA��������AGUILAR FRA.�95�0�95�3�3,2�8-7

(AFS)��BAENA�193�6�199�0�2�-��CABRA�29�3�32�0�2�-��LUCENA(2)�88�11�99�11�3�15

(AM)��MONTILLA�147�3�150�2�2�15-13

(AM)��PEÑARROYA-PUEBLONVO�82�12�94�8�2.5�5

(AM)��POSADAS�103�7�110�1�4�5 Y 6

(AM)��POZOBLANCO�56�2�59�1�2.5�5��PRIEGO CÓRDOBA�107�4�111�16�2�4

(AM)��PUENTE GENIL�255�8�263�4�2�-��PROVINCIA DE GRANADA��������BAZA�234�12�246�92�3,5�-��HUÉSCAR�19�0�19�0�3�-��LOJA�399�28�427�21�3�15

(AM)��ÓRGIVA�8�0�8�0�2�-��PROVINCIA DE HUELVA��������ARACENA�81�2�83�6�2.5�-��LA PALMA CONDADO�335�18�353�21�2.5�4

(DJ)��MOGUER�103�6�109�11�2�4��VALVERDE C.�64�3�67�2�2�5��ALCALÁ LA REAL�74�7�81�1�2�4

(TP)��ANDÚJAR�118�10�128�3�4�-��BAEZA�77�4�81�22�2.5�-��CAZORLA�25�2�27�2�3�4��LA CAROLINA�253�16�269�57�2�-��LINARES�213�27�240�13�2.5�4��MARTOS�86�1�87�3�2.5�-��ÚBEDA�87�10�97�8�2�3��VILLACARRILLO�119�22�141�34�2.5�-��PROVINCIA DE MÁLAGA��������ANTEQUERA�592�64�656�84�2�-��COÍN�272�23�295�7�3.5�-��ESTEPONA�746�84�830�415�2.2�7

(DJ)��FUENGIROLA�1052�153�1205�561�2.5�6

(DJ)��MARBELLA�1025�97�1122�328�3�-��RONDA�182�7�189�12�3�48.16 Y 15

(AM Y MAYOR)��TORROX�261�22�283�58�2�-��VÉLEZ-MÁLAGA�488�53�541�28�3�-��PROVINCIA DE SEVILLA��������ALCALÁ GUAD.�312�33�345�0�1�-��CARMONA�156�7�163�11�2�5

(DJ)��CAZALLA SIERRA�39�0�39�2�2�10

(AFS)��CORIA DEL RÍO�184�11�195�0�3-4�-��DOS HERMANAS�248�22�270�3�2�-��ÉCIJA�126�6�132�2�2.5�30.15 Y 12.12

(AFS)��ESTEPA�169�10�179�2�2�5-6

(DJ)��LEBRIJA�170�14�184�4�2�-��LORA DEL RÍO�278�27�305�6�3�10.13 Y 15

(DJ)��MARCHENA�106�6�112�7�3�-��MORÓN FRA.�155�7�162�1�2�-��OSUNA�91�7�98�1�2-3�-��SANLÚCAR LA MAYOR�187�9�196�1�2�-��UTRERA�481�40�521�5�2�-����������TOTALES�� =SUMA(ENCIMA) �12696��� =SUMA(ENCIMA) �1034��� =SUMA(ENCIMA) �13731��� =SUMA(ENCIMA) �2319���DJ: Diligencias Judiciales; F: Fiscal; AM: Arresto Menor; AFS: Arresto de Fin de Semana en cumplimiento continuado; TP: Traslado a prisión.

Quedan excluidos de la relación las capitales de partido judicial que carecieron de Depósito en los años indicados.

(1) Debido a su mal estado, el Depósito de Barbate se clausuró en Septiembre’98.

(2) En los ocho primeros meses de 1997, el Depósito de Lucena permaneció cerrado por obras.

Si comparamos el cuadro precedente con otro similar elaborado en 1995 y publicado en nuestro anterior Informe ya citado, vemos cómo en aquél, correspondiendo los datos a tres años -1993, 1994 y 1995-, se recogía la cifra de 25.000 detenidos, aproximadamente. 

En esta ocasión, referida a los años 1997 y 1998, vigente ya el nuevo Código Penal, la cifra ha disminuido hasta los 13.731 detenidos, comparativamente menor a la anterior. Cabe adelantar que tal disminución tiene como principal causa la desaparición de las anteriores penas cortas de prisión, las llamadas en el anterior Código como arresto menor (de uno a treinta días) y arresto mayor (de un mes y un día a seis meses), penas que, como tuvimos ocasión de descubrir con motivo de las investigaciones de entonces, originaban no pocas estancias de personas internadas en los depósitos, aunque dicho internamiento careciese de cobertura legal adecuada, puesto que no estaba previsto que en ellos se pudieran cumplir penas. En la mayoría de los depósitos investigados entonces, se cumplían arrestos menores.

También eran frecuentes en algunos depósitos, prolongadas estancias de presos preventivos, a quienes los jueces competentes se resistían a enviar, por motivos humanitarios, a los respectivos Centros Penitenciarios. De esa clase conocimos prolongadísimas estancias en depósitos de tan antiguo uso como los de Ronda o Baza.

Actualmente quedan pocas estancias prolongadas de una y otra clase, aunque todavía, por la aún reciente entrada en vigor de las nuevas penas, nos encontramos con la ejecución de algún arresto menor y mayor del viejo Código. En los dos años considerados, las pocas estancias que superan la media -2 ó 3 días- suelen obedecer a la acumulación para su cumplimiento continuado, de más de un fin de semana, o bien a la prolongación de las diligencias judiciales instructoras en los primeros momentos de la detención.

En cuanto al número de mujeres que pasaron por los Depósitos, suponen, aproximadamente, el 8% del total, cifra algo mayor que en el anterior período respondiendo, quizá, ello al creciente número de mujeres presas -quepa reflejar aquí que España es el país europeo con mayor número de mujeres en prisión, proporcionadamente a su población- con motivo de su participación en hechos delictivos contra la salud pública.

En líneas generales, el porcentaje de mujeres detenidas oscila en cada depósito entre el 4% y el 10%, siendo la cifra más elevada la de Fungirola, cuyas 153 mujeres representan el 14,5% de su total de detenidos.

La siguiente relación expresa en orden decreciente los 22 Depósitos que más detenidos tuvieron en los dos años considerados. Por ser un dato de interesante comparación, en la columna de la derecha se recogen el número de extranjeros de cada uno de ellos.

DEPÓSITOS MUNICIPALES CON MAYOR NÚMERO DE DETENIDOS EN LOS AÑOS 1997 Y 1998
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AYUNTAMIENTO�DETENIDOS�EXTRANJEROS��Fuengirola�1.205�561 (53%)��Marbella�1.122�328 (32%)��Estepona�830�415 (55%)��Antequera�656� 84 (14%)��Roquetas de Mar�600�234 (40%)��Vélez-Málaga�541�28 ( 5%)��Utrera�521�5 ( 1%)��Arcos�415�22 ( 5%)��Loja�427�21 ( 5%)��La Palma del Condado�353�21 ( 5%)��Alcalá de Guadaira�345�0 ( 0%)��Torrox�313�58 (22%)��Lora del Río�305�6 ( 2%)��Coín�295�7 ( 2%)��Berja�291�59 (20%)��Dos Hermanas�270�3 ( 1%)��La Carolina�269�57 (21%)��Pte. Genil�263�4(1.5%)��Baza�246�92 (39%)��Barbate�244�37 (15%)��Linares�240�13 ( 5%)��Huercal Overa�217�52 (25%)��En primer lugar, habría que señalar que la precedente es una relación muy parecida a la de hace años en cuanto a la ordenación de los Municipios, si bien han desaparecido los de San Fernando y Chiclana de la Frontera, cuyos depósitos fueron clausurados dado el grado de deterioro de sus instalaciones, a pesar de lo cual ocupaban los lugares 2º y 7º por el número de detenidos que tuvieron en aquel período.

Destaca, asimismo, el considerable aumento experimentado por el nivel de ocupación de los depósitos de Antequera, Puente Genil y Baza, anteriormente con menos actividad.

En los demás ha habido pocas variaciones: a los partidos judiciales más poblados, de zonas costeras, corresponden la mayor presencia de detenidos, seguidos de las grandes poblaciones del interior, tales como Utrera, Arcos de la Frontera, Alcalá de Guadaira, Dos Hermanas o La Carolina.

Respecto de la presencia de extranjeros, resulta muy llamativo el número tan elevado, tanto en términos absolutos como relativos, de los correspondientes a Fuengirola, Marbella, Estepona, Antequera y Torrox, zonas del litoral malagueño, en la que es tradicional el afincamiento de muchos de ellos, procedentes de países europeos y del Este de Europa, hasta el punto de superar con creces el cincuenta por ciento el número de extranjeros detenidos en los casos de Fuengirola y Estepona.

Otra zona que evidencia una gran concentración de extranjeros es la del Poniente almeriense, aunque, en este caso, con mayor presencia de inmigrantes norteafricanos. Aquí, el porcentaje de extranjeros detenidos oscila entre el 20% de Berja, el 25% de Huércal Overa y el 40% de Roquetas de Mar.

En el extremo opuesto, son las cabeceras de Partido Judicial de las zonas menos pobladas las que, a su vez, han conocido menos actividad en sus Depósitos Municipales, tales como Órgiva, Huéscar, Vélez Rubio, Cazorla o Cazalla de la Sierra, ninguna de las cuales superó la cifra de cuarenta detenidos en los dos años considerados.

5.5. Adecuación de los Depósitos Municipales de Detenidos a las Previsiones Legales y Reglamentarias para el cumplimiento de Arrestos de Fin de Semana.

Tras el obligado comentario a los aspectos generales que conciernen a este Servicio municipal corresponde ahora centrarnos en la utilización de los Depósitos como lugares de cumplimiento de las penas de arresto de fin de semana.

En este punto es necesario retroceder a lo dicho sobre el régimen jurídico aplicable a los lugares de cumplimiento, especialmente respecto de la necesidad de que éstos se adecuen a las prescripciones reglamentarias establecidas en el Real Decreto 690/1996, de 26 de Abril, regulador de las circunstancias de ejecución de las penas de arresto de fin de semana.

Recuérdese cómo a este respecto preguntábamos a los Ayuntamientos afectados por las características fundamentales que al efecto deberían reunir sus instalaciones en cuanto a los siguientes parámetros:

A) Posibilidad de cumplimiento en celdas de riguroso uso exclusivo por un solo interno.

B) En régimen de aislamiento y absoluta separación del resto de los detenidos, presos o penados que puedan hallarse en el mismo Depósito.

C) Existencia de patio para períodos de paseo.

D) Posibilidad de disponer de radio o TV.

E) Existencia o posibilidad de existencia de alguna habitación que sirva de locutorio o sala de visitas.

El siguiente cuadro recoge las respuestas de los Ayuntamientos agrupadas en las cinco columnas correspondientes y una sexta destinada a Observaciones, en la que hemos reflejado únicamente los casos de incumplimiento de la obligación de disponer de Depósito -”Sin D.M.D.”- o las mejoras experimentadas para los nuevos y los remodelados.

ADECUACIÓN DE LOS DEPÓSITOS MUNICIPALES DE DETENIDOS AL REAL DECRETO REGULADOR
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AYUNTAMIENTO�CELDAS INDIVID.�AISLAMIENTO Y SEPARACIÓN�PATIO�POSIBILIDAD RADIO O TV�LOCUTORIO O SALA VISITAS�OBSERV.��PROVINCIA DE ALMERÍA:��������BERJA�NO�NO�NO�NO�NO�-��EL EJIDO�-�-�-�-�-�SIN D.M.D.��HUERCAL-OVERA�NO�NO�NO�NO�NO�-��PURCHENA�NO�NO�NO�NO�NO�-��ROQUETAS DE MAR�SI�NO�NO�NO�NO�-��VÉLEZ RUBIO�NO�NO�NO�NO�NO�-��VERA�NO�NO�NO�NO�NO�-��PROVINCIA DE CÁDIZ:��������ARCOS FRA.�NO�NO�NO�NO�NO�-��BARBATE�-�-�-�-�-�SIN D.M.D (2)��CHICLANA FRA.�-�-�-�-�-�SIN D.M.D.��LA LÍNEA CONCEPCIÓN�-�-�-�-�-�SIN D.M.D.��PUERTO REAL�-�-�-�-�-�SIN D.M.D.��ROTA�-�-�-�-�-�SIN D.M.D.��SAN FERNANDO�-�-�-�-�-�SIN D.M.D.��SANLÚCAR BDA.�-�-�-�-�-�SIN D.M.D.��SAN ROQUE�-�-�-�-�-�SIN D.M.D.��UBRIQUE�SI�NO�NO�NO�NO�SIN D.M.D.��PROVINCIA DE CÓRDOBA:��������AGUILAR FRA.�SI�NO�SI�NO�SI�-��BAENA�SI�SI�SI�NO�NO�-��CABRA�NO�NO�NO�NO�NO�-��LUCENA�SI�NO�SI�SI�NO�REMODELADO��MONTILLA�SI�SI�SI�NO�SI�-��MONTORO�SI�SI�SI�SI�SI�SIN D.M.D.(2)��PYA-PUEBLONVO�SI�SI�SI�SI�SI�REMODELADO��POSADAS�NO�NO�NO�NO�NO�-��POZOBLANCO�SI�SI�NO�SI�SI�-��PRIEGO CÓRDOBA�SI�NO�NO�SI�NO�NUEVO D.M.D.��PUENTE GENIL�NO�NO�NO�NO�NO�-��PROVINCIA DE GRANADA:��������ALMUÑÉCAR�-�-�-�-�-�SIN D.M.D.��BAZA�NO�NO�SI�NO�NO�-��GUADIX�-�-�-�-�-�SIN D.M.D.��HUÉSCAR�SI�NO�NO�NO�NO�-��LOJA�NO�NO�NO�NO�NO�-��MOTRIL�-�-�-�-�-�SIN D.M.D.��ÓRGIVA�-�-�-�-�-�-��SANTA FE�-�-�-�-�-�SIN D.M.D.��PROVINCIA DE HUELVA:��������ARACENA�NO�NO�NO�NO�SI�CERRADO A EFECTOS DE AFS��AYAMONTE�-�-�-�-�-�SIN D.M.D.��LA PALMA COND�NO�NO�NO�NO�NO�-��MOGUER�NO�NO�NO�NO�NO�-��VALVERDE C.�NO�NO�NO�NO�NO�-��PROVINCIA DE JAÉN:��������ALCALÁ LA REAL�SI�NO�NO�NO�NO�-��ANDÚJAR�NO�NO�NO�NO�NO�-��BAEZA�NO�NO�NO�NO�NO�-��CAZORLA�SI�NO�NO�NO�NO�-��LA CAROLINA�NO�NO�NO�SI�NO�-��LINARES�NO�NO�SI�NO�SI�-��MARTOS�SI�NO�NO�SI�SI�NUEVO D.M.D.��ÚBEDA�SI�NO�NO�SI�SI�-��VILLACARRILLO�NO�NO�NO�NO�NO�-��PROVINCIA DE MÁLAGA:��������ANTEQUERA�NO�NO�NO�NO�NO�-��ARCHIDONA�-�-�-�-�-�SIN D.M.D.��COÍN�SI�NO�NO�NO�NO�-��ESTEPONA�SI�SI�SI�SI�SI�NUEVO D.M.D.��FUENGIROLA�NO�NO�NO�NO�SI�NUEVO D.M.D.��MARBELLA�SI�NO�NO�SI�SI�-��RONDA�NO�NO�SI�NO�NO�-��TORROX�NO�NO�NO�NO�NO�-��VÉLEZ-MÁLAGA�SI�NO�SI�SI�SI�-��PROVINCIA DE SEVILLA:��������ALCALÁ GUAD.�NO�NO�NO�NO�NO�-��CARMONA�NO�NO�NO�NO�NO�-��CAZALLA SIERRA�SI�NO�NO�SI�NO�-��CORIA DEL RÍO�NO�NO�NO�NO�NO�-��DOS HERMANAS�SI�NO�SI�NO�SI�REMODELADO��ÉCIJA�SI�SI�SI�SI�SI�-��ESTEPA�NO�NO�SI�SI�SI�-��LEBRIIJA�NO�NO�NO�NO�NO�-��LORA DEL RÍO�SI�SI�SI�SI�SI�NUEVO D.M.D.��MARCHENA�NO�NO�NO�NO�NO�-��MORÓN FRA.�NO�NO�NO�NO�NO�-��OSUNA�SI�SI�SI�SI�SI�NUEVO D.M.D.��SANLÚCAR MAYOR�NO�NO�NO�NO�SI�NUEVO D.M.D.��UTRERA�NO�NO�NO�NO�NO�-��(1) Abierto en 1997 y 1998 y actualmente clausurado.

 2) El Depósito está prácticamente terminado y se prevé su entrada en funcionamiento en 1999.

En relación con este cuadro, lo primero que debe señalarse es la ausencia de Depósitos en un numeroso grupo de Municipios, obligados por Ley a gestionar el Servicio. Nada menos que dieciséis de ellos han incumplido la Ley aludida, absteniéndose indebidamente de gestionar una competencia que les viene impuesta.

A los efectos que ahora nos interesan, esos Municipios no pueden ofrecer a sus vecinos que hayan resultado condenados a la pena de arresto, la posibilidad, si ellos así lo aceptan, de cumplirla sin salir de su ciudad manteniendo, con ello, mejor preservados sus vínculos familiares y sociales.

Uno de los Municipios citados como “Sin D.M.D.” -Ubrique- ya dispone de Depósito, aunque todavía no nos consta haya acogido a ningún arrestado. Otro de los citados -Montoro- ha construido un nuevo Depósito, que entrará en funcionamiento a finales de 1999. Por su parte, en los datos relativos a Aracena, consta en el Capítulo “Observaciones” la siguiente: “cerrado a efectos de AFS”. Quiere, ello, decir que existe Depósito de Detenidos pero en tan deficientes condiciones -tan sólo mejoró tras nuestra investigación de 1995, respecto de la vigilancia de los detenidos, que era pobrísima- que la Jueza de Vigilancia de Huelva ordenó su cierre “para el cumplimiento de las penas de arresto de fin de semana (...) debiéndose, en su consecuencia, adoptar por V.I. las medidas necesarias para la dotación en esa localidad de dependencias que reúnan las condiciones mínimas exigidas por la legislación vigente, Ley Orgánica General Penitenciaria y Real Decreto 690/96, de 26 de Abril”. Ésa era la comunicación de la Jueza de Vigilancia al Sr. Alcalde de Aracena, enviada el 20 de Marzo de 1998.

Desde esa fecha, el Depósito que nos ocupa no existe a los efectos indicados -sí para los demás usos-, mientras que el Ayuntamiento intenta recabar fondos para la construcción de un moderno edificio de uso múltiple, donde se ubicaría el nuevo Depósito.

En cuanto a las otras cinco columnas del cuadro que analizamos, corresponden a otros tantos requisitos esenciales exigidos por la norma reglamentaria citada, aunque no son esos los únicos requisitos exigidos.

Por ejemplo, el Real Decreto regulador, al imponer un procedimiento complejo de ejecución, está exigiendo que en el Servicio de Depósitos Municipales exista un mínima capacidad burocrática que los gestione, algo con lo que hace años no contaban algunos Ayuntamientos, aunque ello parece superado, salvo en alguna cabecera de Partido Judicial.

Asimismo, exige la norma la existencia en los Depósitos de ropa de cama para los internos; posibilidad de uso de biblioteca, economato y teléfonos y la previsión de un servicio de comida para los internos.

Sin embargo, todas estas últimas exigencias, nos parecieron que pueden ser atendidas -obviamente la comida y ropa de cama- por todos los Ayuntamientos afectados. Por ello concretamos en las cinco que recoge el cuadro nuestra encuesta sobre dotaciones de los Depósitos.

En primer lugar, celdas suficientes para que los arrestados puedan usarlas individualmente; una distribución adecuada y amplia de las instalaciones que permita que los internos puedan permanecer en régimen de aislamiento, que quiere, fundamentalmente, decir, como aclara el propio Real Decreto «(...) con absoluta separación del resto de los detenidos, presos o penados que puedan hallarse en el mismo Depósito Municipal». Régimen de aislamiento -muy criticado por la doctrina e incluso por el Consejo General del Poder Judicial, como veremos- que implica, además, otras restricciones de comunicaciones, visitas y otros aspectos de menor relevancia.

Por otra parte, dado que los internos arrestados tienen derecho a disfrutar de un tiempo de paseo -dos horas, conforme a la normativa penitenciaria, en este caso la Circular 8/1996 de la Dirección General de Instituciones Penitenciarias- es necesaria, también, la existencia de patio para dicha finalidad.

La posibilidad de radio o televisión es más fácil de atender, pero nos pareció necesario incluirla, entre otras razones, como un medio más de fomentar su uso. Finalmente la exigencia de locutorio para comunicaciones o sala de visitas se deduce claramente del Real Decreto, sin que ello resulte contradictorio con la necesidad de aislamiento, puesto que se prevén comunicaciones y visitas cuando los diversos períodos de arresto deban cumplirse ininterrumpidamente.

Al observar las respuestas, vemos cómo casi la mitad de los Ayuntamientos consideran que tienen suficientes celdas para permitir su uso individual (24 contestan afirmativamente y 33 niegan dicha posibilidad). En algunos casos de respuestas afirmativas nos parece -por nuestro conocimiento directo de las instalaciones- más que discutible dicha posibilidad, por el reducido número de celdas disponibles.

En cuanto al aislamiento y separación de los demás internos, las respuestas son, a nuestro entender, más ajustadas a la realidad, puesto que solamente 9 Ayuntamientos consideran disponer de dicha posibilidad, mientras que 48 la niegan.

Respecto de la existencia de patio, 16 afirman disponer de alguno -pequeñísimos la mayoría, e inadecuados en cuanto al resto de condiciones mínimas- mientras que 41 no disponen de ninguno.

En cuanto a posibilidad de uso de radio o televisión, nada menos que 41 Municipios contestan negativamente, mientras que 16 aseguran dicha posibilidad. Evidentemente, es la conexión de televisión la carencia importante al respecto.

Finalmente, son algo más optimistas los Municipios consultados al autoevaluarse respecto de la existencia de locutorio o sala de visitas. En este caso, son 19 los que afirman disponer de ellos y 38 los que lo niegan.

Naturalmente, conforme a la propia importancia de cada uno de estos requisitos, pudiera pensarse que la falta de alguno pueda resultar irrelevante en orden a considerar adecuado, o no, un determinado depósito. En este sentido, parece evidente que los tres requisitos primeramente enumerados son esenciales -celdas individuales, aislamiento (por muy discutible que doctrinalmente parezca) y patio- frente a los dos últimos más fácilmente corregibles en caso de insuficiencia.

Por consiguiente, no puede considerarse apto para el cumplimiento de Arrestos de Fin de Semana ningún Depósito que no reúna, al menos, los tres primeros requisitos comentados.

En el cuadro precedente, tan sólo 8 Municipios los reúnen: Baena, Montilla, Montoro, Peñarroya, Estepona, Écija, Lora del Río y Osuna. De esos ocho, los dos primeros no reúnen los otros requisitos, con lo que en toda Andalucía, solamente los 6 Municipios citados disponen de Depósitos Municipales de Detenidos adecuados a la finalidad de cumplimiento de las penas que nos interesan. 

Haciendo un esfuerzo de optimismo podríamos, por nuestra cuenta -insistimos en que nuestros asesores conocen todos y cada uno de ellos “in situ”-, añadir a dicha relación los de Pozoblanco, que no dispone, sin embargo, de patio adecuado, y Vélez Málaga que, aunque no considera reunir requisitos para aislamiento, en nuestra opinión, sigue siendo el Depósito que reúne mejores condiciones en Andalucía.

En resumen, sólo en 10 Depósitos andaluces podrían cumplirse penas de arresto.

5.6. Depósitos Municipales de Detenidos andaluces en los que se han cumplido Arrestos de Fin de Semana durante 1997 y 1998.

Conviene comenzar recordando brevemente que para que se produzca el ingreso en un Depósito con objeto de cumplir un arresto de fin de semana, lo verdaderamente determinante no son las condiciones del Depósito en sí mismo -aunque legalmente si éste no es adecuado ningún arresto debería cumplirse en él-, sino la determinación judicial de que ello ocurra, previos los requisitos que ya vimos al estudiar el régimen jurídico de esta pena, debiéndose recordar aquí, al menos, dos de esos requisitos, consistentes, uno en que es necesario el previo acuerdo del condenado y otro, que es necesario que el Ministerio Fiscal opine -sea oído- en cada caso. Así que, ningún arresto podrá cumplirse en un Depósito si el propio afectado no da su consentimiento.

Es importante el matiz señalado para comprender cómo es posible que en algunos de los Depósitos a que enseguida aludiremos, se hayan podido cumplir arrestos. Queremos decir -y lo decimos ya- que desde el punto de vista del respeto a elementales derechos constitucionales no deberían cumplirse estas penas en Depósitos que no reúnen ni los tres primeros requisitos comentados en el apartado anterior.

Veamos, sin más comentarios previos, el cuadro sinóptico clave en el capítulo del que nos venimos ocupando.

�DEPÓSITOS MUNICIPALES DE DETENIDOS EN LOS QUE SE HAN CUMPLIDO ARRESTOS DE FIN DE SEMANA: AÑOS 1997 Y 1998
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AYUNTAMIENTO�PROVINCIA�AÑO 1997�AÑO 1998�TOTAL�MANDAMIENTOS JUDICIALES�TIPOLOGÍA DELICTIVA Y FALTAS�PLANES EJECUCIÓN�Nº FINES SEMANA PROMEDIO�INCIDENCIAS��AGUILAR FRA.�CÓRDOBA�7�2�9�9�Hurtos, faltas

Impago multas�10�3�-��BAENA�CÓRDOBA�2�11�13�17�Lesiones�13�3�-��LUCENA�CÓRDOBA�3�9�12�26�Faltas hurto,

lesiones y malos tratos�21�3�Un incendio��MONTILLA�CÓRDOBA�5�13�18�18�Impago multas

Falta lesiones�18�5�-��PEÑARROYA�CÓRDOBA�0�4�4�6�Lesiones, Impago de multas�4�3�-��POZOBLANCO�CÓRDOBA�2�2�4�9�Faltas

Algún delito�4�4�Prisión por otras causas.

Inejecución por maternidad.��PUENTE GENIL�CÓRDOBA�11�14�25�32��32�5'5�-��HUÉSCAR�GRANADA�1�7�8�10�Lesiones

Daños�8�2�-��LOJA�GRANADA�1�1�2�2�-�0�1'5�Dos incendios��ANTEQUERA�MÁLAGA�2�2�4�4�Lesiones

Hurto uso vehículo�4�8�Dos incendios��ESTEPONA�MÁLAGA�0�12�12�15�Falta lesiones; sustración vehículo y hurtos�8�2�1 retraso en presentación��MARBELLA�MÁLAGA�13�22�35�35�Orden Público y Hurtos�35�5�-��RONDA�MÁLAGA�4�8�12�25�Faltas de Orden Público, Insultos, Lesiones�20�4�-��VÉLEZ MÁLAGA�MÁLAGA�19�11�30�30�Faltas lesiones y otras�30�5�-��CAZALLA S.�SEVILLA�1�0�1�1�-�1�5�-��ÉCIJA�SEVILLA�7�6�13�13�Faltas de hurto�13��1 incumplimiento del P.E.��ESTEPA�SEVILLA�3�10�13�13�Lesiones

Desobediencia

Daños�0�3'5�Un incendio��LORA DEL RÍO�SEVILLA�2�10�12�17�Lesiones�14�4�-�������������TOTALES��� =SUMA(ENCIMA) �83��� =SUMA(ENCIMA) �144��� =SUMA(ENCIMA) �227��� =SUMA(ENCIMA) �282���� =SUMA(ENCIMA) �235��3.7���Destaca, en primer lugar, el escaso número de Municipios en que se han cumplido arrestos: para toda Andalucía, tan sólo 18 Depósitos han acogido algún arrestado en los dos años a que se contrae la muestra. Como se recordará, son 72 los Partidos Judiciales andaluces con obligación de prestar este Servicio, una vez excluidos de la demarcación aquellos en cuyo territorio existe algún centro penitenciario. Recuérdese, asimismo, cómo un grupo de Municipios incumple la obligación legal de prestarlo, con lo que son 57 los Depósitos en funcionamiento en la actualidad. Por consiguiente, en muy pocos de ellos se están cumpliendo arrestos.

Ello es lógico, puesto que la red andaluza continúa siendo inservible a estos efectos, como ya hemos comentado.

Sorprende, asimismo, que los arrestos cumplidos se centren en las provincias de Córdoba, Málaga y Sevilla. En la de Granada, tan sólo diez arrestos se reseñan (en Huéscar y Loja, respectivamente), mientras que las provincias de Cádiz, Almería, Huelva y Jaén, ni siquiera aparecen en la relación. Lógicamente, ello no puede interpretarse como que en dichas provincias no se cumplan arrestos: véase al respecto las cifras ya dadas para los cumplimientos en Centros Penitenciarios, muy numerosos en los tres centros gaditanos y escasa en el de Almería. Los centros de Jaén y Huelva, tuvieron escaso trasiego de arrestados en 1997, pero aumentó considerablemente en 1998.

Respecto de los Municipios concretos que acogen arrestados, aparecen en la relación ocho de los diez que calificábamos como adecuados a las exigencias reglamentarias: Baena, Montilla, Peñarroya, Pozoblanco, Estepona, Vélez-Málaga, Ecija y Lora del Río. En ellos se concentran la mayoría de los arrestos ejecutados.

Aparecen, también, Depósitos calificados por nosotros en 1995 como “Aceptables”, tales son los casos de Loja, Antequera, Marbella (en el que más arrestos se han cumplido, por cierto), Ronda y Estepa. A ellos habría que añadir el remodelado Depósito de Lucena, relativamente apto, también, para esta finalidad.

Los de Aguilar de la Frontera, Huéscar y Cazalla de la Sierra, no reúnen condiciones reglamentarias suficientes, a pesar de lo cual los jueces de su Demarcación los han considerado adecuados para el cumplimiento de 9, 8 y 1 arrestos, respectivamente. Suponemos, en cualquier caso, que dichos jueces conocerán las instalaciones y, a tenor de la aquiescencia de los condenados y deseo de éstos de no salir de su pueblo, habrán tomado la decisión más conveniente.

Lo que parece fuera de todo contexto es el elevado número de arrestos cumplidos en uno de los peores Depósitos andaluces. Nos referimos al de Puente Genil (Córdoba), en idénticas condiciones a como le vimos en 1995, año en el que le calificábamos como “Muy Deficiente, indigno, tanto en relación con los detenidos como por lo que afecta a los policías municipales, a pesar de lo cual el Ayuntamiento permanece pasivo”. No es posible condescender, en este caso, con la cifra de arrestados acogidos en aquellas húmedas celdas, a la orilla del río Genil, insalubres, en una sola pieza traslúcida, sin intimidad alguna para unos y otros. Nada menos que ¡25! arrestados albergaron en los dos años objeto de estudio, sólo superado por el ya indicado de Marbella, un regular Depósito si tuviera patio, y el de Vélez-Málaga, un buen Depósito, bajo cualquier punto de vista. En nuestro capítulo final de recomendaciones recogeremos una dedicada a este problema concreto.

No obstante, la nueva Corporación de Puente Genil, ha reanudado las obras, iniciadas hace tiempo, de un nuevo edificio para la Policía Local en el que se destinarán dependencias para el Depósito, con la previsión de su puesta en funcionamiento hacia la mitad del año dos mil. Esperemos que ello se haga realidad y que las nuevas dependencias reúnan el mínimo de dignidad que permita albergar detenidos y arrestados.

En lo que respecta a la cifra total de arrestados que cumplieron condena en Depósitos andaluces, se observa cómo en 1997 fueron solamente 83, cifra que casi se duplica en 1998, lo que parece evidenciar una más clara aplicación del nuevo Código Penal. En los dos años hacen un total de 227 arrestados. Obsérvese cómo frente a esa cifra, la de Planes de Ejecución aprobados la supera levemente -235-, mientras que la de Mandamientos Judiciales lo hace en mayor número -282 mandamientos judiciales llegados a los Municipios afectados-. Cabría reproducir aquí a este respecto el comentario elaborado para los Centros Penitenciarios, si bien allí la desproporción es mucho mayor.

En el caso de los Ayuntamientos, también se produce la ilocalización de algunos arrestados; la incomparecencia de éstos una vez iniciados los trámites de la elaboración de los planes de ejecución o de la ejecución misma; o el hecho de encontrarse el condenado cumpliendo ya alguna pena de prisión o en prisión preventiva. En definitiva, incidencias lógicas provocadas por el perfil ya comentado que concierne a los arrestados, puesto que la mayoría son jóvenes, y no tan jóvenes, toxicómanos con antecedentes penales, lejos del esperado perfil de delincuente primario fácilmente resocializable, que parecía prever la nueva pena.

Con ello enlazamos nuestros comentarios con los relativos a la tipología delictiva y de faltas a que corresponden dichos arrestos: no existen grandes diferencias al respecto con lo ya visto en los arrestos ejecutados en las cárceles. También aquí encontraremos hurtos, lesiones, arrestos por impago de multas, daños, hurtos de uso de vehículos de motor y otros. Quizá quepa apreciar una diferencia importante y es que en los Depósitos ingresan más arrestados, proporcionalmente, condenados por faltas y por impago de multas que los que ingresan en los Centros Penitenciarios.

Finalmente, en cuanto a incidencias producidas, la mayoría de las comunicaciones recibidas de los Ayuntamientos afectados refieren algunas relativas a detenidos y presos preventivos -que esperan su traslado a prisión o pendientes de alguna diligencia- y pocas a los arrestados. Se refieren a intentos de suicidio, autolesiones, o al uso de medios coercitivos, incluso algún intento o hecho consumado de fuga, pero, insistimos, generalmente referido a detenidos, no a arrestados.

Sí tienen incidencia general algunos incendios producidos, afortunadamente ninguno de gravedad, en los Depósitos señalados.

Las incidencias de mayor importancia han estado constituidas para estos Ayuntamientos en la complejidad burocrática de la tramitación de los expedientes, sobre todo al principio en que no disponían de modelaje impreso para los principales incidencias, cuestión que parece ya superada por la propia experiencia de estos años, y la colaboración de jueces, fiscales y, especialmente, de los Centros Penitenciarios obligados a prestar el asesoramiento que se les requiere. De hecho, las abundantes prescripciones de las penas que se detectaron en los primeros meses de vigencia, por este motivo, han descendido, siendo ahora mucho menos numerosas.

En resumen, muy pocos arrestos cumplidos hasta ahora en los Depósitos Municipales andaluces, sin que la lentitud con que mejora el conjunto de la red nos haga pensar en un cambio importante de tendencia. En el capítulo de Conclusiones volveremos a ocuparnos de esta cuestión al estudiar los cambios producidos en Cataluña.

6. Trabajos en Beneficio de la Comunidad.

Justificábamos al principio de este Informe, la inclusión en el mismo de un capítulo dedicado a esta pena y decíamos allí que la misma no se prevé en el Código para su imposición directa ante determinados hechos, ilícitos penalmente, sino como sustitutiva de la pena de arresto de fin de semana. Siendo ello así, un estudio sobre los arrestos quedaría incompleto si no nos refiriéramos, al menos, a la más novedosa de las penas sustitutivas -la multa, a pesar de sus contornos modernos traídos por el Código, goza de bastante tradición en nuestro ordenamiento- una pena que, además, se configura como una de las mejores vías alternativas a la prisión.

Comencemos, por consiguiente, analizando el marco jurídico de la nueva pena.

6.1. Configuración Legal y Reglamentaria de la pena de Trabajos en Beneficio de la Comunidad.

La primera mención del Código Penal a esta pena, se encuentra en el artículo 33 que, al clasificar las penas por su gravedad, incluye a ésta entre las penas menos graves, si se impone de 96 a 384 horas de trabajo (artículo 33.3) o entre las penas leves previstas para las faltas, si se impone en su máxima extensión, de 16 a 96 horas (artículo 33.4).

Atendiendo a su contenido punitivo, es una pena privativa de derechos, no privativa de libertad, tal y como se recoge en el artículo 39 g) del Código, que no llega a recoger una definición acabada de la misma, aunque se acerca a ella, en el artículo 49, al describir sus principales elementos y requisitos.

Para encontrar una definición completa, hay que acudir al artículo 1 del Real Decreto 690/1996, de 26 de Abril, el mismo que en su capítulo segundo desarrolló las circunstancias de ejecución de la pena de arresto de fin de semana. El capítulo primero dedica su articulado al desarrollo de estas otras penas y es, como decíamos, su primer artículo el que las define como “la prestación de la cooperación personal no retribuida en determinadas actividades de utilidad pública, con interés social y valor educativo, tendente a servir de reparación para la comunidad perjudicada por el ilícito penal y no supeditada al logro de intereses económicos”.

Como puede apreciarse, es una definición que configura la pena con objetivos muy ambiciosos en orden a la resocialización del condenado, a quien se priva de su derecho a percibir una retribución por su trabajo -derecho básico en cualquier relación laboral- perfilando la actividad pública de que se trate con caracteres de interés social y valor educativo, cabe suponer que, fundamentalmente, dicho valor educativo, para el propio condenado.

Además, insiste la definición que comentamos, en el carácter reparador de la pena, reparación que no se obtiene por el beneficio económico que pudiera producir la actividad, puesto que se prohibe el logro de intereses económicos, sino por la ya expresada gratuidad retributiva.

Lo dicho hasta ahora -gratuidad, retribución- recuerda la naturaleza de un trabajo forzado, pena prohibida expresamente por la Constitución en el artículo 25.2 al definir la orientación de las penas privativas de libertad y las medidas de seguridad, añadiendo que las mismas “ no podrán consistir en trabajos forzados”. ¿Dónde encontrar, por lo tanto, el elemento diferenciador esencial entre estas y aquéllas?

La nueva pena exige, para su imposición por el Juez, la previa conformidad del penado, en dos momentos, además; en primer lugar, como se ha indicado, previamente a la decisión judicial de imponerla y, más adelante, ante el trabajo concreto que se le ofrezca. La voluntariedad del acceso a las penas se refuerza, todavía más, ante la posibilidad de que sea el propio condenado quien proponga el trabajo a realizar. No puede, por consiguiente, pensarse en la identificación de esta pena con un “trabajo forzado”.

También se relaciona con esa necesaria diferenciación el hecho de que no pueda imponerse de modo directo, como respuesta inmediata a los hechos ilícitos cometidos. Dicho de otro modo, no hay ningún tipo penal -ni delito ni falta- para el que esté prevista esta pena, puesto que la misma sólo se determinará por sustitución de otras. Concretamente, la ley sustantiva penal la dispone para sustituir a la pena de arresto de fin de semana (artículo 88.2 C.P.) y como alternativa subsidiaria -junto con los arrestos- ante el impago de multas, bien sean éstas en su modalidad de multas-cuota, que son las habituales, bien en la de multas proporcionales, de las establecidas en función, en proporción, al daño causado o al beneficio reportado por el delito.

No puede pensarse que los Trabajos en Beneficio de la Comunidad sirvan como alternativas a la pena de prisión en sentido estricto, superior a seis meses, conforme al nuevo Código, puesto que nunca podrán sustituir a ésta, gracias a la prohibición del artículo 88.4 C.P., que indica lo siguiente: «en ningún caso se podrán sustituir penas que sean sustitutivas de otras». No podrá, por lo tanto, sustituirse un arresto por trabajos cuando dicho arresto, a su vez, haya sustituido a una pena de prisión.

En cuanto a otros requisitos y contenidos de la pena, recogiendo lo más destacado de las previsiones legales y reglamentarias existentes, podríamos resumirlos del siguiente modo:

- La duración diaria de los trabajos no podrán superar las ocho horas.

- Es el Juez o Tribunal sentenciador quien ostenta la máxima competencia en la ejecución de esta pena, si bien la Administración Penitenciaria será, a nivel administrativo, la que se encargue de la misma. Además entra en juego, también, la entidad, pública o privada, en que se desarrolle la actividad.

- La actividad de que se trate, en su modulación concreta, no podrá afectar a la dignidad del penado.

- La obligación de proporcionar los puestos de trabajo que posibilitan la aplicación de la pena, pesa sobre la Administración Penitenciaria, que podrá, sin embargo, establecer convenios con otras Administraciones o con Entidades Privadas. Recuérdese lo dicho antes sobre la posibilidad de que el propio penado proponga un trabajo concreto, a falta de convenios o plazas suficientes.

- Los penados, mientras realicen la actividad de que se trate, gozarán de la cobertura de Seguridad Social en los mismos términos que si de un trabajo penitenciario se tratase.

A grandes rasgos -cuestiones de procedimiento e incidencias varias extenderían excesivamente esta sucinta descripción-, los anteriores constituyen los más destacados caracteres que adornan esta novedosa pena, en opinión de algún experto, “una de las más sonadas novedades del Código”, pero cuyo interés más destacable a los efectos de nuestro Informe es el de su efectivo desarrollo durante los dos años a que se contrae nuestro estudio.

Veremos, separadamente, la actividad desplegada al efecto, tanto por la Administración Penitenciaria -los Centros Penitenciarios andaluces- como por la Administración Local.

6.2. Trabajos en Beneficio de la Comunidad y Administración Penitenciaria Andaluza.

Como hemos tenido ocasión de comentar antes, es la Administración Penitenciaria la encargada de facilitar el Trabajo en Beneficio de la Comunidad y supervisar todo lo concerniente a la ejecución de la pena, bajo la superior dirección de la autoridad judicial competente. El punto de arranque de la intervención administrativa se produce una vez el Juez o Tribunal sentenciador remite al Centro Penitenciario correspondiente el testimonio de la resolución en que se impone la pena -que reviste la forma de auto judicial- acompañada, en su caso, de la sentencia originaria en que se impuso el arresto de fin de semana o la multa sustituida y los demás documentos que el órgano judicial considere necesario. En cualquier caso, corresponde a la autoridad judicial la determinación del número de jornadas impuestas, la duración horaria de la misma y el plazo máximo en que deberán cumplirse.

Una vez recibidos los testimonios indicados, los Servicios Sociales penitenciarios se ponen en funcionamiento para entrevistar a los interesados y determinar el trabajo concreto a realizar. La concreción de los diversos aspectos a considerar la llevará a cabo la Administración Penitenciaria, tanto con los condenados como con las entidades públicas o privadas, para la que vayan a prestarse los servicios en que consisten.

El tercer momento de intervención de los Centros Penitenciarios se produce una vez cumplidas las jornadas de trabajo determinadas; la Administración Penitenciaria, entonces, elabora un informe para el Juez competente comunicando la completa ejecución y las incidencias producidas, si las hubiese.

En nuestra encuesta a los Centros Penitenciarios andaluces, les solicitábamos datos sobre esas tres fases diferenciadas y con sus respuestas hemos confeccionado el siguiente cuadro en cuya última columna, Observaciones, incluimos las principales entidades públicas o privadas intervinientes y otras incidencias que comentaremos.

�TRABAJOS EN BENEFICIO DE LA COMUNIDAD. INTERVENCIONES DE LOS CENTROS PENITENCIARIOS: AÑOS 1997 Y 1998
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CENTROS PENITENCIARIOS�RESOLUCIONES

JUDICIALES

RECIBIDAS�INTERVENCIONES DE LOS SERV. SOCIALES PENITENCIARIOS�INFORMES FINALES DE LIQUIDACIÓN DE CONDENA�

OBSERVACIONES���1997�1998�TOTAL�����

JAÉN�1�8�9�

9�

2�SERÍAN NECESARIOS CONVENIOS DE INSTITUCIONES PENITENCIARIAS CON LOS AYUNTAMIENTOS DE RESIDENCIA��HUELVA���0�0�0�EN 1999 HAN RECIBIDO LAS PRIMERAS��

SEVILLA�3�6�9�

7�

-�EN DOS CASOS PAGARON LA MULTA. EN UN CASO -120 JORNADAS- EL JUZGADO SENTENCIADOR SE ENCARGÓ DE TODO CON UN CENTRO PRIVADO��

PUERTO II�1�12�13�

10�2, FINALIZADAS

2, EN EJECUCIÓN

6, EN PREPARACIÓN�CONTACTOS CON AYUNTAMIENTOS DE LA ZONA DONDE RESIDEN LOS PENADOS��

ALMERÍA�0�3�3�

3�0, LIQUIDACIÓN

1, INTERRUMPIDA, POR QUEBRANTAMIENTO

2, NO INICIADAS POR INCOMPARECENCIA���GRANADA���-�6�5�PROTECCIÓN CIVIL AYUNTAMIENTO��
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12�AYUNTAMIENTOS: PUESTOS DE LIMPIEZA, TRABAJOS EN ARCHIVOS, MANTENIMIENTO

-PAGOS DE MULTA E INCOMPARECENCIA

-POCOS CONVENIOS DE AYUNTAMIENTOS

-CONTACTOS CON ENTIDADES PRIVADAS DE REHABILITACIÓN DE TOXICÓMANOS��CÓRDOBA���2�2�2���ALCALÁ DE GUADAIRA���-�-�-�NO GESTIONA LA EJECUCIÓN DE TBC��JEREZ DE LA FRA.���-�-�-�NO GESTIONA LA EJECUCIÓN DE TBC��

ALGECIRAS�0�2�2�

2�

2�CRUZ ROJA. CENTROS REHABILITACIÓN DE DROGODEPENDIENTES��TOTALES�16�42�68�39�25����En la relación de Centros no aparecen ni el Psiquiátrico Penitenciario de Sevilla ni el de Puerto I, pues por sus respectivas especialidades no se ocupan de esta pena.

Tampoco han intervenido hasta ahora en la ejecución de la misma los de Alcalá de Guadaira (Sevilla) y Jerez de la Frontera (Cádiz), pues se encargan de ello los Servicios Sociales externos dependientes de los Centros de Sevilla y Puerto II, respectivamente.

Respecto de las cifras de resoluciones judiciales que disponen la pena, en 1997 fueron muy pocas, dieciséis (16) tan sólo, mientras que en 1998 ascienden a cuarenta y dos (42), hasta alcanzar un total para el bienio de sesenta y ocho (68). Una cifra, por lo tanto, muy pequeña, buena muestra del recelo con que se está aplicando y las dificultades todavía existentes para su efectiva implantación.

Pero si seguimos observando las cifras de intervenciones e Informes finales de liquidación, el desarrollo de la pena se ve más raquítico aún. Hay que matizar, sin embargo, que a las 39 intervenciones señaladas, correspondientes a otros tantos expedientes de ejecución, habría que añadir unos 15 ó 20 del Centro Penitenciario de Málaga, que no precisó este dato. Si nos atenemos a las penas completamente ejecutadas la cifra desciende hasta 25 para los dos años.

En el capítulo de Observaciones, podemos comprobar las escasas incidencias, todavía en los años de la encuesta, de los convenios entre la Administración Penitenciaria y los respectivos Municipios de vecindad de los condenados, circunstancias que dificultan la plena implantación de la nueva pena dada la escasez de puestos de trabajo, de actividades, para esta finalidad. Son varios los Centros Penitenciarios que se quejan de esta situación.

Existen, sin embargo, entidades privadas que están colaborando muy eficazmente en esa labor de ofertas de actividades, especialmente en el campo de las tareas rehabilitadoras para toxicómanos, aunque también centros dedicados a la enseñanza o Asociaciones de vecinos.

Se citan, entre unas y otras, tareas de limpieza; trabajos no cualificados; algunos de conductor de vehículos; colaboración en tareas de archivo; labores de compañía y otras similares que poco a poco van abriéndose camino.

6.3. Trabajos en Beneficio de la Comunidad y Administración Local.

Tanto el Código Penal, artículo 49.3ª, como el Real Decreto de desarrollo, artículo 2.1, prevén la posibilidad de que la Administración Penitenciaria establezca convenios con otras Administraciones Públicas o entidades, públicas o privadas, que desarrollen actividades de utilidad pública o social, con el fin de buscar puestos de trabajo idóneos para la ejecución de la pena. Ya hemos comentado el escaso desarrollo que estos acuerdos han tenido hasta ahora, al menos en Andalucía, a pesar de constituir uno de los procedimientos más idóneos para el fomento de la pena que contemplamos.

Sin embargo, en 1997, tuvo lugar una importante iniciativa al respecto a través de la firma, el 19 de Mayo de ese año, de un Convenio de Colaboración entre el Ministerio del Interior y la Federación Española de Municipios y Provincias (F.E.M.P.) para la gestión del cumplimiento de las penas de Trabajo en Beneficio de la Comunidad.

Dicho convenio, en su exposición de antecedentes, señala que «(...) en el momento actual es imposible prever no sólo la incidencia cuantitativa de esta pena sino su distribución territorial e incluso por tipos de Municipios. Por tal motivo, al menos en esta primera fase, su gestión obligaría a contactar y convenir directamente con la práctica totalidad de los Municipios españoles para prever cada caso que pudiera presentarse.

Esta gestión obligaría a diseñar y dotar una infraestructura de recursos humanos y otros medios específicos para esta finalidad, lo que ocasionaría un elevado coste y una considerable burocracia.

Existe una Institución, Federación Española de Municipios y Provincias, que puede realizar la labor de difusión, contacto y recogida de las ofertas de cada Municipio del Estado y, además, esta Entidad viene desarrollando una labor similar para otras instituciones del sector público, en otros sectores de actividad.»

El Convenio compromete a la Federación a difundir entre todos los Municipios españoles las peculiaridades de esta pena, sobre todo en su fase de cumplimiento, y a realizar las gestiones oportunas ante todos los Ayuntamientos, para que se adhieran al Convenio, a cuyo fin se aprueba, también, un documento de adhesión a suscribir entre el Director General de Instituciones Penitenciarias y los representantes municipales interesados. Al mismo tiempo, se aprueban modelos de ofertas de plazas de actividad por parte de los Ayuntamientos.

Por su parte, el organismo Autónomo de Trabajo y Prestaciones Penitenciarias, al que se encomienda la gestión del cumplimiento de las penas que nos ocupan, financiará en parte los gastos que conlleve la gestión del Convenio.

La citada Federación llevó a cabo, durante los primeros meses de vigencia, una amplia campaña de difusión, primero entre las Diputaciones y Ayuntamientos de más de cinco mil habitantes, pasando luego a una campaña más selectiva entre Ayuntamientos con más de veinte mil habitantes y cabeceras de Partido Judicial, ante las que se sostuvo la conveniencia de fomentar la pena como alternativa al menor uso de los Depósitos Municipales por parte de los arrestados de fin de semana.

A finales de 1998, al menos en lo que a Andalucía se refiere, el Convenio todavía no había recibido muchas adhesiones, si bien la Federación había firmado ya, o sostenía contactos para ello, acuerdos con unos sesenta Municipios, de los cuales tres eran capitales de Provincia y veintiuno capitales de Partido Judicial.

Por nuestra parte incluimos en la encuesta a Ayuntamientos capitales de Partido Judicial dos preguntas sobre esta cuestión: si se habían adherido al Convenio citado y en caso afirmativo, cuántas plazas se ofertaban y cuántas aplicaciones había tenido ya.

El siguiente cuadro, confeccionado con las más significativas respuestas recibidas, recoge la situación a principios de 1999.

TRABAJOS EN BENEFICIO DE LA COMUNIDAD: CAPITALES ANDALUZAS DE PARTIDO JUDICIAL QUE SE HAN ADHERIDO AL CONVENIO MINISTERIO DEL INTERIOR-FEDERACIÓN ESPAÑOLA DE MUNICIPIOS Y PROVINCIAS DURANTE 1997 Y 1998

CUADRO Nº � SEC CUADRO_Nº \* ARÁBIGO �19�

AYUNTAMIENTO�PLAZAS DE TRABAJO�APLICACIÓN�OBSERVACIONES��CÁDIZ�SÍ�SI�-��EL PTO. STA. MARÍA�3�Pendiente de recibir a 3 personas�-��AGUILAR DE LA FRA.�4�NO�-��MONTILLA�5�NO�-��MONTORO�30�SÍ (una vez)�-��POZOBLANCO�-�-�Pendiente de aprobar en pleno de Abril’99��GRANADA�12�Próximamente 2 penados en unidad limpieza�-��HUÉSCAR�-�-�Solicitado pero aún sin firmar��HUELVA�-�-�Convenio en estudio��MOGUER�-�-�Formalmente NO, pero en la práctica SÍ��ALCALÁ LA REAL�15�1 de 8 jornadas como jardinero�-��ANDÚJAR�-�NO�-��JAÉN�-�-�No firmado con la FEMP, pero sí con la Concejalía Asuntos Sociales y el Juzgado Menores. Un menor realizó TBC en las dependencias de la Policía Local��FUENGIROLA�-�NO�-��MÁLAGA�-�-�Convenio con Deleg.Prov. Cons. Trabajo e Industria para menores infractores, no con FEMP��TORROX�21�NO�-��CARMONA�6�NO�-��CORIA DEL RÍO�-�-�Convenio de Colaboración para menores, no con FEMP��UTRERA�-�NO�-��Hay que resaltar, en primer lugar, que no son sólo esos los Ayuntamientos adheridos. Insistimos en que se trata solamente de aquellos encuestados al ostentar la capitalidad de su respectiva demarcación judicial.

Como puede observarse, las plazas ofertadas, aunque no son muchas, sí son más que suficientes para la escasísima aplicación de la pena en nuestra Comunidad, como se recoge en el cuadro y comentábamos antes al estudiar la gestión penitenciaria de la pena.

Asimismo, hay que resaltar el hecho de la firma de algún otro tipo de Convenio de objetivos similares, pero referido a menores infractores (lo citan los Ayuntamientos de Jaén, Málaga y Coria del Río que no tienen convenio con FEMP) sobre quienes, conforme a la Ley Orgánica 4/1992, de 5 de Junio, sobre reforma de la Ley reguladora de la Competencia y el Procedimiento de los Juzgados de Menores, pueden ser aplicadas medidas de prestación de servicios en beneficio de la Comunidad similares a las desarrolladas posteriormente por el Código Penal, como sustitutiva de arrestos y multas.

7. Consideraciones finales y Recomendaciones.

A lo largo de este Informe, hemos pretendido llevar a cabo una labor divulgativa sobre algunas de las novedades traídas por el nuevo Código Penal, en una doble dirección: de una parte, exponiendo de modo sistemático las previsiones legales sobre las dos penas que han ocupado nuestra atención y, de otra, poniendo de manifiesto el grado de ejecución y desarrollo que han conocido en Andalucía, en los dos años a que se contrae nuestro estudio, a través de una investigación y toma de datos ante las instituciones y organismos implicados.

Nuestras conclusiones deben, por consiguiente, girar en torno a esa dualidad de objetivos, de modo que podamos estar en condiciones de señalar los aspectos positivos y negativos, no sólo de las experiencias producidas sino, también, de los postulados normativos de que se parte.

En lo que atañe a los Arrestos de Fin de Semana hay que comenzar asegurando que el volumen de sentencias que los han impuesto ha sido considerable, de manera significativa en 1998, año en el que los mandamientos judiciales llegados a las prisiones andaluzas han sido muy abundantes. Este es un dato derivado de la pura y simple aplicación de las nuevas previsiones punitivas a medida que se han ido enjuiciando hechos acaecidos bajo su vigencia; producidos los ilícitos penales, y enjuiciados los mismos y sus autores, los jueces no pueden sino imponer, en su caso, las correspondientes penas conforme a los principios de legalidad y tipicidad.

La afirmación anterior no pretende sino desembocar en la constatación de una contradicción detectada por los operadores jurídicos, desde los orígenes mismos de la aparición de la nueva pena: la relativa claridad de los textos normativos -más que claridad, simpleza- frente a la enorme confusión de la infraestructura material para el cumplimiento de los arrestos. Decimos relativa claridad no tanto porque las previsiones del Código y de su texto reglamentario estén exentos de lagunas y disposiciones discutibles, sino por el contraste absoluto con la falta de medios de ejecución que el panorama institucional a la sazón ofrecía, y aún hoy ofrece. Queremos, en definitiva, poner de manifiesto que ni las cárceles españolas disponían de medios adecuados para hacer frente a la ejecución de estas penas ni, mucho menos, los Ayuntamientos afectados por el Servicio de Depósitos de Detenidos.

Una segunda contradicción aparece de modo evidente en las páginas que preceden: si por un lado, todas las circunstancias de ejecución y la filosofía misma que envuelve la pena de arrestos parecen estar previendo su aplicación a infractores primarios, a los que habrá que procurar evitar cualquier contacto criminógeno y su “no desocialización”, los datos proporcionados por Centros Penitenciarios y Ayuntamientos coinciden en señalar la mayoritaria presencia de arrestados reincidentes y afectados por alguna forma de toxicomanía.

Ello nos obliga a preguntarnos si los tipos penales previstos para su aplicación fueron bien elegidos por el legislador o, por el contrario, necesitarían de alguna modificación reductora o ampliadora.

Sea como fuere, lo cierto es que “esta pena se está imponiendo con mucha frecuencia junto con otras penas de larga duración en delincuentes multireincidentes y, aunque el Código Penal no contiene ninguna norma que impida la aplicación de esta pena a quienes es claramente superfluo pretender excluirles de un posible contagio criminógeno, ello supone que la norma pierde su carácter y que su naturaleza se desvirtúa al no tener ningún sentido como medida alternativa a la pena de prisión. Además, al ser aplicada a internos multireincidentes, agrava la situación al dificultar su ejecución en el medio más adecuado, como son los Centros abiertos y Depósitos Municipales”.

La cita pertenece al Informe aprobado por el Pleno del Consejo General del Poder Judicial el 12 de Julio de 1999, respondiendo dicho Informe al pedido del Congreso de los Diputados que pretendía que el máximo órgano del Poder Judicial profundizase en las primeras experiencias de aplicación efectiva del Código Penal con vistas a posibles modificaciones futuras.

Repárese -nos parece una afirmación de la mayor importancia- en el calificativo que el Consejo da a los Centros abiertos y a los Depósitos Municipales como los lugares correspondientes al “medio más adecuado” para su ejecución, lo que nos lleva a considerar, a sensu contrario, que los Centros Penitenciarios, para el Consejo, no son los lugares más adecuados para ello.

Volviendo a las previsiones normativas, una de las más perturbadoras, a tenor de las experiencias ya producidas, está resultando la amplísima posibilidad de sustitución de las penas de prisión de hasta dos años que se contiene en el artículo 88.1 del Código Penal, que ya hemos comentado más ampliamente. Es cierto que la sustitución indicada tiene un importante freno y es la imposibilidad de aplicarla a delincuentes habituales, tanto si se trata de un año como de dos. Sin embargo, la posibilidad real de llegar por esta vía a la cifra desorbitada de 208 fines de semana, que ya comentábamos, aconseja atemperar de algún modo dicha previsión para evitar situaciones de imposible ejecución o la restauración, por esa vía, de las penas cortas de prisión. A similares consecuencias se llega a través de las sustituciones del artículo 53.1 previstas para las multas insatisfechas. Conviene recordar aquí lo que dijimos al inicio de este Informe y la posición del Ministerio Fiscal favorable a la reforma de esta materia concreta.

El aislamiento de los arrestados es otra de las previsiones reglamentarias -no prevista en el Código Penal- más denostadas por la doctrina e incluso en el Informe, ya citado, del Consejo General del Poder Judicial. Si se considera dicha medida como castigo parecería que de ella debería haberse ocupado el propio Código. Si consideramos el aspecto de “medida de cuarentena” -para evitar el contacto criminógeno- en favor del arrestado, no nos parece tan inconveniente, pues, obviamente, si de cumplirse en un centro penitenciario se trata, parece obvio que el arrestado no deba tener contacto alguno con los demás presos, penados o preventivos. De todos modos no vendría mal una reconsideración de este aspecto en la necesaria reforma que se propugna.

Finalmente, en lo que afecta a la configuración de la pena, debemos señalar la discordancia existente entre la única previsión de cumplimiento continuado que incluyen tanto el Código como el reglamento -referida a los supuestos de incumplimiento, es decir el cumplimiento continuado como sanción- y lo que está ocurriendo en la realidad que es su abundante aplicación en la mayoría de los supuestos de concurrencia del arresto con otras penas de prisión, casos en los que ha de acudirse a la refundición de condena. También en este aspecto debería introducirse alguna reforma, al menos la de su inclusión en norma con rango de Ley, tal y como exponíamos en el capítulo correspondiente citando al efecto la previsión contenida en el proyecto de ley orgánica reguladora de los procedimientos ante los Juzgados de Vigilancia Penitenciaria, cuyas competencias deberían, por otra parte, reforzarse en todo lo concerniente a la ejecución de estas penas.

A pesar de los aspectos confusos, incongruencias y contradicciones de las previsiones normativas -las más importantes de las cuales ya han quedado apuntadas- la cuestión más compleja está resultando la de los lugares de cumplimiento de la pena.

Recordemos que actualmente son tres las posibilidades al respecto: los Centros Penitenciarios ya existentes; los Centros de Inserción Social previstos y todavía no efectivos y los Depósitos Municipales de Detenidos.

Pudiera ocurrir que la futura reforma de la pena incluyese una cuarta posibilidad si el legislador sigue las indicaciones del Consejo General del Poder Judicial en este punto. Recordemos lo ya dicho por este Organismo sobre lugares más adecuados -depósitos municipales y centros de inserción- y sobre la inadecuación de las prisiones. Sin embargo, la novedad más importante que recoge su Informe es la posibilidad de cumplimiento en el propio domicilio del arrestado, si las circunstancias lo hacen posible, y como medio de eludir las dificultades prácticas de ejecución, al mismo tiempo que sería, razona el Consejo, una adecuada manera de mejor preservar la vida familiar del arrestado. También sostiene el Consejo que el número de arrestados a vigilar en sus domicilios sería escaso, dada la inexistencia del arresto domiciliario como pena y el escaso número de delitos para los que está previsto la pena de arresto; por ello, considera el informe que comentamos, no habría razones para prever que la vigilancia de los arrestados no sería eficaz.

No obstante, por nuestra parte, debemos señalar que la cuestión de la vigilancia de los arrestos domiciliarios establecidos como alternativa para los antiguos arrestos menores, planteaba algunos problemas a las policías locales, cuyas plantillas no suelen ser lo amplias que aconsejan sus numerosos cometidos, dando como resultado una vigilancia no tan eficaz como se pretende. De cualquier manera, esta cuarta posibilidad sería una más que podría redundar en la mejora de las ejecuciones, haciéndolas más factibles, aunque exigiría un adecuado contacto de los jueces con las Administraciones encargadas de la vigilancia.

Respecto de la adecuación general de las prisiones para el cumplimiento de arrestos, nuestra opinión es negativa sobre todo si se trata de penados primarios: por mucho aislamiento que se produzca, la llegada semanal a la prisión nos parece una situación afrentosa, no prevista en la norma, para quien infringió levemente las reglas de convivencia.

Tampoco el frecuente alejamiento de las prisiones de los entornos familiares y sociales de los arrestados casan bien con la predicada filosofía de la pena.

Las estructuras penitenciarias vigentes, por otra parte, no están diseñadas para dar acogida a este sector de población penitenciaria: su ubicación en las secciones abiertas o en los módulos de ingreso parecen improvisaciones exigidas por la falta de infraestructura exterior adecuada a esta finalidad.

En cualquier caso, nuestra observación directa de estos módulos de cumplimiento nos aconseja recomendar la mejora en materia de conservación, distribución y ubicación de los correspondientes a Puerto II, Almería, Málaga y Córdoba, por las razones que antes exponíamos.

Sin embargo, la principal carencia penitenciaria en esta materia viene dada por la inexistencia, todavía a los casi cuatro años de su creación, de Centros de Inserción Social (C.I.S.). Recuérdese lo ya dicho y explicado al respecto: ninguno de ellos en funcionamiento en Andalucía, ni actualmente ni en un futuro inmediato puesto que aún no dispone la Dirección General de Instituciones Penitenciarias de emplazamientos precisos para ellos.

Como dijimos en su lugar, no sólo desde el punto de vista de los arrestos son necesarios los C.I.S., sino, también, como nuevo tipo de centros abiertos tan convenientes para hacer realidad los postulados de reinserción que tan unidos van a una positiva gestión de las libertades condicionales y de los modos de vida de los presos en tercer grado. Por ello nuestra recomendación al respecto no puede ser otra que reclamar del Centro Directivo estatal la agilización del proceso de implantación de estos Centros y su extensión a Jaén y Almería, provincias que no aparecen en las actuales previsiones de la Dirección General competente.

Como ha quedado expuesto, las carencias de los Depósitos Municipales de Detenidos en Andalucía son tan generalizadas y tan graves que no parecen puedan tener una solución rápida en el tiempo. Es cierto -se recoge en páginas anteriores de este Informe- que existe un lento proceso hacia la mejoría; cierto, también, que una serie de ayuntamientos han efectuado un considerable esfuerzo presupuestario para mejorar sus instalaciones; y cierto, también, que algunos muy concretos están sirviendo como lugares adecuados para el cumplimiento de arrestos.

Pero mientras no se resuelva la gran cuestión pendiente, nada serio podrá conseguirse en el conjunto andaluz. Esa gran cuestión no es otra que la financiación suficiente de la competencia impuesta, desde la Administración Central, por ley, a los Municipios que son capitales de partido judicial y en cuyas demarcaciones no existan Centros Penitenciarios.

El mantenimiento de los depósitos tiene que implicar algo más que dar de comer a los internos y proporcionarles mantas y algunos medicamentos. Desde 1988 (Orden Ministerial de 12 de Abril) rigen para toda España las misma asignaciones por detenido y día, ascendentes a la ridícula y congelada cifra de 1.325 pesetas. Muchos Ayuntamientos ni siquiera la solicitan porque no les compensa el papeleo para ello.

Esa, y sólo esa, es la suma que desde la Administración Central se hace llegar a los Ayuntamientos afectados: nada para primera instalación con criterios modernos en cuanto a ubicación, dotaciones y servicios; nada para reformas estructurales que mejorasen lo existente; nada para una mínima y digna conservación anual; casi nada, habría que decir, para cubrir costes de alimentación, higiene y atenciones sanitarias elementales.

En estas condiciones esta Institución -el Defensor del Pueblo Andaluz- tiene difícil formular recordatorios de deberes legales y recomendaciones a los Ayuntamientos incumplidores, que son la mayoría, y mucho menos exigir el cumplimiento de las mismas. Algo tendremos que decir, no obstante. Sin embargo, debemos seguir insistiendo en una solución en origen, y para ello debemos explicar el actual proceso que se vive en Cataluña.

Como ya hemos señalado, la competencia sobre Depósitos se anuda con la materia penitenciaria, bloque competencial sólo transferido a la Comunidad Autonómica de Cataluña. En efecto, ésta cuenta con las transferencias penitenciarias desde el Real Decreto nº 3482, de 28 de Diciembre de 1983, posteriormente ampliado por otro de 1986.

Cuando la Generalitat Catalana tuvo que afrontar el pago de las cantidades asignadas a los Municipios en concepto de gastos, por detenido y día, en los Depósitos Municipales, dictó una Orden de su Departamento de Justicia, el 22 de Enero de 1987, concretando el importe de dichas ayudas y gastos. Lógicamente tuvo que determinarlas en la misma cuantía que se le había transferido en aquellos momentos -1.150 pesetas por detenido y día-, lo que provocó el rechazo de algunos Ayuntamientos catalanes, sorprendidos por el mantenimiento autonómico de la cicatería estatal.

Algunos de esos Ayuntamientos impugnaron la Orden citada y formularon peticiones al Departamento de Justicia para que se les abonaran, íntegramente, los gastos que les producía la gestión del Depósito, no sólo los de mera estancia de los detenidos, sino, también, cualquier otro de mantenimiento, inversión o custodia.

Las peticiones no fueron atendidas por la Generalitat, por lo que formularon recursos contencioso�administrativos ante el Tribunal Superior de Justicia de Cataluña que, en primera instancia, los desestimó a pesar de considerar ya que la ayuda a recibir por los Municipios afectados debiera ser suficiente conforme a los postulados de la Ley reguladora de la delegación competencial, aunque rechazaba los de inversión. 

Contra la sentencia dictada por el Tribunal Territorial catalán interpusieron recurso de apelación ante el Tribunal Supremo, siempre con el apoyo coadyuvante de la Federación de Municipios de Cataluña.

El 21 de Febrero de 1998, el Tribunal Supremo resolvió el recurso nº 2831/1992, siete años después de interpuesto, pero la espera fructificó en una sentencia que reconoce, con todas las consecuencias, el derecho de los Municipios afectados a ser resarcidos de cuantos gastos tengan que realizar para la prestación del servicio, por encima de lo establecido en la orden impugnada, que se anuló, y rechazando el nuevo concepto de “suficiencia” como concepto indeterminado sujeto a la discrecionalidad administrativa, obligando, por contra, a determinar cantidades de ayuda por importes muy superiores conforme a las pruebas aportadas en el recurso sobre costos financieros concretos.

El siguiente párrafo extraído de la reseñada sentencia del Tribunal Supremo, algo extenso, nos parece, sin embargo, de cita obligada por el interés que pueda tener para todos los Ayuntamientos a los que llegue este Informe.

«La obligación de la Administración autonómica, a la que se ha transferido el servicio penitenciario, de poner a disposición de los Municipios, que hayan asumido en régimen de competencia delegada la ejecución del servicio de depósito de detenidos a disposición judicial, los costes económicos por los gastos de inversión para la adquisición y construcción de edificios donde no los hubiese, o para la adaptación de los existentes a las exigencias del ordenamiento penitenciario, así como los de custodia de detenidos a cargo del personal de la Policía Municipal, deriva no sólo de lo dispuesto por los artículos 27.3 de la citada Ley reguladora de las Bases de Régimen Local y 71 del Texto Refundido de Disposiciones Legales Vigentes en materia de Régimen Local, aprobado por Real Decreto Legislativo 781/1986, 18 de abril, sino, también, de la propia Disposición Final Quinta de la Ley reguladora de las Bases de Régimen Local 7/1985, de 2 de abril, la cual impone a la Administración competente en materia penitenciaria la obligación de poner a disposición de los Municipios, que hayan asumido el servicio de Depósito de detenidos, los medios económicos suficientes para el mantenimiento del servicio en los términos previstos por la legislación sectorial correspondiente, cuyo mantenimiento comprende, en contra del parecer del Tribunal “a quo”, los referidos gastos de inversión y custodia de detenidos por la Policía Municipal, que han de entenderse incluidos también en el artículo 378 del Reglamento Penitenciario, según redacción dada por el Real Decreto 2715/1986, de 12 de diciembre (RCL 1987, 27), al referirse a “los gastos de mantenimiento del servicio de depósito de detenidos” y si bien la disposición final de este Real Decreto establece que se aplicará a las detenciones producidas desde el 1 de julio de 1986, lo cierto es que, como se declaró en la Sentencia de esta Sala del Tribunal Supremo de 18 de octubre 1990, los Municipios afectados pueden reclamar los gastos de mantenimiento del Depósito durante el tiempo de vacío producido por aquella limitación temporal desde la fecha de entrada en vigor de la mencionada ley Reguladora de las Bases de Régimen Local 7/1985, cuya declaración jurisdiccional determinó a los demandantes y ahora apelantes a pedir a la Administración autonómica demandada (ahora apelada) el abono de los costes económicos contemplados en la citada Disposición Final Quinta de esta Ley, entre los que, como hemos dicho, se encuentran los de inversión para construir o adaptar los depósitos municipales de detenidos y los de custodia de éstos por la Policía Municipal, además de todos aquellos que sean necesarios para mantener el servicio, y que, al haber rechazado aquélla asumirlos, derivó en la impugnación en sede jurisdiccional de los acuerdos denegatorios».

Ante la rotundidad de esta sentencia, la respuesta del Departamento de Justicia fue redactar una nueva Orden reguladora sobre la materia con dos únicos artículos:

«Artículo 1. A partir del 1 de enero de 1999, la cantidad que percibirán los ayuntamientos de Cataluña, que tienen depósito municipal de detenidos en funcionamiento, por su condición de cabeza de partido judicial, queda establecida en la suma de los importes que resulten de la aplicación de los siguientes parámetros:

a) 5.638 pesetas por detenido y día en concepto de custodia, alimentación y estancia de los detenidos.

b) 559.246 pesetas como percepción anual fija en concepto de amortización de la inversión y mantenimiento de las instalaciones y del inmovilizado.

Artículo 2. Para el período de vigencia de la Orden de 5 de julio de 1988, que comprende desde el 1 de enero de 1988 hasta el 31 de diciembre de 1998, se establece una compensación fijada en la diferencia entre los importes que resulten de la aplicación de las cantidades establecidas en el artículo anterior, una vez deducida la parte correspondiente a desindexación según el índice general de precios al consumo del conjunto del Estado correspondiente a cada anualidad, y la cantidad recibida en aplicación de la citada Orden.»

Como puede verse, no sólo se multiplica por más de cuatro veces la subvención por detenido y día actualmente vigente para el resto de España, sino que además se establece una cantidad anual como compensación -amortización- de los gastos de inversión y mantenimiento realizados.

Pero aún hay más en esta breve Orden que comentamos. En aplicación, también, del contenido de la sentencia del Tribunal Supremo se compensa a todos los Ayuntamientos afectados por las diferencias existentes entre lo percibido y lo ahora regulado, por ambos conceptos, durante los once últimos años.

Como puede comprenderse, a partir de una normativa de tal calado financiero, puede comenzar a cambiar el panorama de los Depósitos catalanes, muy similares, por cierto, hasta ahora, al nuestro en cuanto a la penuria de las instalaciones y la inadecuación total de las mismas, no sólo para acoger arrestados, sino para albergar en ellas a cualquier tipo de detenidos.

¿Qué se hace, mientras tanto desde la Administración Central, titular originaria de la competencia?

A comienzos de 1998, se constituyó un Grupo de Trabajo entre los Ministerios de Administraciones Públicas, de Interior, de Justicia y la Federación Española de Municipios y Provincia para estudiar la mejora de los depósitos en orden, especialmente, a posibilitar el cumplimiento de arrestos. Pareció que uno de los primeros logros de ese grupo de trabajo sería la actualización de la asignación ministerial por detenido y día, congelada desde hace más de una década como ya explicábamos. Sin embargo, dos años después de constituido el grupo de trabajo, la ansiada Orden Ministerial actualizadora sigue sin publicarse, anunciándose de continuo como algo inminente.

No es posible seguir aceptando 1.325 pesetas por detenido y día como asignación para todos los depósitos españoles, mientras los de Cataluña gozan ya de una subvención muy superior -las indicadas 5.638 pesetas por detenido y día-, además de las otras partidas destinadas a mantenimiento y compensación por inversiones.

Diversos informes elaborados a instancia de la Federación Española de Municipios y Provincias sitúan el costo de la estancia diaria de cada detenido en una amplia franja entre las 7.500 y las 12.500 pesetas, según los parámetros y factores que se incluyan en el mismo.

Es necesario, sin embargo, insistir en que no es suficiente con aumentar la subvención por detenido y día, sino que es imprescindible, también, llevar a cabo las inversiones necesarias para las construcciones de nuevas instalaciones con criterios modernos, susceptibles de dar respuesta adecuada a las exigencias constitucionales y legales en lo relativo a custodia y acogida de detenidos y arrestados. No es posible seguir ignorando, en el aspecto que nos ocupa, los reconocimientos y mandatos constitucionales de dignidad e igualdad de todas las personas junto al conjunto de derechos que constituyen el status personal de los detenidos y penados que ingresan en los depósitos.

En definitiva, es necesario que por parte del Ministerio del Interior y demás departamentos implicados, se asuman las obligaciones que se derivan, para todos, de la sentencia del Tribunal Supremo que hemos glosado más arriba, puesto que la misma ha de tener validez para todos los depósitos españoles y no sólo para los catalanes.

A la superación de la situación actual puede contribuir, también, la Administración Autonómica. Es evidente que sin un desarrollo consecuente de las previsiones del artículo 17.3 del Estatuto de Autonomía para Andalucía, sobre ejecución de la legislación del Estado en materia penitenciaria, no será posible la intervención obligada y decisiva de la Junta de Andalucía en la materia. Es necesario recordar al respecto que todo lo concerniente al servicio de depósitos se integra en la competencia penitenciaria.

Mientras tanto ello tiene lugar -la transferencia penitenciaria, cada vez más demandada desde diversos ámbitos- la Junta de Andalucía debe fomentar las peticiones municipales -de los Ayuntamientos afectados- para acogerse a las órdenes anuales de convocatoria de subvenciones a entidades locales, para mejora de sus infraestructuras, vía a través de la cual algunos municipios se han beneficiado ya de importantes subvenciones, como los Ayuntamientos de Osuna, Utrera o Carmona. El convenio firmado por este último, comentado más arriba, para la inversión de cuarenta millones de pesetas en nuevas instalaciones, podría servir de modelo al respecto.

En cuanto a los Ayuntamientos concernidos, habría que comenzar reiterando nuestra felicitación a todos aquellos que han efectuado mejoras importantes en sus instalaciones, bien construyendo nuevos depósitos, bien efectuando remodelaciones sustanciales de los ya existentes: un total de veintiocho depósitos andaluces cuentan con instalaciones aceptables susceptibles de respetar los mencionados derechos de los detenidos. Como ya dijimos, no todos ellos, sin embargo, reúnen los requisitos de adecuación a las prescripciones reglamentarias para acoger arrestados de fin de semana.

Una treintena de municipios continúan disponiendo de instalaciones deficientes o muy deficientes y pocos de ellos están en disposición de mejoras inmediatas. Desde estas páginas, el Defensor del Pueblo Andaluz les insta a buscar fórmulas de financiación que les permitan mejorar, al menos, algunos aspectos de sus instalaciones, los que más gravemente atenten contra la dignidad y derechos de las personas que acogen. En algunos casos será preferible la clausura de instalaciones a seguir, contribuyendo a la prestación de un servicio que tan graves responsabilidades comporta.

Respecto de los Ayuntamientos que no ejercen la competencia �véase sobre esta cuestión el cuadro nº11 y los comentarios al mismo-, el Defensor del Pueblo Andaluz les recuerda el incumplimiento permanente de sus deberes legales, en la mayoría de los casos durante más de tres lustros, puesto que nunca dispusieron de depósito.

En este sentido, hay que señalar que si en esas demarcaciones judiciales no se está prestando la colaboración exigida con la Administración de Justicia, al carecer de depósitos, actualmente, además, se está prestando un mal servicio a sus vecinos, puesto que los que tengan la desgracia de ser arrestados -condenados a arresto- deberán, en todas las circunstancias, cumplir sus condenas en las cárceles ordinarias, más alejados, por tanto, de su entorno familiar y social.

Una última consideración puede argumentarse en cuanto a la relación de los depósitos municipales con las penas de arresto de fin de semana: el escaso desarrollo de éstas en cuanto a su ejecución fuera de los muros de las prisiones, no sólo obedece a la inexistencia de Centros de Inserción Social o a la escasa incidencia que todavía tienen en las sustituciones por trabajos en beneficio de la comunidad, sino, especialmente, por la inadecuación general de la red andaluza de depósitos municipales. En la medida en que ésta mejore de forma significativa, la nueva pena de arresto podrá ejecutarse de un modo más adecuado a sus principios inspiradores; un factor a tener en cuenta por parte de los responsables públicos para prestar más atención a este importante asunto.

Nuestras conclusiones estarían incompletas sin referirnos, finalmente, a las penas sustitutivas de trabajos en beneficio de la comunidad.

El dato más relevante del que hay que partir es, como decíamos en el capítulo correspondiente, la escasísima aplicación de las penas en nuestra comunidad: no de otro modo caben calificar las cifras de intervenciones penitenciarias en torno a las mismas -treinta y nueve (39)- y los informes finales de liquidación de condena emitidos en toda Andalucía, en dos años completos, que ascendieron a veinticinco (25).

Tan escasa incidencia, siendo numerosas las condenas de arrestos y las de multas -para cuya sustitución se prevé esta pena- no se explica fácilmente de no ser por los perfiles tan novedosos que comporta y por el desconocimiento que de la misma todavía tienen los operadores jurídicos y las instituciones y personas afectadas. Nuestro informe aporta, asimismo, otro dato que puede ser origen del raquitismo de su desarrollo: las relativamente escasas ofertas de puestos de actividad a desarrollar por los penados. Diríamos aún más: allí donde se ofertan parecen suficientes, pero la oferta se concentra en muy pocas poblaciones. En el cuadro nº19 señalábamos los escasos municipios cabeceras de partido judicial en que se han ofertado plazas en virtud de las adhesiones al convenio-tipo existente.

Por consiguiente, a la conclusión anterior, tiene que corresponder nuestra Recomendación General de que se fomente la pena de Trabajos en Beneficio de la Comunidad a través de todas las vías posibles: adhesiones más numerosas y generosas, en cuanto a la oferta de plazas, al Convenio del Ministerio competente con la F.E.M.P.; firma de cualquier otro tipo de convenios con los Establecimientos Penitenciarios y otros organismos que la práctica aconseje desarrollar; más iniciativas judiciales de sustitución de aquellas penas ­arrestos y multas- por estas de trabajos y cualesquiera otras vías que vayan surgiendo.

Dos normas de muy diferente rango y origen incitan a ese fomento de la pena que recomendamos. Nos referimos a ellas para terminar nuestras conclusiones.

El artículo 10 del Real Decreto regulador de las penas objeto de nuestro estudio, obliga a que la Administración penitenciaria facilite «(...)con carácter general y periódico a las autoridades judiciales y fiscales y a los Colegios de Abogados y, singularmente, cuando así se reclame por éstas para un penado en concreto, información relativa a esta pena, su forma de ejecución y trabajo disponible.

Esta información también se transmitirá a todas aquellas personas que estén en situación procesal susceptible de que se les aplique esta pena, que así lo deseen».

Como puede apreciarse, la propia norma reglamentaria es consciente de los numerosos problemas que puede acarrear la ignorancia inicial sobre la misma.

Por otra parte, la necesidad de fomentar el desarrollo de las medidas de sustitución de las penas privativas de libertad se convierte en una vieja obligación que para los países miembros del Consejo de Europa emana de la Resolución (76)10, adoptado por el Comité de Ministros el 9 de Marzo de 1976.

Considerando, se recogía en la citada Resolución, la tendencia constatada en todos los Estados miembros, de evitar, en la medida de lo posible, la aplicación de penas privativas de libertad, en razón de sus múltiples inconvenientes y considerando, además, que es necesario desarrollar no solamente las medidas de sustitución ya conocidas desde hace tiempo, sino, también, promover nuevas medidas a fin de permitir a los Tribunales elegir de entre varias formas de sanciones aquella que más convenga al caso concreto, por éstas y otras consideraciones se recomendó, hace ya veinticuatro años, a los Estados miembros, entre otras medidas, “examinar las ventajas del trabajo en beneficio de la comunidad y, más particularmente, la posibilidad concedida: al delincuente de cumplir su sanción prestando servicio a la comunidad; a la comunidad de contribuir activamente a la resocialización del delincuente, aceptando su participación en un trabajo benévolo”.

La resolución no se detenía en esa recomendación, sino que, además, requería de los Estados miembros poner a disposición de los servicios responsables de la aplicación de las medidas de sustitución, los recursos necesarios y asegurar su empleo del modo más eficaz posible.

En definitiva, se trataría de fomentar la pena, no sólo mediante el aumento de ofertas de actividad y la disposición de colaborar en su ejecución y control por parte de entidades públicas y privadas, sino, también, difundir sus ventajas como alternativa a la prisión -o a la privación de libertad- y sus características concretas a fin de que las sustituciones de arrestos y multas se hagan más frecuentes y su cumplimiento más ágil y eficaz.

Como puede apreciarse, una gran parte de las recomendaciones que efectuamos, a la luz de las valoraciones que se deducen del Informe, afectan de lleno a competencias estatales y organismos e Instituciones de la Administración Central.

En cuanto a la necesidad de regular legislativamente el marco jurídico de las penas de arresto de fin de semana y trabajos en beneficio de la comunidad, nos remitimos a las Conclusiones del Informe elaborado por el Consejo General del Poder Judicial para su elevación al Congreso de los Diputados. No obstante, una vez se presente este Informe en el Parlamento Andaluz, daremos traslado del mismo al Defensor del Pueblo de las Cortes Generales, para que, por éste, en su caso, se considere la posibilidad de trasladar nuestros puntos de vista a los órganos competentes de la Administración Central.

Junto a la aludida reforma normativa, reiteramos la necesidad de mejorar la situación actual concretando nuestras sugerencias a través de las siguientes Recomendaciones:

PRIMERA. En cuanto a los lugares concretos de cumplimiento de arrestos de fin de semana, es necesario que por la Dirección General de Instituciones Penitenciarias se agilice el proceso de implantación de los Centros de Inserción Social en Andalucía y su extensión a las provincias de Jaén y Almería.

Asimismo, debería, el citado Centro Directivo, mejorar las instalaciones actuales de los módulos dispuesto para el cumplimiento de arrestos en los Centros Penitenciarios de Puerto II, Almería, Córdoba y Málaga (actualmente en la vieja prisión).

SEGUNDA. Es necesario que por parte del Ministerio de Interior se desarrolle para Andalucía la reforma de la financiación de los Depósitos Municipales de Detenidos, en consonancia con el contenido de la Sentencia del Tribunal Supremo de 21 de Febrero de 1998, que se comenta más arriba, es decir, incluyendo en la misma el coste total de la prestación del servicio por todos los conceptos.

TERCERA. También referido a la mejora de los actuales Depósitos Municipales de Detenidos, calificados en este Informe como deficientes o muy deficientes, deberá la Administración Autonómica, a través de sus órganos competentes, fomentar las peticiones municipales para acogerse a la subvenciones anuales para mejora de sus infraestructuras locales.

CUARTA. En el mismo sentido de la Recomendación anterior, los Ayuntamientos afectados que gestionan depósitos deficientes o muy deficientes, deberán buscar fórmulas de financiación que les permitan mejorar los aspectos más deficitarios de sus instalaciones actuales.

QUINTA. En cuanto a los dieciséis Ayuntamientos que no ejercen actualmente las competencias de gestión del Depósito Municipal de Detenidos, se les recuerda que están incumpliendo sus deberes legales conforme a la normativa expuesta y comentada en este Informe.

SEXTA. En lo que atañe a la pena de trabajos en beneficio de la comunidad, con independencia de algunos aspectos que requieren reformas normativas a cuyo efecto volvemos a remitirnos al Informe del Consejo General del Poder Judicial, lo que nos parece más necesario, a la vista de los datos aportados en nuestro Informe, es el fomento de la pena, no sólo a través de la oferta de puestos de actividad y de la firma de convenios de colaboración para la ejecución de esas actividades, sino, también, mediante campañas divulgativas de la pena, de sus características y de los supuestos concretos en que puede ser aplicada.

Como antes dijimos, una vez rindamos cuenta de este Informe ante el Parlamento de Andalucía, haremos llegar las anteriores recomendaciones y sugerencias, bien directamente a sus destinatarios -Administración Autonómica y Ayuntamientos afectados-, bien a través del Defensor del Pueblo de las Cortes Generales, mediante los mecanismos de colaboración entre ambas Instituciones.
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La Ley Orgánica 10/1995, de 23 de noviembre, del Código Penal, que entrará en vigor el próximo 25 de mayo de 1996, introduce en nuestro sistema penal las nuevas penas de arrestos de fin de semana (privativa de libertad) y de trabajos en beneficio de la comunidad (privativa de derechos y con carácter de pena sustitutiva de la de arrestos de fin de semana).

Los artículos 37 y 49 de la Ley Orgánica 10/1995, de 23 de noviembre, del Código Penal, remiten las circunstancias de ejecución de estas dos nuevas penas a la vía reglamentaria, de acuerdo con lo dispuesto en la Ley penitenciaria, cuyas normas se aplicarán supletoriamente en lo no previsto expresamente en dicho Código.

Por consiguiente, el presente Real Decreto aborda la regulación de las circunstancias de ejecución de las penas de trabajo en beneficio de la comunidad y de arresto de fin de semana, conforme a la habilitación contenida en los artículos 49 y 37 del nuevo Código Penal.

En el Capítulo I, se regulan las circunstancias de ejecución de la pena de trabajos en beneficio de la comunidad, respetando las condiciones mínimas establecidas en el nuevo Código Penal. La ejecución del trabajo en beneficio de la comunidad, que será facilitado por la Administración Penitenciaria, se articula a través de convenios con las Administraciones Públicas o con entidades públicas o privadas que desarrollan actividades de utilidad pública o social e, incluso, con carácter excepcional a propuesta del propio condenado, todo ello en las condiciones fijadas por el Juez o Tribunal sentenciador y procurando hacer compatible el cumplimiento con el normal desarrollo de las actividades cotidianas del penado.

En la sección primera del capítulo II se regula, con carácter previo al cumplimiento de la pena de arrestos de fin de semana, la definición del plan de ejecución, de acuerdo con lo que disponga el Juez o Tribunal sentenciador y el ingreso del penado en el Centro Penitenciario, Centro de inserción social o depósito municipal de detenidos donde haya de cumplirse la pena.

En la sección segunda del capítulo II destaca el cumplimiento de los arrestos de fin de semana en celda individual y en régimen de aislamiento con absoluta separación del resto de los reclusos, sin perjuicio de poder disfrutar de períodos de paseo y de que, cuando por resolución judicial esta pena deba cumplirse de forma ininterrumpida, se asimile, en lo posible, el cumplimiento al régimen ordinario penitenciario, aunque sin aplicación de la clasificación penitenciaria por considerarse que esta pena no es apta para el tratamiento en sentido técnico-penitenciario. La opción por el cumplimiento en régimen de aislamiento responde a la necesidad de evitar los riesgos de contagio criminógeno de los arrestados a fines de semana y de procurar el cumplimiento de esta nueva pena privativa de libertad en condiciones de “no desocialización”.

En su virtud, de acuerdo con la habilitación conferida en los artículos 37.2 y 49.5ª de la Ley Orgánica 10/1995, de 23 de noviembre, del Código Penal, a propuesta del Ministro de Justicia e Interior, previo informe favorable del Consejo General del Poder Judicial, de acuerdo con el Consejo de Estado y previa deliberación del Consejo de Ministros en su reunión del día 26 de abril de 1996, 

DISPONGO

CAPÍTULO I

Del cumplimiento de la pena de trabajo en beneficio de la comunidad.

1. Concepto. A los efectos de lo previsto en el artículo 49 del Código Penal se considerarán trabajos en beneficio de la comunidad la prestación de la cooperación personal no retribuida en determinadas actividades de utilidad pública, con interés social y valor educativo, tendente a servir de reparación para la comunidad perjudicada por el ilícito penal y no supeditada al logro de intereses económicos.

2. Determinación de los puestos de trabajo. 1. El trabajo en beneficio de la comunidad será facilitado por la Administración Penitenciaria. A tal fin, podrá establecer los oportunos convenios con otras Administraciones Públicas o entidades públicas o privadas que desarrollen actividades de utilidad pública o social. En este caso, éstas podrán asumir las funciones de gestión de los trabajos, asesoramiento, seguimiento y asistencia de los penados, sin perjuicio de la supervisión de la Administración Penitenciaria.

2. Excepcionalmente, en caso de inexistencia de convenio o insuficiencia de plazas, el penado podrá proponer un trabajo concreto, aun cuando no esté convenido con la Administración Penitenciaria. En este caso, la Administración Penitenciaria tras analizar la propuesta ofrecida por el penado, emitirá un informe al Tribunal sentenciador en el que se valorará la misma y, en especial, si cumple los requisitos establecidos en el Código Penal y en este Real Decreto, a fin de que por el Tribunal se adopte la decisión correspondiente.

3. Fijación judicial de las condiciones. La Administración Penitenciaria procederá a la efectiva ejecución de la pena, tan pronto como le sea remitido el testimonio de la resolución y los particulares necesarios, una vez que el Juez o Tribunal haya determinado las jornadas de trabajo impuestas al penado, la duración horaria de las mismas y el plazo máximo en que deberán cumplirse.

4. Entrevista y selección del trabajo. 1. Recibido por la Administración Penitenciaria el testimonio a que se refiere el artículo anterior, los servicios sociales penitenciarios entrevistarán al penado para conocer sus características personales, su capacidad laboral y el entorno social, personal y familiar, con el fin de determinar la actividad más adecuada. En esta entrevista se le ofertarán las distintas plazas existentes con indicación expresa de su contenido y del horario en que deberá ejecutarlo.

2. En caso de que se considerara que en atención a sus condiciones personales, sociales o familiares, resultara de difícil o imposible ejecución esta medida, se hará saber así al Juez o Tribunal indicando expresamente los factores negativos que concurren.

3. Una vez que el penado haya prestado su conformidad con el trabajo que se lo propone, la Administración Penitenciaria elevará la propuesta al Juez o Tribunal a los efectos oportunos.

5. Jornada, horario e indemnizaciones. 1. Cada jornada de trabajo tendrá una extensión máxima de ocho horas diarias y mínima de cuatro. Para determinar la duración de la jornada y el plazo en el que deberán cumplirse, se tendrán en cuenta las cargas personales o familiares del penado.

2. La ejecución de esta pena estará regida por un principio de flexibilidad a fin de hacer compatible en la medida de lo posible el normal desarrollo de las actividades diarias del penado, con el cumplimiento de la pena impuesta. A tal efecto, cuando concurra causa justificada, podrá autorizarse por el Juez o tribunal el cumplimiento de las misma de forma partida, en el mismo o diferentes días y en períodos mínimos de dos horas.

3. La realización del trabajo no será retribuida, pero el penado será indemnizado por la entidad en beneficio de la cual sea prestado por los gastos de transporte y, en su caso, de manutención, salvo que estos servicios los preste la propia entidad.

6. Seguimiento y control. Durante el cumplimiento de la condena el penado deberá seguir las instrucciones que reciba de la autoridad judicial competente, así como de la autoridad encargada de la ejecución de la pena y las disposiciones de la entidad para la que preste sus servicios. La Administración Penitenciaria, comprobará con la periodicidad necesaria el sometimiento del penado a la pena, así como el cumplimiento efectivo del trabajo impuesto, a cuyo fin mantendrá contactos periódicos con la entidad en que se lleve a cabo, adoptando, en su caso, las medidas procedentes.

7. Informe final. Una vez cumplidas las jornadas de trabajo, la Administración Penitenciaria informará a la Autoridad judicial de tal extremo, así como las vicisitudes ocurridas durante la ejecución, a los efectos oportunos.

8. Incumplimiento de la pena. Los servicios sociales penitenciarios, hechas la verificaciones necesarias, comunicarán a la autoridad judicial a los efectos, en su caso, de lo dispuesto en el artículo 88.3 del Código Penal el incumplimiento de la pena tan pronto como tenga constancia de que el penado:

a) Se ausentara del trabajo o lo abandonara injustificadamente.

b) A pesar de los requerimientos del responsable del centro de trabajo su rendimiento fuera sensiblemente inferior al mínimo exigible.

c) Se opusiera o incumpliera de forma reiterada y manifiesta las instrucciones que se le dieren por el responsable de la ocupación referidas al desarrollo de la misma.

d) Por cualquier otra razón, su conducta fuere tal que el responsable del trabajo se negare a seguir manteniéndolo en el centro.

9. Ausencias justificadas. Si el penado faltara del trabajo por causa justificada no se entenderá como abandono de la actividad. No obstante, el trabajo perdido no se le computará en la liquidación de la condena, en la que se deberán hacer constar los días o jornadas que efectivamente hubiese trabajado del total que se le hubiera impuesto.

10. Información general y particular. 1. La Administración Penitenciaria facilitará con carácter general y periódico a las autoridades judiciales y fiscales y a los Colegios de Abogados y, singularmente, cuando así se reclame por éstas para un penado en concreto, información relativa a esta pena, su forma de ejecución y trabajo disponible.

2. Esta información también se transmitirá a todas aquellas personas que estén en situación procesal susceptible de que se les aplique esta pena, que así lo deseen.

11. Seguridad Social y seguridad e higiene en el trabajo. Durante el desempeño de la actividad, los sentenciados a la pena de trabajo en beneficio de la comunidad gozarán de la protección dispensada a los penados por la legislación penitenciaria en materia de Seguridad Social y estarán protegidos por la normativa laboral en materia de seguridad e higiene en el trabajo.

CAPÍTULO II

Del arresto de fin de semana

SECCIÓN PRIMERA

Plan de ejecución e ingreso

12. Determinación del lugar de cumplimiento. 1. La pena de arresto de fin de semana se cumplirá en el Centro Penitenciario más próximo al domicilio del arrestado o en el depósito municipal de detenidos en caso de que no exista Centro Penitenciario en el partido judicial donde resida el penado y el Juez o Tribunal así lo acordara en aplicación de lo dispuesto en el artículo 37.2 del Código Penal. En caso de existir varios Centros Penitenciarios será preferente el cumplimiento en el Centro de inserción social más próximo a su domicilio.

2. Si no existiese Centro Penitenciario en el partido judicial donde resida el penado y el Juez o Tribunal no acordara el cumplimiento en el depósito municipal, la Dirección General de Instituciones Penitenciarias u órgano autonómico equivalente, indicará el Centro de cumplimiento que se les asignará a quienes se impusiese esta pena.

13. Definición del plan de ejecución. 1. Determinado judicialmente el sometimiento del penado a la medida de arresto de fin de semana y recibido por el Director del Establecimiento Penitenciario o, en su caso, encargado del depósito municipal correspondiente, el mandamiento de cumplimiento, se definirá el plan de ejecución.

2. En el caso de que de la documentación remitida al establecimiento penitenciario o depósito municipal por el Juez o Tribunal sentenciador no se dedujere con la suficiente claridad alguno de los extremos mencionados en el apartado siguiente, el Director del Establecimiento pedirá, con carácter previo a la definición del plan, las oportunas aclaraciones al Juez o Tribunal.

3. El plan de ejecución definido por el Director o encargado del depósito municipal, deberá contener al menos los siguientes extremos:

a) Datos de identidad personal del penado, de su domicilio o residencia, trabajo u ocupación habitual.

b) Delito por el que ha sido condenado y número de arrestos de fin de semana impuestos.

c) Indicación expresa de si deberá cumplir de viernes a domingo u otros días de la semana, así como los días en que deberá hacerse efectiva la ejecución de la pena.

4. Al planificar la ejecución se buscará que el cumplimiento de la pena no perjudique las obligaciones laborales, formativas o familiares del condenado, a cuyo fin serán entrevistados con carácter previo a la definición del plan por los servicios sociales. La propuesta de ejecución se pondrá en conocimiento del Juez de Vigilancia para su aprobación.

5. Aprobado el plan de ejecución por el Juez de Vigilancia, una copia del mismo se entregará al penado, que deberá presentarla en el momento de ingreso en el establecimiento. Los encargados de los depósitos municipales de detenidos remitirán una copia del plan de ejecución a la Dirección General de Instituciones Penitenciarias u órgano autonómico equivalente, que les prestará el asesoramiento técnico que precisen para la ejecución de esta pena.

14. Ingreso. 1. Salvo que el Juez o Tribunal hubiese dispuesto el cumplimiento en otros días de la semana el ingreso del penado en el Establecimiento Penitenciario, o depósito municipal de detenidos para el cumplimiento del arresto, deberá efectuarse entre las ocho de la mañana del viernes y las doce del mediodía del sábado. A partir de esta hora no se admitirá ningún ingreso.

2. Para el más adecuado control y mejor orden del Establecimiento o depósito no se admitirán ingresos entre las doce de la noche del viernes y las ocho de la mañana del sábado. Si el penado se presentara en este intervalo horario se le hará saber que debe hacerlo a las ocho horas del sábado, haciendo constar tal extremo en la oportuna diligencia.

3. En el caso de que el penado se presentara pasadas las doce del mediodía del sábado, se hará constar así en un acta en la que se indicará, expresamente, la hora en que se ha producido la misma, y las razones alegadas por el penado para justificar el retraso, siendo remitida inmediatamente a la Autoridad judicial de quien dependa, entregándole una copia al interesado.

15. Gastos de transporte. Los gastos ocasionados por el traslado del penado hasta el Centro Penitenciario o depósito municipal de detenidos correrán a cargo del mismo, salvo que no exista Centro Penitenciario o depósito municipal de detenidos en el partido judicial donde resida, en cuyo caso le serán reintegrados por la Administración los gastos originados por el uso de cualquier medio de transporte público, excepto el de servicio de taxi que sólo se abonará cuando conste la inexistencia de otro medio de transporte.

SECCIÓN SEGUNDA

Cumplimiento del arresto

16. Identificación y adscripción de celda. 1. Una vez efectuado el ingreso e identificado convenientemente el penado mediante la presentación de su documento de identidad o pasaporte, el encargado del Establecimiento le adjudicará una celda entregándosele ropa de cama.

2. En el primer ingreso del penado para el cumplimiento de la pena se procederá en la forma prevista en el artículo 18 del Reglamento Penitenciario.

17. Régimen de cumplimiento. El penado cumplirá en celda individual y en régimen de aislamiento, es decir, con absoluta separación del resto de los detenidos, presos o penados que puedan hallarse en el mismo Centro o depósito municipal y no podrá abandonar la celda salvo en el supuesto que se le hubiera señalado alguna medida prevista en el artículo 83.4 del Código Penal que debiera hacerse efectiva durante el período de arresto y para disfrutar de los períodos de paseo.

18. Derechos del penado. Durante el período de arresto el penado tendrá derecho a:

a) Disponer de radio o televisión a su costa.

b) Acceder a los servicios de biblioteca y economato.

c) Efectuar una única llamada telefónica al ingreso.

19. Deberes del penado. Durante el período de arresto el penado tendrá los siguientes deberes:

a) Respetar las normas de régimen interior establecidas al efecto.

b) Mantener en buen estado la celda, efectuando las labores de limpieza y aseo de la misma antes de desalojarla.

c) Someterse a las medidas de higiene personal que se le indiquen.

d) Mantener un buen comportamiento y acatar las instrucciones u órdenes que reciba.

20. Alimentación. El Centro Penitenciario o el depósito municipal de detenidos, en su caso, facilitarán al interno el racionado diario.

21. Comunicaciones y visitas. 1. Durante el cumplimiento del arresto los penados no serán clasificados ni podrán recibir visitas, comunicaciones o paquetes.

2. En el caso de que la pena de arresto se cumpla ininterrumpidamente se le permitirá mantener una comunicación semanal de cuarenta minutos de duración con sus familiares y allegados íntimos por los locutorios generales del Centro o en el local habilitado al efecto, así como recibir un paquete a la semana, y efectuar las llamadas telefónicas que el Reglamento Penitenciario autoriza con carácter general para el régimen ordinario.

22. Régimen disciplinario. El penado estará sometido al régimen disciplinario general del Establecimiento, en cuanto resulte de aplicación a la naturaleza de esta pena y su forma de ejecución. Cuando observe una reiterada mala conducta se comunicará al Juez de Vigilancia de quien dependa, a fin de que se adopten, en su caso, las medidas procedentes.

23. No presentación. A efectos de lo dispuesto en el artículo 37.3 del Código Penal, el Director del Establecimiento pondrá en conocimiento del Juez de Vigilancia la falta de presentación del penado en el Establecimiento Penitenciario o depósito municipal, así como la presentación posterior a las doce horas del sábado o del día señalado al efecto.

24. Liquidación de condena. Transcurridos los plazos señalados en el plan de ejecución, el Director del Establecimiento Penitenciario o el encargado del depósito remitirán un informe al Juez de Vigilancia en el que se harán constar las vicisitudes ocurridas durante la ejecución, a efectos de la liquidación definitiva de la pena.

DISPOSICIONES FINALES

Primera. Régimen supletorio general. En todo lo no regulado expresamente en este Real Decreto serán de aplicación las normas generales contenidas en la Ley Orgánica General Penitenciaria y en su Reglamento de desarrollo, siempre que lo dispuesto en ellos no sea incompatible con la forma de cumplimiento de estas penas.

Segunda. Entrada en vigor. El presente Real Decreto entrará en vigor el día 25 de mayo de 1996.

Dado en Madrid a 26 de abril de 1996
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